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IMPUNIDAD EN LOS DELITOS DE LESIONES DE HASTA 30  DÍAS DE 
INCAPACIDAD PARA EL TRABAJO, CANTÓN IBARRA AÑOS 2012 Y 2013 
 
Este trabajo se lo ha realizado en cuatro partes, la primera es el antecedentes del delito de 
lesiones que se lo analiza desde dos fuentes del derecho penal Universal, que sirvieron de base 
para muchas legislaciones, llegando al antecedente de nuestro País, que se lo sub divide en la 
época pre incásica, incásica, colonial, republicana,  hasta el Código Penal y Código de 
Procedimiento Penal en vigencia; como segundo capítulo se hace énfasis en el delito de lesiones 
desde el punto de vista doctrinario, estudiando conceptos  relacionados con las lesiones, en vista 
de tener claro el campo de acción se realiza un tercer capítulo práctico, en el cual se analiza un 
juicio de lesiones leves, y  la parte final del delito de lesiones culposas, y finalmente las causas 
y consecuencias del delito de lesiones que no sobrepasan los treinta días de incapacidad para el 
trabajo  queden en la impunidad, en el mismo capítulo se encuentra graficado una análisis 
estadístico del delito de lesiones en el Cantón Ibarra, que es la capital de la Provincia de 
Imbabura en el que se establece que más del 50% de este delito queda en la impunidad, datos 












Prisión preventiva  
 
IMPUNITY IN INJURY OFFENSE UP TO 30 DAYS DISABILITY TO WORK, IBARRA CANTON, YEARTS 




The current work has been organized in four parts; the first one contains backgrounds for the 
offense when injuries have been caused. It has been considered from two universal penal law 
sources, which were used as a base for many legislations and a background for our country 
legislation. It was classified in pre-inca, inca, colonial and republican ages, until the penal Conde 
and the Code of penal procedure were in full force. The second chapter emphasizes the injury 
offense from the doctrinarian viewpoint, where definitions related to injuries have been exposed; 
due to the fact the action field is quieted clear. There is a third practical chapter, which analyzes 
the trial for mild injuries and the final part of it discusses negligent injury finally, causes and 
consequences of the injury offense not for more than thirty days disability for work are left in the 
impunity. The same chapter contains a statistic analysis if the injury offense in Ibarra Canton, 
which is the capital city of Imbabura Province, where it is stated that more than 50% of such 
offense is left unpunished; such data were collected  from Penal Warranties Tribunals of Imbabura 
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 Este trabajo se enmarca dentro de los cambios y reformas determinados en el Código de 
Procedimiento Penal en marzo de 2009, en el que se dio paso a un nuevo trámite en los juicios 
de acción pública que está determinado en el libro cuarto del Código de Procedimiento Penal, 
que  señala se inicia el proceso con la indagación previa y la instrucción fiscal; la etapa 
intermedia; la etapa del juicio y la etapa de impugnación, mas sucede que en las lesiones que no 
sobrepasan los treinta días de incapacidad para el trabajo, solamente llegan a la etapa 
intermedia, ya que para la etapa del juicio específicamente en el Tribunal de Garantías Penales 
los acusados no se presentan, dando como resultado que estos delitos en su gran mayoría no se 
los pueda castigar, creando inseguridad e insatisfacción en los afectados por esta clase de 
infracciones. 
 
Lesión es un daño o detrimento de la salud, dando como resultado una incapacidad para el 
trabajo el daño debe ser tanto físico como sicológico, este daño es sancionado en todas las 
legislaciones y desde tiempos muy remotos, en nuestra legislación por no existir tipicidad para 
exigir se presente el acusado al juicio en la mayoría de los casos queda en la impunidad. 
 
Los delitos de lesiones contenidos en los artículos. 463, 464, 468, 470 y 472 del Código Penal, 
no son sancionados como lo dispone la ley, tomando en cuenta que el bien protegido es la 
integridad corporal de las personas, y el bien  jurídico que se tutela es el cuerpo y la salud, razón 
por lo que se plantea esta tesis con la finalidad de dar alternativas de solución y de esta manera 
tener ciudadanos satisfechos que crean en la justicia, ya que si algún derecho ha sido violado, se 
debe tener la seguridad de que los autores sean castigados como lo dispone la ley, y contribuir 
para que disminuya la impunidad en nuestro País. 
 
Se ha tomado cartas en el asunto en vista que se lo considera en el nuevo Código Orgánico 
Integral Penal, al delito de lesiones que no sobrepasa los treinta días de incapacidad, como un 
delito de acción privada y de esta forma poder al menos resarcir los daños que el sujeto activo 






1.1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL DERECHO PENAL 
Las ideas penales nacieron desde tiempos antiguos, anteriores incluso a la formación del Estado, 
en los tiempos primitivos las normas penales se manifestaron de una forma consuetudinaria, 
cuando se cometía un delito la comunidad abandonaba al culpable a la venganza de la víctima o 
de su familia, además de ser condenados desde el punto de vista de la religión y de la moral.  
La evolución de la sociedad, la creación del Estado, la necesidad de regular las actuaciones 
humanas, dieron lugar a un sistema de normas que conocemos como derecho penal, es así que 
en el presente trabajo se enfocará de una forma resumida a dos instituciones Universales  
importantes como es el Código de Hammurabi y el Derecho Romano, con relación a las 
lesiones, estas dos instituciones  fueron la base de la creación de normas en muchos Estados, y 
de igual forma también se analizará la historia del Código Penal en el Ecuador. 
1.1.1 EL CÓDIGO DE HAMMURABI 
Uno de los documentos más antiguo que se conoce, también hace mención a las lesiones como 
debe ser tratado y sancionado el infractor, “fue redactado hacia el siglo XVIII, a. de C. por el Rey 
Babilonio HAMMURABI (1728 – 1686 a. de C.)”  (Almaza Junco & Morales Trujillo, 2010) Es decir en 
42 años, en este código ya  se establece parámetros, en el cual se determina el delito y la pena 
del agresor, fue seguido por numerosos pueblos y lo que caracteriza a estas normas es la Ley del 
Talión que la concepción básica es ojo por ojo o diente por diente, como ejemplo podemos 
manifestar las siguientes leyes: 
“…extraído de la Ley 200 del Código de Hammurabi que dice: “Si un hombre libre 
arrancó un diente a otro hombre libre, su igual se le arrancará su diente”; “ley 196: si un 
hombre libre vació un ojo de un hijo de un hombre libre, se vaciará su ojo”; “ley 197: si 
quebró un hueso de un hombre se quebrará su hueso…” (Albán Gómez, 2011). 
Como se puede determinar este Código tenía la finalidad de dar soluciones a problemas 
jurídicos penales, y en ese entonces se reparaba el daño, causándole el mismo daño al agresor o 
delincuente. 
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1.1.2 LEYES ROMANAS 
Los romanos ya elaboraron leyes tanto para supervisar las actuaciones civiles como las de 
asesinato y robo, es decir el ámbito penal, en esta etapa ya se toma en cuenta las pruebas, 
especialmente las testimoniales y las documentales, mucho influía en los juicios los oradores 
quienes narraban los acontecimientos de una forma coherente a favor de sus defendidos para 
influir en las decisiones de los Juzgadores.  
En el procedimiento romano el Colegio de los Pontífices era el único conocedor de las leyes, 
que era exclusivo de la clase privilegiada de los romanos los Patricios, quienes ejercían el 
derecho cuando se requería resolver conflictos, esto da como consecuencia que solo los 
Patricios tenían acceso a conocer las leyes y el pueblo era Juzgado por leyes que no conocían.  
“Colegio de Pontífices  (Collegium Pontificum), en el que el Pontifex Maximus poseía la 
máxima representación religiosa. No en vano, el jefe del Colegio de los Pontífices fue en 
tiempos antiguos el mismo rey ya que  todos los emperadores romanos revistieron esta 
autoridad: el mismo Constantino, el mayor impulsor del cristianismo, quiso revestirla. Los 
pontífices por una parte presidían el culto nacional -no olvidemos que en Roma la religión 
era una cuestión de Estado y por otra inspeccionaban el culto privado, las bodas, las 
ofrendas a los difuntos, etc. y, de entre ellos, el llamado rey de los sacrificios, asumía las 
antiguas funciones sagradas del rey”  (Wikipedia, 2014). 
Con la finalidad de mejorar en el año 455 a de C. el Colegio de los Decenviros, comenzó la 
elaboración de las leyes para conocimiento de todos. 
“ 
 
Decenviro s. m. Magistrado de la antigua Roma que formaba parte de una comisión de diez miembros 
nombrada legalmente, con funciones judiciales y religiosas.”  (Larousse, 2007). 
 
El código más antiguo dentro de las leyes romanas es la Ley de las Doce Tablas. “Su aprobación 
significó para los plebeyos una doble ventaja en primer lugar lograron que el derecho fuera de 
conocimiento público pues, hasta ese entonces eran imprecisas y los patricios las interpretaban o citaban 
a su capricho. En segundo lugar consiguieron que el derecho sea común, pues sus reglas se aplicaron 
tanto a patricios como a plebeyos.”  (Monografías, 2014) 
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En estas leyes también se habla de delitos de lesiones y sus sanciones específicamente constan 
en la  “TABLA VIII: LOS DELITOS (De delictis) 
“Aquel que cause daño a una parte del cuerpo de otra persona y no sea posible llegar a un 
acuerdo con el ofendido, será castigado con un daño igual al que ha causado. 
Aquel que con la mano o con el bastón rompa un hueso a otra persona será condenado a 
pagar una multa de 300 ases; si la persona golpeada es un esclavo, la multa será de 150 
ases.”  (Monografías, 2014). 
Estas leyes hacen mención al pago de multas, circunstancia que se toma en cuenta hasta la 
actualidad. 
1.1.3 EL DERECHO PENAL EN EL ECUADOR 
Las leyes que regían en un inicio en el país eran consuetudinarias, por cuanto no existía la 
escritura, cada tribu tenía sus normas pero con la conquista Inca se unifico las leyes para todas 
las tribus que fueron sometidas, en ese entonces era evidente el carácter púbico de las leyes 
penales, pero añadiendo dosis importantes a lo religioso, que predominaba en su organización. 
Tenían determinado los grados de sanciones que eran de acuerdo a la gravedad, los más 
gravemente sancionados son los delitos contra, el inca, la religión y el Estado, luego los delitos 
contra las personas, delitos sexuales y aquellos contra la propiedad colectiva. 
Por la dureza de la represión o de las sanciones no existía mucha delincuencia, ya que existía la 
pena de muerte que se ejecutaba de acuerdo a la gravedad del caso, y también existía las penas 
de carácter corporal que hasta el momento se realizan dentro de las comunidades indígenas, 
como son baños en agua fría, ortiga miento, y flagelaciones. 
1.1.3.1 Derecho Penal Colonial 
El 12 de octubre de 1492, con la llegada de los españoles, se dio un giro al derecho 
consuetudinario y dio paso a las normas escritas, romana y canóniga, en vista que fueron los 
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españoles los conquistadores, se implanto la legislación Española esto es el sistema de 
investigación y procedimiento, la severidad de las sanciones entre ellas la  pena de muerte 
mediante ejecuciones. 
“A más de las leyes propiamente Españolas, regían en la colonia como se sabe, las leyes 
de indias, que se dictaba para ser aplicada exclusivamente a América. En la recopilación 
de la Ley de Indias de 1680, el libro VII trata de cuestiones penales”  (Albán Gómez, 2011, 
pág. 67). 
 “Leyes de Indias es la legislación promulgada por los monarcas españoles para regular la 
vida social, política y económica entre los pobladores de la parte americana de la 
Monarquía Hispánica. 
Poco después de la llegada de los primeros conquistadores a América, la Corona española 
manda que se observen las llamadas Leyes de Burgos, sancionadas el 27 de enero de 1512, 
que surgen por la preocupación de la Corona por el constante maltrato a los indígenas, de 
acuerdo a los informes de los padres dominicos.”  (Wikipedia, 2014), y así se crea la ley de 
Indias. 
Esta ley de indias tenía un fin de tutelar sobre el indígena, pero en la mayoría de los casos quedó 
sólo en el papel.  
 
 Derecho Penal Republicano 
 
Con la independencia no nacieron de manera inmediata las leyes penales que iban a regir por lo 
que se continuo con el sistema anterior rigiendo las leyes españolas hasta 1837, fecha en que se 
aprobó el primer Código Penal, con lo cual se da inicio a este nuevo periodo. 
Cinco códigos se han dictado en la época republicana. 
“El de 1837, dictado durante la presidencia de Vicente Rocafuerte, y que se inspiró en las ideas liberales 
del mandatario, y al parecer en el Código Español de 1822” (Albán Gómez, 2011, pág. 68). 
En esta época llegan a determinarse principios de la Escuela Clásica.- Que se funda en el 
concepto de; 
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“El más notable de los juristas clásicos, el más grande de los criminalistas italianos y 
probablemente el más destacado en toda la historia de la ciencia penal, es FRANCESCO 
CARRARA (1805-1888)…para CARRARA, existe una ley natural, derivada de la ley eterna 
del orden, pero que se distingue netamente de la ley moral.”  (Etcheverry, 2005, pág. 51). 
“Los principales fundamentos de esta escuela, son: 
1) El delito no es considerado como un hecho realizado por el ser humano simplemente, sino 
como un ente jurídico, producto del conflicto entre la prohibición emanada del Estado y la 
realización del hecho prohibido. Este conflicto engendra, según CARRARA, “la 
criminalidad de la acción”. Y la  esencia del delito consiste en la violación de un derecho. 
2) Solo pueden ser responsables los imputables, es decir, los seres humanos capaces de 
comprender la ilicitud de un hecho y, según la ley, capaces de usar perfectamente de su 
libre albedrío. Consecuencialmente, no son responsables los enfermos de la mente 
(incapaces de discernir) ni los menores (la minoría de edad lo determina cada legislación). 
La responsabilidad, pues, es moral, y se funda en el libre albedrío… 
3) La pena es un castigo una expiación, un mal que, obedeciendo cánones legales, imponen 
jueces y magistrados a los imputables que son declarados responsables de la comisión de 
un delito. 
El propósito de la pena, para esta escuela, es restablecer el orden jurídico turbado por el 
delito. La pena debe ser, por tanto, temible, aflictiva, reparadora, divisible y proporcional 
al delito. 
El aporte principal de esta escuela clásica al derecho pena, es la defensa del principio 
universal que proclama que no puede haber delito ni sanción si no existe una ley que 
previamente lo disponga (principio de legalidad)”  (Vargas, 1985, pág. 24). 
“Principios básicos.- La doctrina se estructura sobre tres conceptos fundamentales: 
- El libre albedrio. 
- La imputabilidad moral del individuo. 
- La pena concebida como retribución jurídica por el delito.”  (Pabon Parra, 2003, pág. 27). 
El delito es una violación a la ley del Estado. 
Marca el comienzo del estudio científico del delito, proclama la humanización de la pena y las 
garantías procesales del reo, remitiéndose a conceptos éticos y al derecho natural. 
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 La escuela clásica no da importancia al estudio del delincuente. 
Luego en 1872, en la segunda presidencia de Gabriel García Moreno:  
“Este código se inspiró en el código penal de Bélgica de 1867, muchas de sus 
disposiciones son una traducción literal del mismo sin reparar que el código penal belga, 
había tomado a su vez como modelo, bastante más antiguo el código francés de 1810.”  
(Albán Gómez, 2011, pág. 68). 
 Se mantenía la escuela clásica. 
“Algunos autores sostiene que en 1889, se dictó un nuevo código. En realidad se trató de una reedición 
actualizada del código de 1872”  (Albán Gómez, 2011, pág. 68). 
El Código de “1889, Antonio Flores Jijón reedito el anterior”  (Donoso Velasco, 2003, pág. 101). 
En 1906, durante la Presidencia de Eloy Alfaro se dio dos pasos importantes, por cuanto tenía 
una orientación liberal la supresión de la pena de muerte y la eliminación de los delitos contra la 
religión. 
En 1938, durante la dictadura del general Alberto Enríquez, se mantiene la estructura básica de 
la escuela clásica, con  algunas novedades del código italiano en lo que respecta a la causalidad, 
imputabilidad, inter criminis, etc. y en el argentino de 1922 
Este código es el que se encuentra en vigencia con múltiples reformas, que se han codificado en 
tres ocasiones en 1953, 1960 y en 1971, que es la última y que todavía a la fecha se utiliza, han 
sido codificaciones y no nuevos códigos en los cuales se requiere un accionar legislativo formal, 
con las formalidades para la aprobación de una nueva ley. 
Una de las codificaciones más significativas  fue la de marzo del 2009 que reformó el Código de 
Procedimiento Penal y el Código Penal, entre estos cambios se eliminó los delitos de giros de 
cheques sin  provisión de fondos y del duelo, cambió los delitos de discriminación racial, por 
los delitos de odio, se agregan los delitos de genocidio y etnocidio, ley orgánica de donación  y 
trasplante de órganos, tejidos y células, sustituyó el capítulo inmumerado que tipifican los 
delitos cometidos de esa manera, y en el procedimiento se dio paso al trámite oral. 
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En la actualidad se aprobó el nuevo Código Orgánico Integral Penal (COIP) que se publicó en el 
R.O Nro. 1805 de fecha 10 de febrero del 2014, en vista que en la actualidad en el Ecuador 
existe cambios estructurales en el ámbito jurídico, social, económico, político, razón por la cual, 
se crea el Código Orgánico Integral Penal que contiene aspectos subjetivos, objetivos y 
ejecutivos, en una sola codificación obviamente en libros, la finalidad es que exista equilibrio y 
concordancia entre un libro con otro, ya que fueron creados en la misma época. 
Otra de las finalidades es que: 
 “…Se adecue la legislación ecuatoriana a los nuevos desarrollos conceptuales que se ha 
producido en el mundo y en la región, como mecanismo para asegurar un correcto 
funcionamiento de la justicia penal.” (COIP, 2014, pág. 11). 
Se crean nuevas leyes con la finalidad de estar acorde con el avance y adecuarse a normas 
internacionales.  
“Se introduce nuevos capítulos como por ejemplo, el que se refiere a delitos contra la 
humanidad y las graves violaciones a los derechos humanos…Por primera vez se tipifican 
infracciones como la omisión de denuncias de tortura, la desaparición forzada y la 
violencia sexual en conflicto armado.”  (COIP, 2014, pág. 12). 
Este Código Orgánico Integral Penal entra en vigencia luego de ciento ochenta días contados a 
partir del 10 de febrero del 2014, sin embargo dentro de las disposiciones transitorias en el 
acápite segunda manifiesta:  “Las audiencias establecidas en el libro II, Procedimiento de este 
Código, entrara en vigencia a partir de su publicación en el Registro oficial”  (COIP, 2014, pág. 
271). 
Desde su publicación en el registro oficial se está aplicando el procedimiento, el debido proceso 
y la Ley Orgánica de la Función Judicial.  
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1.2 EL CÓDIGO PENAL 
 El código Penal define lo que es la ley penal y dice: “Art. 1. Leyes penales: Definición. “Leyes 
penales son todas las que contienen algún precepto sancionado con la amenaza de una pena”. (Código 
Penal, 2009). 
Luego de analizar que desde tiempos primitivos la persona que cometía un acto que afecte a otro 
era y es sancionada de acuerdo a la cultura y época, en el delito de lesiones no es la excepción; 
“Uno de los principales objetivos de las leyes penales es garantizar los derechos de la 
persona humana. Entre estos derechos es esencial el de la integridad física. Por eso todas 
las legislaciones sancionan como delitos las violaciones de este derecho, o sea, las 
lesiones, que dan origen a diversos problemas médicos legales”.  (Gajardo, 2007, pág. 
175). 
EL CÓDIGO PENAL DELITO DE LESIONES.- Lo tipifica desde el Art. 463 hasta el 473, en 
el delito de lesiones se puede establecer dos parámetros el primero en la que opera la prisión 
preventiva y en segundo en el cual no opera la prisión preventiva:  
1.2.1 DELITO DE LESIONES DONDE NO OPERA LA PRISIÓN 
PREVENTIVA 
Art. 463. Golpes o heridas que produzcan incapacidad de 3 a 8 días: 
 “El que hiriere o golpearé a otro, causándole una enfermedad o incapacidad para el 
trabajo personal, que pase de tres días y no de ocho, será reprimido con prisión de quince 
días a tres meses y multa de seis a doce dólares de los Estados Unidos de Norte América. 
Si concurre alguna de las circunstancias del art. 450, las penas serán de prisión de dos a 
seis meses y multa de ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norte América.”  
(Código Penal, 2009). 
Lesión.- proviene “Del latín laesio, quiere decir daño o detrimento corporal causado por una herida, 
golpe o enfermedad”  (Torres Chávez, pág. 361) 
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“Desde el punto de vista médico legal, diversos autores han propuesto el término a todo 
daño, detrimento o alteración en la salud o cualquier otro daño corporal que deje huella 
material en el cuerpo humano, que sea producida por una causa externa, siendo que una 
lesión es un daño infringido en el cuerpo, que condiciona una alteración que afecta la 
anatomía, la fisiología o la Psiquis de la persona.”  (Agudelo Sanabria, 2010, pág. 560). 
“Como la lesión puede ser un antecedente de la muerte, esta figura criminal es de gran complejidad 
doctrinaria porque se debe descartar la finalidad homicida”  (Torres Chávez, pág. 361) 
En síntesis la lesión es la acción dañina de herir, golpear, alterar la salud, o cualquier otro daño 
que deje huellas. Alterando la anatomía, y la psiquis de la persona. En nuestra legislación la 
gravedad de la lesión se determina por la incapacidad para el trabajo a excepción de las lesiones 
causadas en riña, de tal forma que la lesión Sicológica queda de lado, por cuanto no está 
tipificado y no se determina la forma de medir la gravedad de la lesión.  
“Hay diferencia practica entre herir y golpear, dada por la medicina legal. Se llama 
herida a la producida por un arma punzocortante; en cambio el golpe es la hinchazón o 
color morado-verdoso que resulta de la acción contundente duro. El resultado de un puñal 
o cuchillo, herida, el resultado de un puñetazo, golpe. Esta diferencia desde luego no es 
absoluta porque los golpes producen también heridas”  (Torres Chávez, pág. 362). 
La enfermedad es el detrimento de la salud y tiene importancia ya que de acuerdo a este factor 
se puede determinar la mayor o menor gravedad del delito. 
En este tipo de delito se requiere que el sujeto activo esté previsto de la circunstancia del dolo. 
“Según Hernando Grisanti el dolo es la voluntad consciente, encaminada u orientada a la 
perpetración de un acto que la ley tipifica como delito. 
Vincenzo Manzini define al dolo como la voluntad consciente y no coaccionada de ejecutar 
u omitir un hecho lesivo o peligroso para un interés legítimo de otro, del cual no se tiene la 




En conclusión el dolo es la voluntad, consiente de cometer un acto tipificado como delito  
Art. 464.- “Golpes o heridas que produzcan incapacidad de 8 a 30 días. “Si los golpes o 
heridas han causado una enfermedad o incapacidad para el trabajo personal, que pase de 
ocho días  no exceda de un mes, la pena será de prisión de dos meses a un año y multa de 
doce a treinta y un dólares de los Estados Unidos de Norte América.  
Si concurre alguna de las circunstancias del Art. 450, la prisión será de seis meses a dos 
años, y la multa de dieciséis a cuarenta y siete dólares de los Estados Unidos de Norte 
América”  (Código Penal, 2009). 
Para que opere la sanción requiere que exista dolo “de ningún modo ni la enfermedad, o 
alternativamente, ni la incapacidad para el trabajo, puede pasar de un mes para la 
aplicación de este artículo. La pena sube si los golpes o heridas han sido causadas con 
alguna de las circunstancias agravantes contemplas en el Art. 450”  (Torres Chávez, pág. 
364). 
Dentro de la tipificación de los delitos de lesiones se toma en consideración al Art. 450 del 
Código Penal, con la finalidad de determinar las circunstancias agravantes de la infracción. 
Art. 468.- “Causar enfermedad o incapacidad transitoria por administración de 
sustancias. Sera reprimido con prisión de uno a seis meses y multa de doce a treinta y un 
dólares de los Estados Unidos de Norte América, el que hubiere causado a otro una 
enfermedad o incapacidad transitoria para el trabajo personal, administrándole 
voluntariamente sustancias que pueden alterar gravemente la salud”.  (Código Penal, 
2009). 
Uno de los aspectos en los cuales se determina la administración de sustancias que pueden 
alterar la salud, es la alteración de la palabra, al respecto Efraín Torres Chávez manifiesta:  
“La administración de sustancias químicas producen entre otros efectos, la alteración de 
la palabra. Al respecto, Nerio Rojas en su medicina legal dice: La expresión palabra que 
la ley usa debe entenderse no en un sentido exclusivamente motor, es decir, en el de 
articulación verbal, sino en un sentido mucho más amplio, que comprende tanto la 
articulación motriz como la parte síquica, la función de expresión verbal del pensamiento, 
así jurídicamente aquí poco más o menos lo mismo que lenguaje hablado: palabra interior 
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y articulación. El ilustre maestro anota: La perturbación periférica puede ser, por ejemplo, 
por varios dientes perdidos o parálisis de músculos de la fonación; pero en el primer caso 
deberá ser de cierta magnitud y en el segundo, caerá en alguna otra medida de gravedad. 
Los tipos importantes, son  dados por las lesiones del cerebro interesando los centros del 
lenguaje…Desde luego como ya se anotó, la alteración de la palabra es una manifestación, 
entre otras muchas, por efecto de sustancias que afectan gravemente la salud. De modo 
general hay que manifestar que los delincuentes buscan estados de inconsciencia, por 
medio de suministros de drogas.”  (Torres Chávez, pág. 371). 
“Es interesante lo que afirma Nelio Rojas sobre los actos cometidos en los estados de 
inconsciencia patológica. Dice: Los actos cometidos bajo la acción de estos trastornos, 
tiene ciertos aspectos de actos voluntarios, libres, a pesar de que la conciencia no 
interviene en su producción, o mejor, para usar un leguaje más moderno, esos actos no 
llegan a ser percepciones, no se hacen consientes, la personalidad síquica superior lo 
ignora. Hay un determinismo fatal en su producción. Naturalmente, la conciencia, con 
amnesia de tales actos es completa en algunos, en otros hay una inconsciencia relativa.”  
(Torres Chávez, pág. 372). 
 “Desde el punto de vista Sicológico, el criterio más cierto es la manera como se comporta 
la memoria. La amnesia es una de las mejores pruebas de la inconsciencia de un acto. La 
duración y grados de alteración de la memoria indica, en cierta medida, la duración y 
grado de la inconsciencia…La administración de sustancias químicas, evidentemente, 
puede alterar gravemente la salud. Es un delito de peligro inicial. Luego, de producirse la 
intoxicación, el delito es consumado. Siempre habrá dolo, en tal administración. El punto 
de vista del hechor será diferente: unos tratarán de dormir a la víctima para robar, otros 
para abusar sexualmente de ella, unos terceros para forzar sus sentimientos amorosos, etc, 
etc, etc,”  (Torres Chávez, pág. 372). 
Art. 470.- “Riña que produzcan heridas o lesiones sin constar quien las causó. Cuando en 
riña o agresión en que tomaren parte más de dos personas, resultaren heridas o lesiones, 
sin que constare quien o quienes la causaron, se tendrá por autores a todos los que 
ejercieron violencia sobre la persona del ofendido, y se aplicará la pena de quince días a 
un año de prisión y multa de ocho a dieciséis dólares  de los Estados Unidos de Norte 
América.”  (Código Penal, 2009). 
Los elementos en este delito son: 
 
 a) Delito pluripersonal;  
a) Ofuscación, indeterminación de actitudes, intervención varia; 
b) Falta de prueba concreta sobre el actor; 
c) Existencia de violencia sobre el ofendido; y 
13 
d) Herida o lesión, a consecuencia de la riña o agresión. 
Hay que anotar que esta disposición no se ha tomado en cuenta para nada, los días de 
incapacidad para el trabajo o de enfermedad que ha sido la medida distributiva de todo el 
articulado de lesiones”  (Torres Chávez, pág. 375). 
En consecuencia en este artículo no importa los días de incapacidad para el trabajo, puede ser 
leve, grave o gravísima. Únicamente lo que se considera es que existe conglomerado y no se 
puede determinar al sujeto activo, la presunción de responsabilidad es contra todos. 
Art. 472.- “Heridas o lesiones culposas. Es reo de heridas y lesiones inintencionales el que 
los ha causado por falta de previsión o de precaución, y será reprimido con prisión de 
ocho días  a tres meses y multa  de seis a doce dólares de los Estados Unidos de Norte 
América, si el acto no estuviere más severamente castigado como delito especial.”  
(Código Penal, 2009). 
El típico delito culposo ya que hace mención a lesiones inintencionales por falta de previsión y 
precaución, al tratarse de delito culposo se está relacionando lo negligente, imprudencia falta de 
precaución, impericia inobservancia de la ley, reglamento   u órdenes, para esto el Dr. Efraín 
Torres Chávez cita un ejemplo: 
 “Quien se arrima a una maceta colocada en una alta ventana, puede proveer y tener 
precaución, de no empujarla, pero descuidada y cómodamente lo hace y hiere, de modo 
absoluto y completamente inintencional porque la pesada cosa cayó sobre un transeúnte 
que por casualidad pasaba en ese momento por la calle, comete infracción culposa 
evidentemente”  (Torres Chávez, pág. 379). 
Lo típico en estos actos culposos son los accidentes de tránsito que por no tomar en 
consideración la ley, el reglamento se cometen infracciones, como por  ejemplo el exceso de 
velocidad, el respeto a las señalizaciones, cansancio, mal estado mecánico del vehículo, llantas 
lisas etc. Tomando en este aspecto que si el conductor se encuentra en estado de ebriedad es un 
asunto penal. 
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 “Se debe anotar que en las lesiones culposas no hay tentativa, porque no puede 
distinguirse, como en los delitos dolosos, acciones preparatorias distintas de la acción 
principal próxima a las consecuencias dañosas 
En efecto la acción que se produce el resultado no querido es aquella que infringe las 
reglas de prudencia y de diligencias exigidas.” 
Este artículo se refiere a las heridas y lesiones culposas y no determina la gravedad de la pena 
relacionada con la incapacidad de trabajo, es un artículo de excepción por cuanto a más de lo 
determinado  no existe  dolo, al finalizar este articulo advierte que si no estuviere más 
severamente castigado como delito especial es decir con agravantes que claro está ya 
intervendría el dolo 
1.2.1.1  Delitos de lesiones donde opera la prisión preventiva 
Opera la prisión preventiva por cuanto son delitos sancionados con una pena mayor a un año y 
estos son: 
“Art. 465.- Golpes o heridas que produzcan incapacidad de 30 a 90 días. Si los golpes o 
heridas han causado una enfermedad o incapacidad para el trabajo, que pase de treinta 
días y no exceda de noventa, la pena será de prisión de seis meses a dos años, y multa de 
“dieciséis a cuarenta y siete dólares de los Estados Unidos de Norte América. En caso de 
concurrir alguna de las circunstancias del artículo 450, la prisión será de uno a tres años, 
y la multa de dieciséis a sesenta y dos dólares de los Estados Unidos de Norte América” 
(Código Penal, 2009). 
La gravedad del delito se mide por la incapacidad de la persona para desempeñarse 
normalmente en el trabajo es así que en este articulo la incapacidad para el trabajo es menor de 
noventa días y mayor de treinta en consecuencia es un delito que la pena va de seis meses a dos 
años sin circunstancias agravante y de uno a tres años con circunstancias agravantes en esta 
clase de delitos ya puede opera la prisión preventiva.  
“Art. 466 Golpes o heridas que produzcan incapacidad superior a 90 días o permanente en 
actividad usual. Si los golpes o heridas han causado una enfermedad o incapacidad para el 
trabajo personal, que pase de noventa días, o una incapacidad permanente para los 
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trabajos a que hasta entonces se había dedicado habitualmente el ofendido, o una 
enfermedad grave, o la pérdida de un órgano no principal, las penas serán de prisión de 
uno a tres años y multa de dieciséis a setenta y siete dólares de los Estados Unidos de 
Norte América.  
En caso de concurrir alguna de las circunstancias del artículo 450, las penas serán de 
prisión de dos a cinco años y multa de treinta y un a ciento veinte y cinco dólares de los 
Estados Unidos de Norte América” (Código Penal, 2009). 
En este artículo hay que considerar que, la lesión pase de noventa días; una incapacidad 
permanente para el trabajo al que se dedicaba el sujeto pasivo; una enfermedad grave, o la 
pérdida de un órgano no principal. En estas circunstancias las lesiones que sufre la victima ya 
son graves que le van a afectar en la vida. 
“Art. 467. Golpes o heridas que produzcan incapacidad permanente, mutilación grave o de 
órgano principal. Las penas serán de prisión de dos a cinco años y multa de treinta y un a 
ciento veinte y cinco dólares de los Estados Unidos de Norte América si de los golpes o 
heridas ha resultado una enfermedad cierta o probablemente incurable, o una incapacidad 
permanente para el trabajo, o una mutilación grave, o la pérdida o inutilización de un 
órgano principal.  
La pena será de reclusión menor de tres a seis años y multa de dieciséis a ciento cincuenta 
y seis dólares de los Estados Unidos de Norte América, si concurre alguna de las 
circunstancias del artículo 450.”  (Código Penal, 2009). 
“La presente disposición , puede descomponerse de la siguiente forma: 
 
a) Los golpes o heridas han producido una enfermedad cierta o probablemente 
incurable; 
b) O una incapacidad permanente para el trabajo; 
c) O una mutilación grave; y, 
d) O la pérdida  o inutilidad de un órgano principal. 
 
Las penas, en los casos anteriores, van de dos a cinco años. 
 
La enfermedad ciertamente incurable es la irreversible, las consumada, la definitiva. La 
enfermedad probablemente incurable es la que tiene alguna esperanza de salvación, como la 
palabra calificadora lo indica. 
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La mutilación es una privación o cercenamiento completos. Del latín mutilare, quiere decir 
cortar una parte del cuerpo viviente y este hecho tiene que ser grave en el más lógico 
sentido de la palabra”  (Torres Chávez, pág. 369). 
Es de determinar este delito como lesiones gravísimas ya que afecta a la persona para toda la 
vida, en su funcionamiento fisiológico por la pérdida de un órgano principal y la imposibilidad 
de trabajo que es una afección de por  vida en el orden social, razón por la cual cuando concurre 
circunstancias del art. 450 ya se habla incluso de reclusión por la afectación que tiene el sujeto 
pasivo. 
“Art. 469.- Causar probable enfermedad incurable e incapacidad permanente por 
administración de sustancias.  La pena será de prisión de dos a cinco años, cuando dichas 
sustancias hubieren causado una enfermedad cierta o probablemente incurable, o una 
incapacidad permanente para el trabajo personal, o la pérdida absoluta, o inutilización de 
un órgano.”  (Código Penal, 2009). 
Se refiere esencialmente a sustancias químicas, fármacos, drogas que pueden alterar 
gravemente la salud. “La condición está en que hayan sido dadas voluntariamente y que, 
la prueba demuestre que este lejos la intención homicida”  (Torres Chávez, pág. 369). 
El suministro de sustancias puede ser realizado por un médico el cual está capacitado para 
determinar qué cantidad de droga requiere un paciente droga que debe ser comprobada y 
experimentada, pero puede suceder que un amigo o familiar le suministre droga que se 
encuentra en las farmacias o de uso ilegal el cual puede causar estragos en el sujeto pasivo. En 
el artículo que estamos analizando debe probarse que el sujeto activo no tiene intención de dar 
muerte al ofendido. 
   “Art. 471.- Heridas o lesiones a ascendientes, descendientes, hermanos y cónyuge. En los 
delitos mencionados en los artículos anteriores de este capítulo, si el culpado a cometido la 
infracción en la persona del padre o madre u otro ascendiente o descendiente, en la del 
cónyuge o en la de un hermano, se aplicara la pena inmediatamente superior.”  (Código 
Penal, 2009). 
En este artículo se puede visualizar que los sujetos deben ser familiares, la finalidad de 
sancionar con mayor rigor las lesiones en  familia es por cuanto la familia debe tener lazos de 
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solidaridad, cariño, respeto, y cuando estos valores se alteran y existe lesiones causa mayor 
alarma social, razón por la cual son sancionados con una pena inmediatamente superior.  
“En cuanto a lo que debe entenderse por pena inmediatamente superior, es menester hacer 
el siguiente razonamiento: si cada artículo, tiene dos penas principales y si la una es 
inferior a la otra, habrá que entenderse que la aplicable será la correspondiente a la 
misma disposición pero que es más severa y que resulta, por lo mismo, la inmediatamente 
superior.”  (Torres Chávez, pág. 378). 
  “Art. 473. Heridas o lesiones causada por un deportista a otro, en acto del deporte. En 
las circunstancias del artículo 462, cuando se trate de heridas o lesiones, se estará a lo que 
allí se establece. 
Art. (…) Incitadores o responsables de hechos de violencia en escenarios deportivos o sus 
alrededores. Los incitadores o responsables de hechos de violencia dentro de los 
escenarios deportivos o en sus inmediaciones o demás lugares  que por su capacidad, 
pueden albergar reuniones masivas de público, antes, durante o después del evento 
deportivo, artístico u otros espectáculos y que causen lesiones a terceros, serán reprimidos 
con pena de uno a tres años de prisión”  (Código Penal, 2009). 
Este artículo hace referencia al art. 462 relacionado con el homicidio causado por un deportista, 
en el acto del deporte a otro deportista, el cual no será sancionado siempre y cuando se 
mantenga esta condición de deportistas y en la acción del deporte, además de haber respeto a la 
ley y el reglamento del deporte practicado y que no sea prohibido por la ley. 
 
Las mismas condiciones acarrea este articulo por cuanto tiene los mismos parámetros que puede 
suceder en la muerte de un deportista, no debe haber de parte del sujeto activo la intención 
dañina de causar daño sino de ganar la competencia, lo que daría lugar a causar una lesión en su 
rival, en consecuencia cuando se cumple con todas estas formalidades el sujeto activo es 
inimputable. 
 
El inmunerado del mismo artículo hace referencia a los incitadores a la violencia regularmente 
sucede con las barras que en un momento determinado por descontento o defender a uno de los 
participantes se dan agresiones, lo cual la ley con la finalidad de precautelar estos 
acontecimientos sanciona con prisión de uno a tres años, se extiende a las reuniones donde haya 
reuniones masivas esto es espectáculos artísticos y de cualquier otra índole, la tipificación 
subsiste en el momento de darse el evento, antes o después. 
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Es importante hacer mención al Artículo 450 del Código Penal por cuanto es una circunstancia 
que aumenta en las infracciones la pena. 
1.2.2 CIRCUNSTANCIAS QUE AUMENTAN LA PENA 
Art. 450. “Casuística para la tipicidad del asesinato. Es asesinato y será reprimido con 
reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, el homicidio que se comete con  
alguna de las circunstancias siguientes: 
1.- Con alevosía; 
2.- Por precio o  promesa remuneratoria; 
3.- Por medio de inundación, veneno, incendio, o descarrilamiento; 
4.- Con ensañamiento, aumentando deliberadamente e inhumanamente el dolor del ofendido; 
5.- Cuando se ha imposibilitado a la victima de defenderse; 
6.- Por un medio cualquiera capaz de causar grandes estragos. 
7.- Buscando de propósito la noche o el despoblado, para cometer el homicidio; 
8.- Con el fin de que no se descubra, o no se detenga al delincuente, excepto cuando el 
homicida sea ascendiente o descendiente, cónyuge o hermano del delincuente al que se 
haya pretendido defender, y; 
9.- Como medio de preparar, facilitar, consumar u ocultar otro delito, o para asegurar sus 
resultados o impunidad; o por no haber obtenido los resultados que se propuso al intentar 
el otro hecho punible. 
10.- “Con odio o desprecio en razón de raza, religión, origen nacional o étnico, orientación 
sexual, edad, estado civil, o discapacidad de la víctima.”  (Código Penal, 2009). 
1.2.3 PRESCRIPCIÓN 
Se encuentra tipificado en el Art. 101 del Código Penal, lo cual se lo puede sintetizar: 
 
 Consolidación de una situación jurídica por efectos del transcurso del tiempo, ya sea 
convirtiendo un hecho en derecho, como la posesión en propiedad, caducidad en un derecho, o 
facultad no ejercida durante largos lapsos, cesación de la responsabilidad penal por el transcurso 
de largo tiempo sin  perseguir el delito la falta. 
   En la prescripción no solo es el factor tiempo en que se debe tener en cuenta sino: 
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a) La clase de delito que se trate ( si es de acción pública o de acción privada); 
b) Si se ha iniciado o no el proceso penal; y, 
c) Si es un delito reprimido con prisión o reclusión. 
En los delitos de acción pública.- 
“Si no se ha iniciado el proceso penal la acción penal para perseguirlos prescribe en 
QUINCE AÑOS, si el delito es reprimido con reclusión mayor especial; DIEZ AÑOS, si el 
delito es reprimido con reclusión; y, en CINCO AÑOS si el delito  es reprimido con prisión. 
El plazo de prescripción se cuenta a partir de la fecha en que se cometió la infracción.”  
(Vaca Andrade, 2009, pág. 356). 
Cuando se ha iniciado el proceso penal antes que los plazos se cumplan, la acción penal para 
continuar la causa prescribirá en los mismos plazos, pero en estos casos el tiempo se empieza 
desde la fecha de la resolución fiscal en la que se inicia el proceso. 
En caso que el indiciado se presente voluntariamente a la justicia, en el plazo máximo posterior 
al auto inicial, los respectivos plazos se reducirán a diez años en los delitos reprimidos con 
reclusión especial, a ocho años en los delitos reprimidos con reclusión y a cuatro años en los 
delitos reprimidos con prisión, contados así mismo desde el inicio de la instrucción. No surte 
efecto en los casos de reincidencia. 
Delitos de acción privada.-  
 “Si no se ha iniciado el proceso penal la acción para perseguirlos prescribe en ciento 
ochenta días  contados desde la fecha en que se cometió el delito. 
Si se ha iniciado la acción y se ha citado al querellado antes del vencimiento de ese plazo 
la prescripción se producirá cuando transcurran dos años, contados a parir de la fecha en 
que se ha citado al querellado.”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 357). 
CONTRAVENCIONES.- “La acción penal para juzgar y reprimir contravenciones prescribe en 30 
días, contados desde la fecha en que se cometió la infracción, según del Art. 617 Código penal” en caso 
que se hubiere iniciado el juzgamiento, el mismo plazo comienza a correr desde la última 
diligencia judicial. 
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La prescripción puede declararse de oficio o a petición de parte tratándose de los delitos de 
acción pública y de las contravenciones, en tanto que los delitos de acción privada, la 
prescripción debe ser alegada como excepción por el querellado, para el caso que hubiere 
corresponsables la prescripción correrá o será interrumpida separadamente para cada uno de los 
participantes. 
1.3 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 
Es el derecho adjetivo penal en el cual se determina el campo de acción del juicio, las funciones 
y parámetros de las partes procesales, se norma las reglas a seguirse en un proceso. 
1.3.1 PRISIÓN PREVENTIVA 
La prisión preventiva se encuentra tipificada en el Art. 167 Código de Procedimiento 
Penal.- “Prisión preventiva, cuando el juez de garantías penales lo crea necesario para 
garantizar la comparecencia del procesado o acusado al proceso o para asegurar el 
cumplimiento de una pena, puede ordenar la prisión preventiva, siempre que medien los 
siguientes requisitos: 
1.- Indicios suficientes de la existencia de un delito de acción pública. 
2.- Indicios claros y precisos de que el procesado es autor o cómplice del delito. 
3.- Que se trate de un delito sancionado con pena privativa de la libertad superior a un 
año; 
4.- Indicios suficientes de que es necesario privar de la libertad al procesado para 
asegurar su comparecencia al juicio; y, 
5.- Indicios suficientes de que las medidas no privativas de libertad son insuficientes para 
garantizar la presencia del procesado al juicio.”  (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
 
La prisión preventiva es una medida cautelar que el juez debe aplicar excepcionalmente, ya que 
la presunción de inocencia es un principio básico en nuestra constitución, descartando toda 
estipulación que implique presunción de culpabilidad. 
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Tanto la Constitución de la República del Ecuador como tratados Internacionales abalizan esta 
presunción de inocencia; 
 “Los tratados Internacionales de Derechos Humanos suscritos por el País sostienen que 
la Prisión preventiva no debe ser la regla general. Así también, la regla sexta No. 1 de las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la Libertad 
(reglas de Tokio) destacan que “…en el procedimiento penal solo se recurrirá a la 
previsión preventiva como último recurso”.  (García Falconí, 2011, pág. 63). 
De lo cual se deduce que la prisión preventiva es una medida de excepcional de última 
instancia, debe ser interpretada restrictivamente, taxativamente prohibiendo la interpretación 
extensiva. 
La prisión preventiva es una medida que dicta el juez de instrucción en los delitos de acción 
pública, en la cual se determina indicios suficientes que el procesado es autor o cómplice de un 
delito que sobrepasan el año de sanción, y que no procede otra media cautelar, para garantizar 
que se cumpla con el proceso. 
El tratadista Miguel Fenech señala: 
“La prisión preventiva es una acto cautelar por el que se produce una limitación de la 
libertad individual de una persona en virtud de una declaración de voluntad judicial y que 
tiene por objeto el ingreso de esta a un establecimiento destinado para el efecto, con el fin 
de asegurar los fines del proceso y a la eventual ejecución de la pena 
El Dr. Jorge Zavala Baquerizo, señala; 
“Como un acto proveniente del titular del Órgano Jurisdiccional penal que procede 
cuando se cumple determinados presupuestos expresamente señalados por la ley, y que 
tiene por objeto privar de la libertad a una persona, de manera provisional hasta tanto 
subsistan los presupuestos que la hicieron procedente  o se cumplan con determinadas 
exigencias legales  tendientes a suspender los efectos de la Institución”  (García Falconí, 
2011, pág. 64). 
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La libertad es un derecho fundamental de un ciudadano de tal forma que si a una persona debe 
ser suspendida esa libertad debe ser por autoridad competente, excepto desde luego en delito 
flagrante. La prisión preventiva es una medida cautelar que debe ser motivada ya que los 
derechos que están en riesgo son muy importantes como el derecho a la libertad, a la dignidad, 
al libre tránsito, a defenderse en libertad, al trabajo, a estar con su familia a poderse desarrollar 
como persona, por tal motivo que cuando no existe otra alternativa procede la prisión 
preventiva, para asegurar incluso el cumplimiento de la pena. 
Así el ejercicio a la libertad como norma general y la restricción de esta libertad como una 
excepción, es decir el derecho del estado a velar por que se cumpla la norma y el derecho del 
hombre a ser libre. 
Los Centros de Detención del País se encuentran congestionadas y sobrepasan la capacidad a la 
que fueron construidos sin embargo la prisión preventiva es necesaria porque asegura la 
comparecencia del procesado al proceso, evita que pueda esconder evidencias, influir en la 
victima y testigos. Da seguridad a que el proceso llegue a su fin, evita reiteración de actos, 
asegura el cumplimiento de seguridades sociales, no debe sobrepasar lo que establece la ley. 
La prisión preventiva puede ser revocada, es decir si los fundamentos que sirvieron de base para 
la prisión preventiva se desvanecen, cuando se determine el sobreseimiento, cuando el juez 
considere que puede sustituir por otra medida cautelar, cuando rinda caución,  cuando 
sobrepasen los plazos para la prisión esto es seis meses, en los delitos castigados con prisión y 
un años en los delitos de reclusión puede el juez dejar sin efecto la prisión preventiva, puede 
también dejar sin efecto la prisión preventiva la instancia superior en caso de apelación, que se 
lo realizara mediante escrito fundamentado ante el juez de garantías penales, dentro de los tres 
días posteriores a ser notificado con la providencia de la prisión preventiva, la que dictara su 
resolución en los cinco días subsiguientes esto es en la Corte Provincial, en el caso de apelación 
no tiene efecto suspensivo es decir no procede la excarcelación ni la encarcelación. 
De la misma forma puede el juez dictar medida cautelar dispuestas por  la ley que no sea de 
prisión pero puede dictar posteriormente, siempre que opere hechos nuevos. Que justifiquen la 
decisión, en las personas de  la tercera edad la prisión preventiva podrá ser sustituida por arresto 
domiciliario, o si la procesada se encuentra embarazada o parturienta, hasta noventa días 
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después del parto, se extiende el plazo en caso que el infante este enfermo hasta que se supere el 
problema. 
La Constitución de la República del Ecuador en el Art. 77 numeral 1 dice:  
“La privación de la libertad se la aplicará excepcionalmente, cuando sea necesario para 
garantizar la comparecencia en el proceso, o para asegurar el cumplimiento de una pena; 
procederá por orden escrita de Jueza o Juez competente, en los casos, por el tiempo  y con 
las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúa los delitos flagrantes, en cuyo caso no 
podrá mantenerse a una persona detenida sin formula de juicio por más de veinticuatro 
horas. La Jueza o Juez siempre podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión 
preventiva” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
En el momento de la detención de una persona esta debe conocer la autoridad que dictó la 
medida cautelar, quienes lo ejecutan y los responsables del interrogatorio tiene la obligación de 
darle a conocer sus derechos a permanecer en silencio, a requerir de un Abogado, o un defensor 
público a comunicarse con su familia, y si fuere extranjero se debe dar a conocer al consulado, 
en este caso de la hará conocer sus derechos en el lenguaje respectivo, No puede ser 
incomunicado. 
En caso de que estos derechos sean vulnerados puede el afectado demandar por detención 
arbitraria responsabilidad civil extracontractual, o de responsabilidad personal en contra del 
Juez o fiscal. 
El Juez también tomará en cuenta el arraigo de las personas es así que se debe considerar: 
a) “El domicilio habitual; 
b) El asiento de su familia; 
c) El asiento de sus negocios; 
d) El asiento de su trabajo; 
e) La facilidad para abandonar definitivamente el País; 
f) La facilidad para permanecer oculto; 
g) La pena que podría llegar a imponerse; 
h) La magnitud del daño causado; 
i) El comportamiento del procesado durante el Juicio en la medida que indique su voluntad a 
someterse a la persecución penal.”  (García Falconí, 2011, pág. 78). 
24 
1.3.1.1 Fines de la prisión preventiva 
1.- Evitar la frustración del proceso impidiendo la fuga del procesado; 
2.- Asegurar el éxito de la instrucción Fiscal; 
3.- Evitar la reiteración delictiva por parte del procesado, basando en criterio de 
conductas habituales de aquel; 
5.- Satisfacer las demandas sociales de seguridad; 
6.- El Juez debe tener en cuenta que la prisión preventiva es una medida cautelar de 
excepción y no una pena anticipada; y,  
7.- La prisión preventiva no debe superar el mínimo legal de la pena establecida en 
abstracto para el delito objeto del juzgamiento.”  (García Falconí, 2011, págs. 67-68). 
   El auto de prisión preventiva debe ser dictado por un Juez de garantías penales a pedido de la 
Fiscal o el Fiscal y debe contener: 
“1.- Los datos personales del procesado o, si se ignora, los que sirva para identificarlo; 
2.- Una sucinta enunciación del hecho que se le imputan y su calificación delictiva; 
3.- La fundamentación clara y precisa de cada uno de los presupuestos previstos en el art. 
Anterior; y, 
4.- La cita de las disposiciones legales aplicables”  (García Falconí, 2011, pág. 78). 










1.- Instrumentalidad.- La prisión preventiva no constituye un fin en sí mismo, pues tiene 
por objeto evitar la frustración de un proceso por la fuga del procesado y asegurar la 
ejecución del fallo, de tal modo que se debe emitir por escrito, de manera motivada y 
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fundamentada, la boleta constitucional del encarcelamiento para la ejecución de esta 
medida. 
2.- Provisionalidad.- Esto es que esta medida no es definitiva sino temporal. Esta 
característica además se halla orientada con  la finalidad de precautelar, asegurar la 
persona del procesado, y a la eventual indemnización para el caso de condena. 
3.- Jurisdiccionalidad.- Significa que, el dictar la orden de prisión preventiva es potestad 
exclusiva de los Jueces competentes y que forma parte de la función judicial, pues el ius 
puniendi por excelencia, le corresponde a esta función del Estado. 
4.- Legalidad.- Esto es el buen juicio del juez, no su arbitrariedad, de tal modo que procede 
dictar solo cuando la Constitución de la Republica, los tratados internacionales de 
Derechos Humanos y la ley, así lo señalen. 
5.- Proporcionalidad.- De tal manera que, la prisión preventiva no es definitiva, ya que 
depende de un proceso que está pendiente y de una sentencia en firma que lo confirme o lo 
extinga. 
6.- Revocable.- Esto es las medidas cautelares son susceptible de alteración variables y 
aun revocables, o sea que cabe su modificación en cuanto no se altere el estado sustancial 
de los datos reales sobre los cuales la medida se adoptó. La revocabilidad, está en función 
del libre criterio del juez, quien deberá valorar la situación en la que se encuentra el 
procesado; y, en el caso que los motivos han variado, deberá mantener o levantar la 
prisión preventiva conforme a las normas de valoración de la sana criticad, esto es 
motivado y fundamentado. 
“7.- Excepcional.- El art. 77 numeral 1 de la Constitución, en su parte pertinente señala: 
“La privación de la libertad se aplicara excepcionalmente. Lo cual guarda relación con 
varios tratados internacionales vigentes en el País…” 
8.- Responsabilidad.- La actual Constitución de la Republica preserva la libertad 
ciudadana de todo atropello o abuso de tal manera que si el procesado ha sido privado de 
su  libertad durante el juicio penal, o no se comprueba su participación en el hecho, este 
procesado tiene derecho a demandar al Estado por responsabilidad civil extracontractual. 
9.- Apelable.- El derecho a la impugnación del auto resolutorio que dispone la prisión 
preventiva, le corresponde al procesado, pero si se niega esta medida cautelar personal, la 
apelación le corresponde al fiscal, pos as{i disponerlo la constitución de la Republica y el 
Código de Procedimiento Penal.” (García Falconí, 2011, pág. 78) 
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El juez de garantías penales no necesariamente está obligado a disponer la prisión 
preventiva cuando la fiscal o el fiscal lo soliciten, ya que para proceder a la 
determinación de la prisión preventiva es la potestad del juez. 
1.3.1.3 Casos en que no procede la prisión preventiva y estos son: 
“1.- Cuando el delito merezca pena privativa de la libertad que no exceda de un año, así lo 
señala el Numeral 3 del Art. 167 del Código de Procedimiento Penal. 
2.- En caso de personas que se presuma haya actuado como encubridor, ya que la prisión 
preventiva solo procede en los casos de autores y cómplices; recordemos que el artículo 41 
del Código Penal provee los tres grados de responsabilidad; y, 
3.- Para los casos de delitos de acción privada, así lo señala el Art. 173 del Código de 
Procedimiento Penal.”  (García Falconí, 2011, pág. 79). 
Es decir que el juez debe realizar un análisis de los elementos de convicción de la gravedad del 
delito de que asegure la comparecencia del procesado, los elementos de convicción deben ser 
claros, y deben determinarse con la motivación en la providencia correspondiente. 
La Constitución vigente estipula claramente que tanto los jueces de garantías penales, como los 
fiscales, deben motivar sus actuaciones y con mayor razón la prisión preventiva que debe ser 
razonada y razonable, tanto en las providencias, autos y sentencias, que deben ser amparadas 
legalmente. 
La motivación debe; 
 “Ser razonada, en tanto que el Juez deduce de los hechos a partir del análisis de los 
elementos de convicción, justifica la necesidad para dictarla; y, razonable a efecto que 
tanto las partes como el Juez superior comprendan fácilmente dicho análisis, es decir que 
esta sea inteligible, así lo determinan los Arts. 9.3 del Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos y Art.7.5 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que son tratados 
suscritos y vigentes en nuestro País, y que por tal forma parte del ordenamiento jurídico.”  
(García Falconí, 2011, pág. 81). 
Debe entenderse que la motivación no es simplemente hacer mención a una norma legal, 
sino que es obligación que se cumpla con las normas constitucionales, es decir con 
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parámetros lógicos, y en caso de que faltare estas formalidad traería como consecuencia la 
nulidad de dicha orden y además quien la dictó debe ser sancionado, como lo determina 
“pues esta es una garantía procesal con rango Constitucional, y en caso de que faltare, 
ocasionaría la  nulidad de dicha orden y además quien la dicto debe ser sancionado con la 
destitución en caso de que en un año no haya motivado sus resoluciones por tres 
ocasiones”  (R.O. 544, 2009). 
1.3.1.4 La motivación  
Consistirá en lo siguiente 
“a) La existencia y exposición del respaldo factico concreto existente en la causa y 
respecto de tal procesado; 
b) El respaldo normativo que sustenta y justifica la adopción de tal medida, pues solo de esa 
forma se logra individualizar las razones que motivaron la decisión y solo así surgen la 
posibilidad de controlar en alzada esa disposición. 
Las consecuencias de la omisión de esta obligación constitucional son las siguientes: 
a) La nulidad; 
b) La responsabilidad del juez o del tribunal de garantías penales, quien debe ser 
sancionado; y, 
c) La posibilidad de que el agraviado pueda presentar su demanda de reparación en contra 
del Estado, luego de lo cual ejerce su derecho de repetición en contra del funcionario 
judicial, toda vez que el procedimiento para esta clase de reclamos se encuentra 
debidamente regulado en el Código Orgánico de la Función Judicial.”  (García Falconí, 
2011, págs. 83 - 84). 
   La motivación en esencia es explicar y justificar porqué se dicta esa resolución, para evitar 
arbitrariedades perjudicando de esta manera la efectiva tutela jurídica, y el derecho al debido 
proceso, que lo determina la Constitución de la República del Ecuador art. 76 numeral 7 literal: 
“l.- “Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se 
funda  y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los 
actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados 
se consideraran nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.” 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
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 “La prisión preventiva como medida cautelar no se la considera atentatoria contra el 
principio de presunción de inocencia dice la doctrina, pues esta es una forma de garantizar 
el proceso penal, para que este concluya en la forma que la ley lo establece, esto es con 
sentencia condenatoria, pero en la etapa intermedia la prisión preventiva no implica que se 
le esté considerando culpable al procesado, más aun actualmente con la Constitución, para 
dictar una privación de libertad, se debe tomar en cuenta los principios y requisitos 
constitucionales y legales que se ha señalado en la presente tesis; pues de lo contrario se 
produce el segundo efecto que es la responsabilidad objetiva del Estado Ecuatoriano por 
inadecuada administración de justicia, a título imputable de detención arbitraria; y, la 
responsabilidad subjetiva personal de los jueces, fiscales y defensores públicos”  (García 
Falconí, 2011, pág. 87). 
La característica de la prisión preventiva se encuentra establecida en el Art. 77 numeral 9 de la 
Constitución que señala:  
“Bajo la responsabilidad de la jueza o juez que conoce el proceso la prisión preventiva no 
podrá exceder de seis meses en las causas en los delitos sancionados con prisión, ni de un 
año en los casos sancionados con reclusión. Si se exceden estos plazos, la orden de prisión 
quedara sin efecto” (Constitución de la República del Ecuador, 2008).  
Tiene relación con lo que dispone el Art. 169 del Código de Procedimiento Penal, que tipifica la 
caducidad de la prisión preventiva, estas normas no es que pretenden facilitar la impunidad del 
procesado sino sancionar al Juez que no cumple con los principios de proceso especialmente la 
celeridad. 
“La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, señala, que un juicio penal no puede 
durar más de dos años, esto es el proceso debe durar un plazo razonado y para entender lo 
que es plazo razonado, hay que tomar en cuenta dos elementos: 
1.- La complejidad del asunto; y, 
2.- La actividad procesal del interesado y la conducta de las autoridades judiciales.”  
(García Falconí, 2011, pág. 89). 
Tanto los tratados Internacionales como la legislación actual garantizan que el proceso tiene que 
ser ágil, y oportuno, y esto lo ratifica “la convención Americana sobre derechos humanos, en su 
artículo 7 numeral 5, que expresamente dice: 
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“5.- Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora ante un Juez u otro 
funcionario autorizado por la Ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
Juzgado dentro de un plazo razonable o ser puesto en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que asegure su 
comparecencia en el juicio”  (García Falconí, 2011, págs. 89 - 90) 
1.3.1.5 Caución 
Es una garantía que realiza el procesado con la finalidad de que se deje sin efecto la prisión 
preventiva, aclarando que cuando el delito goza de fianza, consiste el respaldo económico, o 
patrimonial, que debe rendir el procesado, por el monto que fije el Juez de garantías Penales. 
El Art. 31 del Código Civil manifiesta: “Caución significa generalmente cualquier obligación 
que se contrae para seguridad de otra obligación propia o ajena. Son especies de caución, la 
fianza, prenda, hipoteca”. 
“El Dr. Walter Guerrero Vivanco al respecto señala “Es una obligación accesoria en 
virtud de la cual una o más personas responden de una obligación ajena, 
comprometiéndose para con el acreedor a cumplirla en todo o en parte, si el deudor no lo 
cumple…” (García Falconí, 2011, pág. 92). 
Cuando el delito goza de fianza o caución, y el juez concede tal beneficio, el procesado debe 
cancelar dicha fianza o caución para evitar la orden de prisión preventiva. 
1.3.2 MEDIDAS CAUTELARES 
Existe las medidas alternativas de la prisión preventiva con esta gama de posibilidades el Juez 
debe imponer una o más  medida de acuerdo al principio de la proporcionalidad y estas están 
estipuladas en el Art. 160 del Código de Procedimiento Penal que dice: “Las medidas cautelares 
de carácter personal son:  
1.- La obligación de abstenerse de concurrir a determinados lugares; 
2.- La obligación de abstenerse de acercarse a determinadas personas; 
3.- La sujeción a la vigilancia de autoridad o Institución determinada, llamada a informar 
periódicamente al Juez de garantías penales, o a quien este designare; 
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4.- La prohibición de ausentarse del país; 
5.- Suspensión del agresor en las tareas o funciones que desempeña cuando ello significa algún 
influjo sobre víctimas o testigos; 
6.-Ordenar la salida del procesado de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo para la 
seguridad física o síquica de las víctimas  o testigos; 
7.- Ordenar la prohibición de que el procesado, por sí mismo o a través de terceras personas, 
realice actos de persecución, o de intimidación a la víctima, testigo a algún miembro de la 
familia; 
8.- Reintegro al domicilio a la víctima o testigo disponiendo la salida simultanea del procesado, 
cuando se trate de una vivienda común y sea necesario proteger la integridad personal y/o 
síquica; 
9.- Privar al procesado de la custodia de la víctima menor de edad, en caso de ser necesario 
nombrar  a una persona idónea siguiendo lo dispuesto en el Art. 108, regla sexta del Código 
Civil y las disposiciones del Código de la Niñez y Adolescencia; 
10.- La obligación de presentarse periódicamente ante el juez de garantías penales  o ante la 
autoridad que este designare; 
11.- El arresto domiciliario que puede ser con supervisión o vigilancia policial; 
12.- La detención; y 
13.- La prisión preventiva. 
 
1.3.3 LAS MEDIDAS CAUTELARES DE ORDEN REAL  
1.- El secuestro.- Garantiza la responsabilidad civil del autor, cómplice o encubridor, deposito a 
un tercero; 
2.- La retención.- Retención de sueldo, salario u otro haber, descuento de un pago; y, 
3.- El embargo.- Inmovilización de bienes o derechos del deudor, privándole de la libre 
disposición, pasa a poder del Estado. 
1.3.4  ETAPAS DEL JUICIO 
En la legislación Procesal Penal Ecuatoriana vigente constan  las siguientes etapas: 
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1.- Indagación previa e instrucción fiscal. 
2.- Etapa intermedia. 
3.- Etapa de juicio 
4.- Etapa de impugnación. 
1.3.4.1 Indagación previa 
La indagación previa, es una etapa preparatoria, en esta etapa se va a sustentar si se inicia el 
proceso penal o no, de una acontecimiento que ha llegado a conocimiento de la fiscalía o policía 
y que hay indicios de que sea antijurídico, es una etapa meramente investigativa, trabajos que 
los va a realizar el fiscal con la colaboración de la policía judicial,  se encuentra determinado en 
el Art. 215 del Código de Procedimiento Penal que dice: 
“Antes de resolver la apertura de la instrucción, si lo considera necesario, el Fiscal con la 
colaboración de la Policía Judicial que actuara bajo su dirección, investigará los hechos 
presumiblemente constitutivos de infracción penal que por cualquier medio hayan llegado 
a su conocimiento.”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 447). 
En cualquier caso la indagación previa no puede durar más de un año, tiempo en el cual la 
Policía y la Fiscalía pueden realizar cualquier acto investigativo oficial o no, con o sin 
conocimiento del investigado. Una vez que al fiscal le llega la noticia de un acto típico por 
cualquier medio, puede iniciar por iniciativa propia y sin conocimiento del juez, excepto cuando 
las actuaciones de la fiscalía se requieran de autorización judicial, la investigación, son  
actuaciones de la Fiscalía, de la Policía judicial, el juez y otras instituciones y funcionarios que 
intervengan en la investigación, en la cual se determinará si existe medios de convicción que se 
ha cometido un delito, debe mantenerse en reserva de personas ajenas a esta y del público en 
general, sin perjuicio del derecho del ofendido, y de las personas a las cuales se investiga y de 
sus abogados, hasta que se termine esta etapa, es así que las instituciones que intervengan en la 
etapa de indagación previa las divulguen serán sancionados por la ley. 
Esta característica de reserva es indispensable para que en esta etapa investigativa tenga éxito. 
“Según el texto del art. 195 de la Constitución de la Republica en vigencia, a la Fiscalía General 
del Estado le corresponde cumplir tres funciones básica en relación con la compleja actividad 
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que debe darse antes que se instaure un  proceso penal y dentro del trámite ordinario de él; estas 
son: 
1.- Dirigir y promover la investigación preprocesal y procesal penal que en esencia y por 
naturaleza especifica de sus funciones le corresponde cumplir a la policía judicial; 
2.- Acusa, fundamentalmente, a los presuntos infractores ante el juez competente sobre la 
base de investigaciones y acopio de elementos probatorios que se hubieren obtenido en las 
etapas procesales, principalmente en la instrucción fiscal; 
3.- Impulsar la acción en la sustanciación del juicio penal. 
   Como se puede observar los tres numerales se puede concretar en dos funciones: a) la de 
investigar; y, b) la de acusar…” (Vaca Andrade, 2009, pág. 481). 
Luego de la investigación que realiza la policía con dirección del fiscal si se logra identificar a 
los posibles responsables se dá paso a la instrucción fiscal, esto es la denuncia y el informe 
policial positivo da inicio a la instrucción fiscal. 
En la indagación previa pueden existir actuaciones particulares, es decir la victima puede 
realizar diligencias que pueden comprobar las circunstancias de la infracción, así por ejemplo un 
examen de contabilidad, un perito médico legal, en el caso de lesiones para determinar la 
gravedad. 
Si el fiscal lo considera viables y necesario se podrá disponer el reconocimiento del lugar de los 
hechos, o de los objetos materiales de la infracción, o de documentos los cuales el fiscal 
concurrirá con la policía quien deberá remitir el informe correspondiente, en especial cuando el 
delito que se investiga deja huellas o vestigios que pueden borrarse o desparecer con el tiempo. 
“Según el Art. 195, inc. 1 de la Constitución, la Fiscalía “dirigirá de oficio o a petición de 
parte, la investigación preprocesal y procesal penal”; por lo tanto entre sus importantes 
funciones está la de realizar las investigaciones necesarias para poder investigar si se ha 
cometido o no un  delito y quien o quienes aparecieren como responsables de los mismos”  
(Vaca Andrade, 2009, págs. 491 - 492). 
De tal forma que esta etapa es tan importante porque se determina si se inicia o no un proceso 
penal. 
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1.3.4.2 Etapa de Instrucción Fiscal 
Lo determina el Art. 217 del Código de Procedimiento Penal, empieza el proceso penal y dice: 
“Cuando el fiscal cuente con la información necesaria y los fundamentos suficientes para 
deducir una imputación, enviará a la sala de sorteos la petición al juez de garantías penales, a fin  
de que señale día y hora para la audiencia de formulación de cargos, acto en que se solicitará de 
estimarse pertinente, las medidas cautelares personales y reales. 
El juez de garantías penales que conozca de caso, dentro de las veinticuatro horas subsiguientes, 
señalara día y hora para la audiencia solicitada, la que deberá realizarse dentro de cinco días a 
partir de dicho señalamiento, indicando en la notificaciones a los sujetos procesales, que de no 
concurrir a la misma, se contara con el defensor público.  
El juez de garantías penales dará inicio a la audiencia, identificándose ante los concurrentes 
como juez de garantías penales, luego concederá la palabra al fiscal, quien en su exposición, y 
luego de identificarse, deberá consignar en su pronunciamiento lo siguiente: 
1.- La descripción del hecho presumiblemente punible; 
2.- Los datos personales del investigado; y, 
3.- Los elementos y resultados de la indagación que le sirven como fundamento jurídico para 
formular la imputación. 
El fiscal solicitará al juez de garantías penales que notifique con el inicio de la instrucción a los 
sujetos procesales, y señalara además el plazo dentro del cual concluirá la etapa de la 
instrucción fiscal. La que en todo caso, no excederá de noventa días, con  excepción de lo 
dispuesto en el Art. 221 del Código de Procedimiento Penal, que hace mención que en cuanto 
aparezcan en el proceso datos que hagan presumir la autoría o participación de una persona en el 
hecho objeto de la instrucción, el fiscal formulará la imputación, en este caso la etapa de 
instrucción se mantendrá abierta por un plazo máximo de hasta treinta días adicionales, 
contados a partir de la notificación con esa resolución al nuevo procesado o al defensor público 
designado por el Juez de garantías penales, la finalidad es no dejar en la indefensión al nuevo 
procesado, de haber posteriores procesados luego de los 120 días, no puede volver a prorrogarse 
con 30 días adicionales cada vez. 
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La resolución de la instrucción fiscal, con  todos los datos consignados en la audiencia y la 
notificación respectiva, quedará registrado en el extracto de la audiencia, elaborado por el 
secretario de la judicatura y suscrito por él, bajo su responsabilidad. 
En esta audiencia el ofendido si lo considera pertinente solicitará fundamentadamente la 
conversión de la acción, y el procesado podrá solicitar la aplicación del procedimiento 
abreviado, así como cualquiera de los derechos y garantías de que se crea asistido, en la forma y 
términos previstos en la constitución y en este código. 
No impedirá la realización de la audiencia, el desconocimiento, respecto del lugar o domicilio  
en que deba notificarse a la persona o personas contra quienes se vaya a formular la imputación 
y en todo caso la audiencia se desarrollará con la intervención del defensor público, para 
garantizar el derecho a la defensa, Código de Procedimiento Penal. 
Luego de las investigaciones esto es declaraciones, evidencias de prueba, indicios suficientes en  
contra de la persona a la que se procesa, el fiscal enviará una solicitud a la sala de sorteos, para 
que se señale día y hora para que se realice la audiencia de formulación de cargos 
“Deberá ser fijada por el Juez de garantías penales que conozca del caso, dentro de las 
veinticuatro horas subsiguientes señalará día y hora para la audiencia solicitada la que 
deberá realizarse dentro de cinco días a partir de dicho señalamiento”  (Vaca Andrade, 
2009, pág. 497). 
1.3.4.3 La Etapa Intermedia 
La finalidad de esta etapa es que el juez pueda escuchar, las intervenciones del fiscal, procesado 
y acusador particular. Juzgamiento que lo debe hacer el juez en base a las evidencias que el 
fiscal con la ayuda de la Policía Judicial hubiesen obtenido en la indagación previa e instrucción 
fiscal, de la misma forma un análisis jurídico de lo que pudiere afectar al proceso, como son 
cuestiones prejudiciales, procedibilidad competencias, de procedimiento o cualquier vicio que 
afecte el proceso en caso que el juez penal continuará con el proceso penal, lo fundamental en 
esta etapa en la Audiencia Preparatoria de Juicio, que es una audiencia oral, se realizará siempre 
que concluya la instrucción, en el cual el fiscal puede acusar o abstenerse de acusar. En esta 
etapa determina el juez si la causa continua a su siguiente etapa. 
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Audiencia preparatoria de juicio. 
En esta etapa el fiscal pide al juez que convoque a la audiencia preparatoria de juicio, el fiscal se 
debe basar en los siguientes presupuestos: 
“1.- La determinación de la infracción acusada, con  todas sus circunstancias; 
2.- Los nombres y apellidos del procesado; 
3.- Los fundamentos en los que se funda la acusación al procesado. Si fueren varios los 
procesados, la fundamentación deberá referirse individualmente a cada uno de ellos, 
describiendo los actos en los que participó en el hecho; y, 
4.- La disposición legal y constitucional que sanciona el acto por el que acusa.” (Vaca 
Andrade, 2009, pág. 521) 
Con esto de dar a conocer a cada quien su participación se determina la responsabilidad tiene 
cada uno de ellos, claro está debidamente motivada por el fiscal como lo determina la ley en el 
Art. 76 No. 7 de la Constitución de la República del Ecuador. 
Por el contrario si el fiscal considera que si en un inicio había suficientes elementos  para 
imputar a una persona pero en las investigaciones o con la colaboración de la policía y también 
del acusado se determina que esos indicios se desvanecieron podrá dar a conocer su voluntad de 
abstenerse, cuando considere que no hay suficientes elementos de convicción para pasar a la 
siguiente fase. En caso de abstenerse de acusar y el delito que se investiga es un delito castigado 
con pena de reclusión mayor extraordinaria o especial, o cuando se trate de delitos contra la 
administración pública, o si hay acusación particular el juez que conoce de la causa tiene la 
obligación de elevar a consulta ante el fiscal superior, para que este ratifique o revoque la 
decisión del fiscal inferior. El fiscal superior deberá acusar en una nueva audiencia. 
El nuevo sistema procesal penal tiene los siguientes elementos: 
“a) Si el fiscal es el único que va a ejercer la acción penal, como representante de la 
sociedad que es, resulta muy atinado que sea él quien se ocupe de recibir las denuncias y 
conducir la investigación con la ayuda de la Policía Judicial. 
b) Tanto la indagación previa como la instrucción fiscal son momentos procesales en los 
que está directamente involucrado el juez penal. Corresponde al fiscal investigar 
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exhaustivamente con  la ayuda de la Policía Judicial para luego poner a consideración y 
decisión del juez penal los elementos probatorios elementos de convicción, documentos y 
más evidencia que sustenten el dictamen acusatorio. 
c) Lo dicho significa que si el fiscal acusa en su dictamen, el proceso penal continúa y se 
puede llegar al juicio; caso contrario no se puede seguir adelante. Si no hay acusación es 
porque el fiscal, que representa a la sociedad, está convencido que no hay materia punible, 
que no se ha cometido delito o que el procesado no es responsable de él, 
consecuentemente, no hay nada que  juzgar. 
d) Durante la etapa de la instrucción fiscal el juez penal no interviene activamente sino 
para autorizar la práctica de ciertas diligencias y para disponer medidas cautelares, por lo 
que asume el papel de garantizador de los derechos fundamentales de los procesados, 
vigilando la marcha de la instrucción fiscal. 
e) Salvo la fase esencialmente investigativa, que se supone es eminentemente técnica la 
audiencia preparatoria de juicio que es parte sustancial de la etapa intermedia  y la etapa 
de juicio se cumple de manera oral. 
f) Durante la etapa del juicio debe presentarse los elementos probatorios de que han hecho 
acopio el Fiscal General del Estado y la Policía Judicial a fin de que sea el Tribunal Penal 
el que Juzgue.”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 526). 
   En esta etapa se pueden subsanar o declarar las nulidades en el proceso, para evitar posteriores 
nulidades procesales, cuestiones de requisitos de procedimiento, procedibilidad.  competencias, 
cuestiones prejudiciales que puedan afectar el proceso Art. 229 inciso primero, del Código de 
Procedimiento Penal, se puede anunciar las pruebas que pueden presentar en el juicio, formular 
solicitudes, observaciones, objeciones y planteamientos que estimaren relevantes a la oferta de 
prueba. 
Esto indica que se puede anunciar la prueba en la audiencia preparatoria de un juicio. 
Se puede anunciar la prueba tres días después de ejecutoriada el auto de llamamiento a juicio. 
Art. 232 Código de Procedimiento Penal. 
Se puede pedir tres días antes de la audiencia de juzgamiento Art. 267 Código de Procedimiento 
Penal. 
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La audiencia preparatoria de juicio se realizará con la presencia o sin la presencia del procesado, 
en el caso se contará con la presencia del abogado defensor particular o defensor público, si el 
procesado hubiera dado caución se hará efectiva la caución Art. 176 Código de Procedimiento 
Penal, para el acusador particular no es obligatorio la presentación, puede presentarse 
personalmente o por medio de su abogado defensor, para quienes es obligatorio es para los 
representantes y procuradores  del sector público. 
Posterior a quince días de la petición del fiscal para la audiencia se da en los siguientes 
términos: 
Instalada la audiencia el juez indica a las partes que se pronuncien acerca de vicios de 
procedimiento, de ser prudente y fundamentados el juez los resolverá en la misma audiencia 
Luego el juez concede la palabra al fiscal quien fundamentará su dictamen, luego el acusador 
particular si los hubiere, luego interviene el procesado alegando sobre el dictamen y exclusión 
de evidencias por considerarlas que se las obtuvo ilegalmente o ilícitas, la intervención del 
procesado no excluye la intervención en asuntos judiciales de su abogado defensor. 
Luego el juez dará a conocer su resolución de una forma verbal, la cual será notificada en el 
mismo acto, el secretario guardara en forma escrita o gravada la resolución del fiscal. 
Auto de llamamiento a juicio.- 
Art. 232 del Código de Procedimiento Penal.-  
“Si el juez de garantías penales considere que de los resultados de la Instrucción Fiscal se 
desprende presunciones graves y fundamentadas sobre la existencia del delito y sobre la 
participación del procesado como autor, cómplice o encubridor, dictará auto de 
llamamiento a juicio, iniciando por pronunciarse sobre la validez del proceso. En el mismo 
auto deberá incluirse los siguientes requisitos: 
1.- La identificación del procesado; 
2.- La determinación del acto o actos punibles por los que se juzgará al procesado, así 
como la determinación del grado de participación, la especificación de las evidencias que 
sustentan la decisión y la cita de las normas legales y constitucionales aplicables; 
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3.- La aplicación de medidas cautelares no dictadas hasta el momento, o la ratificación, 
revocación, modificación o sustitución de las medidas cautelares dispuestas con 
antelación; y, 
4.- Los acuerdos probatorios que hayan convenido los sujetos procesales y aprobados por 
el juez de garantías penales. 
   Las declaraciones contenidas en el auto de llamamiento a juicio no surtirán efecto 
irrevocable en el juicio. 
En los siguientes tres días posteriores a que se encuentre ejecutoriado el auto de 
llamamiento a juicio, las partes procesales presentarán ante el juez de garantías penales la 
enunciación de la prueba con la que sustanciarán sus posiciones en el juicio. El juez de 
garantías penales remitirá esta información al Tribunal de Garantías Penales. 
   El auto de llamamiento a juicio, conjuntamente con el acta de la audiencia y los 
anticipos probatorios, serán los únicos enviados al tribunal de garantías penales y el 
expediente será devuelto al fiscal” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
El juez tiene la oportunidad de analizar las actuaciones tanto del fiscal como de la Policía, es el 
resultado de la instrucción fiscal resumida en la actuación policial y fiscal, de los que se 
desprende la existencia de un delito y la participación del procesado, como autor, cómplice o 
encubridor, es el momento que el procesado se convierte en acusado, por cuanto en esta etapa ya 
existe evidencias que el procesado es participante de un ilícito. 
El Art. 232, del Código Adjetivo Penal, determina como debe realizarse el auto de llamamiento 
a juicio con las formalidades que determina la ley. Que debe ser redactada por el juez analizada 
y motivada. 
El Art. 233 del Código de Procedimiento Penal expresa que, si el procesado estuviere prófugo, 
el juez penal después de dictar dicho auto, ordenara se suspenda la etapa del juicio hasta que sea 
detenido o se presente voluntariamente, excepto en los delitos de peculado, concusión, 
enriquecimiento ilícito, si existen varios procesados unos prófugos y otros presentes se 
suspenderá para los prófugos y se continuara con el trámite para los presentes. 
En caso de que exista caución se notificara al garante con el auto de llamamiento a juicio para 
que le presente al procesado caso de que el garante no cumpla se hará efectiva la caución, 
disponiendo la prisión preventiva luego de un segundo señalamiento. 
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 El auto de llamamiento a juicio puede ser apelado y el juez no debe admitir más incidentes, 
bajo prevenciones legales como multas determinadas en el Art. 237 del Código de 
Procedimiento Penal, así mismo deberá oficiar al Colegio de Abogados al que pertenezca el 
abogado patrocinador. 
El juez después de la fase de instrucción puede dictar el sobreseimiento produciendo la 
suspensión o terminación del proceso, por falta de elementos para continuar con el proceso, de 
acuerdo al Art. 244 del Código de Procedimiento Penal, existe el sobreseimiento provisional y 
del definitivo. 
Provisional.-  cuando el Juez considere que los elementos de la existencia de la infracción o la 
participación del procesado no son suficientes para continuar con la tramitación de la causa. 
Definitivo.- puede ser del proceso o procesado, cuando existe causas de justificación que exima 
de responsabilidad al procesado, y  no llega a constituír delito. 
Sobreseimiento provisional del proceso y definitivo del procesado.- cuando exista elementos 
suficientes que existe delito, pero no existe elementos de responsabilidad del procesado, es decir 
se ha cometido el delito pero se ha desvanecido la responsabilidad del procesado. 
Sobreseimiento por falta de acusación. Art. 244 Código de Procedimiento Penal, cuando el 
fiscal luego de las investigaciones no han encontrado méritos para la acusación, es decir al no 
encontrar méritos para acusar el Juez debe dictar auto de sobreseimiento provisional o 
definitivo. 
Calificación de la denuncia o acusación. 
En esta etapa el juez califica las actuaciones maliciosas de los denunciantes y acusadores, 
quienes con el apoyo de abogados de poca o ninguna ética con la finalidad de ganar honorarios 
promueven causas sin fundamento alguno, distorsionando los asuntos civiles a lo penal, 
lamentablemente esto procede cuando existe sobreseimiento definitivo por cuanto es el único 
medio en el que produce el efecto de poner fin al juicio. 
El sobreseimiento tiene como consecuencia que si ha existido prisión preventiva esta queda 
revocada sin perjuicio que por decisión de la Corte se vuelva hacer efectiva la prisión 
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preventiva, el plazo de duración del sobreseimiento, en el caso de sobreseimiento definitivo de 
acuerdo al Art. 246 Código de Procedimiento Penal, se da por terminado el proceso, si el 
sobreseimiento es provisional del proceso dura cinco años y de tres si el sobreseimiento es 
provisional del procesado, fecha que en todos los casos debe contarse desde la fecha que se 
dispuso el sobreseimiento, si dentro de estos plazos el fiscal determina que existe méritos para 
formular una nueva acusación debe realizarlo emitiendo un nuevo dictamen acusatorio, basado 
sobre otras diligencias a las existentes en el proceso. Art. 247 del Código de Procedimiento 
Penal. 
Si en los plazos previstos de tres y cinco años no existiere otro dictamen acusatorio el juez 
puede disponer el sobreseimiento definitivo de oficio o a petición de parte pudiendo calificar la 
denuncia o acusación de maliciosa y temeraria como determina el Art. 245 del Código de 
procedimiento penal. 
Si la denuncia o acusación fueren determinadas como tales el ofendido podrá hacer uso de ello 
para hacer valer sus derechos de acuerdo a lo que dispone el Art. 249 Código de procedimiento 
penal, también se  puede iniciar una causa por daño moral. 
1.3.4.4 Del Juicio 
En esta etapa del juicio , tiene por finalidad permitir que los sujetos procesales fiscal, acusador 
particular, y procesado con su abogado defensor, ante los jueces que integran  el Tribunal Penal, 
practiquen los trámites necesarios para determinar con las formalidades del caso la existencia de 
la infracción y la responsabilidad, para condenarlo o absolverlo en sentencia. 
Tomando en consideración que es el verdadero juzgamiento como lo establece el Art. 250 
Código de Procedimiento Penal, en esta etapa el fiscal ya ha dado a conocer en la audiencia 
preliminar todas las evidencias, con los que se determina que existe elementos de convicción y 
elementos probatorios que se debe procesar a la persona, en conclusión si no existe acusación de 
parte del fiscal no existe juicio, como lo menciona textualmente el Art. 251 Código de 
Procedimiento Penal.- “Necesidad de la acusación. La etapa del juicio se sustanciará  a base de la 
acusación fiscal. Si no hay acusación fiscal, no hay juicio” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
Para que exista acusación debe probarse conforme a derecho el cometimiento de un delito, 
valorando cuidadosamente cada una de las pruebas aportadas tanto por la fiscalía como del 
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acusado, personas que presenciaron los hechos peritos, acusador particular, policía judicial, las 
diligencias que se practican en la indagación previa e instrucción fiscal se llegan a determinar en 
esta etapa como pruebas. 
El Tribunal Penal 
Existe en esta etapa dos momentos. 
1.- En la cual el presidente del tribunal penal realiza la preparación de la audiencia de 
juzgamiento, los asuntos a la fijación de día y hora, para la realización de la audiencia, la 
integración de los jueces integrantes del tribunal  así como sus excusas o recusaciones y la lista 
de los testigos y peritos. 
El presidente da a conocer la recepción  del proceso transcurrido tres días el presidente señala 
día y hora para que se efectué la diligencia, que debe ser no más de diez días ni menos de cinco 
días siempre y cuando no exista excusas o recusaciones. 
Excusa Art. 263 Código de Procedimiento Penal “excusa. Si notificados las juezas y jueces del 
tribunal de garantías penales con  la providencia en la que se convoca a la audiencia, alguno de ellos 
tuviere una causa de excusa, la pondrá en conocimiento del presidente, dentro del segundo día, para que, 
de ser legal, se llame al que deba remplazarlo. 
Si el presidente tuviere motivo de excusa, lo hará conocer al juez segundo del tribunal de garantías 
penales, para los efectos determinados en el inciso anterior.” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
EXCUSA Y RECUSACIÓN Art. 264 Código de Procedimiento Penal.- “Causa de excusa y 
recusación. Son causa de excusa y recusación de las juezas y jueces del tribunal de 
garantías penales las determinadas en el Código de Procedimiento Civil y además las 
siguientes: 
1.- Ser cónyuge o pariente del acusador, del ofendido, del acusado o de sus defensores, o 
del fiscal, dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
2.- Haber intervenido en el proceso como juez, testigo, perito, interprete, defensor, 
acusador o secretario; y, 
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3.- Estar ligado a las partes, al ofendido o a sus defensores por interese económicos o de 
cualquier índole. 
Las juezas y jueces del tribunal de garantías penales presentarán sus excusas con 
juramento. 
Art. 265 RECUSACIÓN.- “La parte que pretenda tener motivo de recusación contra las 
juezas y jueces del tribunal de garantías penales podrá proponerlo dentro de tres días 
contado desde la fecha de notificación de señalamiento para la audiencia. Propuesta la 
recusación, el presidente ordenará citar al juez a quien se recusa y, concederá tres días 
para la prueba, concluida la cual dictará sentencia dentro de cuatro días , la misma que no 
será susceptible de recurso alguno. 
La recusación al presiente deberá presentarse ante la jueza o juez segundo del tribunal de 
garantías penales, quien procederá conforme lo dispuesto en el inciso anterior.”  
“Art. 266 JUEZ SUPLENTE.- Si por cualquier causa faltare algún juez para integrar del 
tribunal de garantías penales, el presidente o quien haga sus veces, convocará al 
respectivo juez suplente que previa y legalmente se haya posesionado de sus cargo, a 
efecto de que integre el tribunal de garantías penales hasta la conclusión del juicio.”  
(Código de Procedimiento Penal, 2012) 
Sin existiera alguna de estas circunstancias integrara el tribunal penal el juez suplente como lo 
determina el Art. 266 Código de Procedimiento Penal. 
Lista de testigos y petición de pruebas.- 
Hasta tres días antes que se reúna el tribunal penal las partes pueden solicitar las actuaciones de 
pruebas en la cual podrá constar los testigos que deben declarar en la audiencia, señalando las 
generales de ley, nombres, apellidos, profesión y residencia de ellos, siempre que no hubiesen 
sido anunciadas y discutidas en la audiencia preparatoria de juicio, tomando en consideración 
que se puede solicitar el anuncio de prueba en la etapa intermedia en la audiencia preparatoria 
de juicio. 
Los testigos deben comparecer el día y hora fijado por el presidente del tribunal penal, 
previniéndoles que en caso de no comparecer se los hará comparecer mediante la fuerza pública, 
como lo determina el Art. 129 Código de Procedimiento Penal, debiéndose aclarar que si  los 
testigos o peritos o interpretes no comparecieren el día y hora señalados el presidente puede 
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ordenar la detención de los que no hubieren concurrido hasta que se celebre la nueva audiencia 
del tribunal, lo cual sería una detención de algunos días, la detención podría evitarse con una 
justificación válida o rindiendo caución, que garantice la comparecencia a la nueva audiencia. 
Es obligación del secretario notificar a los testigos, comprobar la firma de los notificados y 
sentar razón, en caso que el notificado se niegue a firmar se hará un acta dando a conocer este 
particular, en caso de omisión el secretario del tribunal penal responderá penalmente. 
En caso que el testigo sea residente en otro lugar se lo podrá realizar la declaración ante el juez 
del lugar de residencia enviándoles suficiente despacho para enterarse los testigos de lo que se 
trata, el juez comisionado realizara la diligencia e enviará al tribunal el testimonio. 
Existen testimonios urgentes cuando el testigo está enfermo o se va ausentar del País en cuyo 
caso se receptarán los testimonios por un juez o por el presidente del tribunal penal, y en caso 
que se considere que ese testigo es fundamental puede el Presidente mediante la fuerza impedir 
que se ausente del país. 
Al presidente le corresponde mantener el orden esto es el decoro, el orden, compostura, que no 
exista intimidaciones, hacer silencio, no llevar armas y todo acto que vaya a distraer la 
audiencia en la cual puede  ordenar incluso el arresto de hasta veinticuatro horas. 
No es admisible la filmación del juicio de parte de periodistas o medios de comunicación, 
principalmente para proteger al  acusado por cuanto debe prevalecer el principio de inocencia 
hasta que se demuestre lo contrario. 
Los deberes de los asistentes es mantener la compostura, el respeto adecuado, no aplaudir ni 
realizar distracciones algazaras, prohibido llevar armas.  
2.- De la sustanciación ante el tribunal de garantías penales  es el juicio propiamente dicho, en la 
cual debe existir una sentencia sea condenatoria o absolutoria, es el desarrollo del juicio, es lo 
más importante del proceso, determinar la inocencia o culpabilidad de una persona mediante la 
sentencia luego de evaluar las pruebas. 
La audiencia será fallida cuando no concurran el ofendido, testigos, peritos, intérpretes que pese 
haber sido notificados no comparecen y que el tribunal considere que es importante la presencia 
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de ellos, también puede ser que no se haya conformado el tribunal para lo cual se impondrá una 
multa de hasta cuatro salarios y se fijará la nueva audiencia dentro de los cinco días posteriores. 
Los testigos deben ser incomunicados quienes deben estar alejados donde se desarrolle la 
audiencia evitando en lo posible que hablen entre ellos para que no puedan intercambiar 
criterios. 
Una vez verificada la presencia de los sujetos procesales y advertidos al acusado que esté atento 
para que determine de lo que trata 
En primer lugar expondrá el fiscal, el acusador particular si lo hubiere y la defensa del 
procesado, se ordena la prueba en primer lugar la prueba de la acusación y luego de la defensa, 
interrogatorio de los sujetos procesales, testigos peritos, documentos que deben ser 
incorporados. 
Testimonio del ofendido, puede interrogar el presidente para tener una idea clara de alguna 
inquietud y finalmente los alegatos. 
SENTENCIA 
Una vez concluido el proceso se dicta la sentencia las condiciones y requisitos para la sentencia 
lo especifica el Código de Procedimiento Penal en los Art. 304-A, y dice:  
“La sentencia debe ser motivada y concluirá declarando la culpabilidad o confirmando la 
inocencia del procesado; en el primer caso, cuando el tribunal de garantías penales tenga 
la certeza de que está comprobada la existencia del delito y que el procesado es 
responsable del mismo; y en el segundo caso, si no se hubiere comprobado la existencia 
del delito o la responsabilidad del procesado, o cuando existiera duda sobre tales hechos” 
(Código de Procedimiento Penal, 2012) 
Al referirse a la motivación debe ser debidamente fundamentada donde se encarrile tanto los 
fundamentos de hecho como los de derecho, debe existir una coordinación incluso con las 
circunstancias del hecho, obviamente es la finalización del proceso y debe determinarse la 
culpabilidad o confirmarse la inocencia este último por cuanto tiene que ver con el principio de 
que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario, la culpabilidad es cuando el 
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tribunal de garantías penales tenga la certeza de que existe un delito y que el procesado es el 
autor o cómplice del mismo, y en el caso de confirmar su inocencia cuando no se hubiere 
comprobado la existencia del delito o cuando el procesado no es responsable del ilícito, incluso 
si existe duda razonable va en beneficio del procesado. 
Art. 305 del Código de Procedimiento Penal.- “Términado el debate, el presidente ordenará a los 
sujetos procesales que se retiren. A continuación, el tribunal procederá a deliberar con vista de los 
medios de prueba practicados durante la audiencia del juicio. 
Mientras dure la deliberación no se permitirá la entrada de ninguna persona y el presidente dictará 
las medidas necesarias para el cumplimiento de esta disposición. 
El tribunal deliberará de modo continuo y permanente hasta que llegue a una decisión y no podrá 
suspender la deliberación. 
Una vez que el tribunal tenga una decisión, el presidente dispondrá la reinstalación de la audiencia y 
dará a conocer oralmente a los sujetos procesales su decisión de declarar la culpabilidad o confirmar 
su inocencia. 
La deliberación se lo hará de forma privada y sin interrupción en la cual los jueces analizaran las 
pruebas y luego de llegar a una decisión darán a conocer oralmente, para posteriormente remitir con 
la fundamentación y motivación correspondiente a la sentencia que debe cumplir con las 
formalidades legales. 
Los votos para las sentencias se necesitan de dos al menos, los requisitos para la sentencia están 
determinados en el Art. 309 del Código de Procedimiento Penal que dice:  
“La sentencia reducida a escrito deberá contener: 
1.- La mención del tribunal, el lugar y la fecha en que se dicta; el nombre y apellido del 
acusado y los demás datos que sirven para su identificarlo; 
2.- La enunciación de las pruebas practicadas y la relación precisa y circunstanciada del 
hecho punible y de los actos del acusado que el tribunal estime probados. 
3.- La decisión de “Las juezas o jueces”, con la exposición concisa de sus fundamentos de 
hecho y de derecho; 
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4.- La parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas; 
5.- “La condena a pagar los daños y perjuicio ocasionados por la infracción en la 
determinación del monto económico a ser pagado por el sentenciado al ofendido haya o no 
presentado acusación particular; 
6.- La existencia o no de una indebida actuación por parte del fiscal o defensor. En tal caso 
se notificará con la sentencia al Consejo de la Judicatura para el trámite correspondiente; y, 
7.- La firma de los jueces.” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
Cuando existe absolución de parte de los juzgadores no admite condición alguna y 
debe dejarse sin efecto todas las medidas cautelares, cuando por el contrario existe 
condena se debe estar a lo que determina el Art. 312 del Código de Procedimiento 
Penal el cual señala: 
“La sentencia que declare la culpabilidad deberá mencionar como se ha comprobado 
conforme a derecho la existencia del delito y la responsabilidad del acusado; determinará 
con precisión el delito por el cual se condena y la pena que se impone, También debe 
determinar, cuando corresponda, la suspensión condicional de la pena y deberá fijar el 
plazo dentro del cual se ha de pagar la multa. 
Se debe decidir sobre las costas, la entrega de objetos incautados, el decomiso y la 
destrucción de objetos, según lo previsto en la ley.”  (Código de Procedimiento Penal, 
2012) 
1.3.4.5 Etapa de Impugnación 
La impugnación es el derecho de las partes que se sienten afectadas recurrir a esta etapa para 
que el superior enmiende errores, evitar la vigencia de la sentencia siempre y cuando sea 
propuesta en debida y legal forma. 
“La impugnación a las decisiones judiciales está  basada en los principios de legalidad, 
contradicción y defensa, como enseña la doctrina para permitir que el superior del juez 
que profirió una sentencia corrija los errores de juicio o de procedimiento que en ella se 
hubiere cometido. La mención legal y exigencia  de que la impugnación solo procede en los 
casos y formas expresamente contempladas en la ley procesal penal tiene que ver con la 
estricta legalidad de los recursos”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 592). 
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El trámite está contemplado en lo que determina el  Art. 325 Código de Procedimiento Penal y 
Art. 328 del mismo cuerpo legal. 
“Art. 325.- Interposición.- Para ser admisibles, los recursos deben ser interpuestos dentro 
del plazo y según la forma que determina la ley.  
Al concederse un recurso se emplazará a las partes para que concurran ante el Superior 
para hacer valer sus derechos. 
Art. (…) Trámites de los recursos. La sustanciación de los recursos previstos en este 
código se desarrollarán mediante audiencia pública, oral y contradictoria, que se iniciará 
concediéndole la palabra, en primer lugar al recurrente para que se pronuncie sobre los 
fundamentos y motivos de la impugnación, y a continuación se escuchará a las otras 
partes, para que igualmente se pronuncien sobre lo expuesto y alegado por el recurrente. 
Al finalizar el debate la sala deliberará y emitirá la resolución que corresponda.  
La comunicación oral de la resolución bastara como notificación a los sujetos procesales.  
Luego de haber emitido su decisión, en la forma prevista en el inciso precedente, y en el 
plazo máximo de tres días, la sala elaborara la resolución  debidamente fundamentada. De 
la audiencia se elaborara un acta que contendrá un extracto de la misma y será suscrita 
por el secretario bajo su responsabilidad” 
“Art. 328.- Limitación.- Al resolverse cualquier recurso, no se podrá empeorar la situación 
jurídica del recurrente. 
Art. (…) Los recursos deberán resolverse en la misma audiencia en que se fundamentan” 
(Código de Procedimiento Penal, 2012) 
El presente artículo tiene que ver con la Institución Induvio pro reo, ya que vela por mejorar la 
situación jurídica del encausado y en ningún caso emporar. 
Recurso de nulidad.- está determinado en el Art. 330 del Código adjetivo penal. 
Y se puede sintetizar en los siguientes pasos: 
“1.- Cuando el juez de garantías penales o el tribunal de garantías penales hubiere 
actuado sin competencia; 
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2.- Cuando la sentencia no reúna los requisitos exigidos en el artículo 309 del Código de 
Procedimiento Penal; 
3.- Cuando en la sustanciación del proceso se hubiere violado el trámite previsto en la ley, 
siempre que tal violación hubiere influido en la decisión de la causa”  (Vaca Andrade, 
2009, pág. 59). 
La nulidad lo declara la Corte respectiva de oficio o a petición de parte, siempre y cuando la 
causa de nulidad hubiera influido en la decisión. 
La interposición del recurso es de tres días posteriores a la notificación de la sentencia. 
Se puede interponer el recurso de nulidad y de apelación en este evento la Corte debe 
pronunciarse primero sobre el recurso de nulidad para luego  analizar el recurso de apelación. 
Tramite.- La Corte Provincial convocará a los sujetos procesales a una audiencia oral y 
contradictoria, interviniendo en primer lugar el recurrente y luego la contraparte, pudiendo 
replicar, los jueces podrán preguntar con fines explicativos a los sujetos procesales. 
En lo que respecta a la interposición de recurso por parte del fiscal, la Corte Provincial en la 
audiencia para resolver escuchara al fiscal superior con la finalidad de que pueda insistir o 
desistir del mismo. 
Recurso de apelación.- 
Se puede apelar mediante el recurso de apelación las siguientes providencias: 
“1.- de los autos de nulidad, de prescripción de la acción, de llamamiento a juicio, de sobreseimiento y 
de inhibición por causa de incompetencia. 
2.- De las sentencias dictadas en procesos simplificados, proceso abreviado y las que declare la 
culpabilidad o confirmen la inocencia del acusado. 
3.- Del auto que concede o niega la prisión preventiva.”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 59). 
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Este recurso procede ante la Corte Nacional de Justicia cuando las sentencias hubieren violado 
la ley: 
“ya por contravenir expresamente a su texto; 
Ya por indebida aplicación; 
Ya, en fin, por haberla interpretado erróneamente. 
No serán admisibles los pedidos tendientes a valorar nuevamente la prueba.”  (Vaca 
Andrade, 2009, pág. 612). 
El recurso de casación.-  solo tiene lugar por violación a la ley en la sentencia, sin  que haya 
revisión al proceso. 
Este recurso se interpondrá dentro del término de cinco días contados a partir de la notificación 
de la sentencia. 
Recurso de revisión.- Este recurso puede interponerse en cualquier tiempo, aún después de la 
sentencia condenatoria en los siguientes casos: 
“1) Si se comprueba la existencia de la persona que se creía muerta; 
2) Si existen, simultáneamente, dos sentencias condenatorias sobre un mismo delito contra 
diversas personas, sentencias que, por ser contradictorias revelen que una de ellas está 
errada; 
3) Si la sentencia se ha dictado en virtud de documentos o testigos falsos o de informes 
periciales maliciosos o errados; 
4) Cuando se demuestre que el sentenciado no es responsable del delito por el que se le 
condenó; 
5) Cuando se haya promulgado una ley posterior más benigna; y, 
6) Cuando no se hubiere comprobado conforme a derecho, la existencia del delito a que se 
refiere la sentencia.”  (Vaca Andrade, 2009, pág. 631). 
Art. 360 Código de procedimiento penal. 
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Acción extraordinaria de protección.- 
 “La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencia o autos definitivos en 
los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la constitución, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se haya agotado 
los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
interposición de estos recurso no fuere atribuible a la negligencia de las persona titular del 









2 ANÁLISIS DOCTRINARIO DEL DELITO DE LESIONES 
2.1 DELITO 
Definición clásica.-  
“ a) Delito es una acción u omisión humana, típica, antijurídica y culpable, sancionada 
con una pena, o sea es un hecho ilícito cometido por la infracción de la ley penal. 
b) Es una acción u omisión humana, porque el elemento material básico del delito es una 
conducta del ser humano. 
c) Es acción típica porque ésta conducta debe estar descrita expresamente  por la ley 
penal. 
d) Es acción antijurídica, porque la conducta debe estar contraria al derecho. 
e) Es culpable, porque esta acción le puede ser imputada o reprochada a una persona, ya 
sea a título de dolo en los casos más graves, o de culpa en los casos menos graves. 
f) Con una sanción penal, ósea que la norma violada contempla siempre una pena.”  
(García Falconí, 2011). 
“Este es un acto típico, antijurídico y culpable. Si se dan estos presupuestos, el acto será 
punible, aunque la punibilidad no se deba considerar un elemento del delito sino una 
consecuencia. Este concepto permitirá desarrollar y analizar con absoluta precisión todos 
los aspectos y problemas que deben ser estudiados dentro de una teoría del delito: 
a) El delito es acto, ya que el primer elemento, el sustento material del delito es la 
conducta humana; los tres elementos restantes son calificados de esta conducta, son 
adjetivos que matizan el sustantivo del concepto; 
b) Es acto típico, porque esa conducta deberá estar previa y expresamente descrita por la 
ley penal; 
c) Es un acto antijurídico, porque esa conducta es contraria al derecho, lesiona un bien 
jurídico penalmente protegido; 
d) Y es acto culpable, porque, desde el punto de vista subjetivo, ese acto le puede ser 
imputado y reprochado a su autor. 
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Si estos factores confluyen, habrá un delito y, como consecuencia de ello, el acto será 
punible 
2.1.1 EL ACTO 
Concepto.- El primer elemento del delito es el acto. Con esto se quiere establecer que el 
acto es el elemento de hecho, inicial y básico del delito. Para que haya delito entonces, lo 
primero será determinar la corporeidad material y tangible de ese ente jurídico, para que 
luego se verifique su adecuación a la descripción hecha por la ley (tipicidad) y se realicen 
los juicios de valor, objetivo (antijuricidad), y subjetivo (culpabilidad), que constituyen los 
otros elementos del delito. Por esa razón este primer elemento es un sustantivo, acto, al 
cual se agrega los otros tres, como adjetivos que o califican: acto típico, antijurídico y 
culpable.”  (Albán Gómez, 2011, pág. 139). 
Pero acto en materia penal, tiene un sentido que debe ser precisado. Acto es la conducta humana 
guiado por la voluntad. Hace falta, pues, un contenido básico de voluntad, entendido 
simplemente como el dominio que el ser humano ejerce sobre su actividad. 
2.1.2 TIPICIDAD  
“Las leyes penales, a través de hipótesis abstractas, prevé las características de una 
conducta humana debe reunir para que sea considerada como delito. Así pues, el acto 
concreto, ejecutado por el sujeto activo, debe acomodarse plenamente a esa descripción 
hipotética. La tipicidad es el segundo elemento esencial del delito, es precisamente la 
identificación plena de la conducta humana con la hipótesis prevista y descrita en la ley. 
Es ese caso estaremos frente a un acto típico.”  (Albán Gómez, 2011, pág. 155). 
2.1.2.1 Funciones de la tipicidad 
“Sirve para la aplicación del principio de legalidad (no hay delito sin ley previa) y por lo 
tanto para afirmar la garantía jurídico- política que este principio encierra es decir que 
todo ciudadano sepa que es lo que puede y lo que no puede hacer.”  (Albán Gómez, 2011, 
pág. 155). 
Es necesario que la conducta típica debe ser clara y concreta cumpliendo con todos los 
requisitos que determina un ilícito sin dar lugar a vacíos el legislador debe preocuparse de hacer 
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una descripción cabal, con los elementos normativos y descriptivos, para evitar interpretaciones 
extensivas, por cuanto la tipicidad es fundamental para determinar la infracción ya que sin ella 
no puede iniciar un proceso. 
“La tipicidad desempeña un  papel importante  delimita el acto y se relaciona 
estrechamente con la antijuricidad. Tipicidad y antijuricidad no son por supuesto 
caracteres idénticos pero la tipicidad es un indicio de la antijuricidad. No siempre el acto 
típico será antijurídico; en ciertos casos no lo será pues la tipicidad no tiene una 
significación valorativa, sino que es puramente descriptiva y objetiva pero si encierra una 
presunción de antijuricidad, aunque desde luego esta puede ser desvirtuada. La 
culpabilidad está vinculada con la tipicidad, al tipificarse una conducta debe hacerse una 
referencia expresa  o, al menos implícita a la forma dolosa o culposa en que debe 
realizarse para ser punible.”  (Albán Gómez, 2011, pág. 156). 
2.1.2.2 Elementos que integran la tipicidad 
Es necesario que la tipicidad este delimitado todas las características que debe existir en un 
delito para lo cual se requiere que exista una serie de elementos y requisitos entre ellos: 
“a.- EL NÚCLEO.- Es el elemento central de la tipicidad, el que determina y delimita el 
acto (acción u omisión) ejecutado por la persona. Al ver pues, una conducta suele fijarse 
en la ley el núcleo mediante un  verbo en infinitivo: matar (homicidio), herir (lesiones), 
sustraer (hurto y robo), falsificar (falsedades), abusar (peculado), distraer o disipar (abuso 
de confianza). 
En otras ocasiones el legislador describe el núcleo de una conducta con un sustantivo: 
cópula (estupro), acceso carnal (violación), acto de naturaleza sexual (abuso sexual); o 
con una frase; faltar a la verdad (perjurio), introducirse en el domicilio (allanamiento), 
etc.    
Por ser precisamente el elemento central de la conducta en la mayor parte de los casos en 
el núcleo aparece el indicio de antijuricidad. 
b) Referencias del sujeto activo.- Puede ser cualquier persona, sin  ninguna calidad ni 
exigencia especial. En otras sin embargo, se exige del sujeto activo ciertas cualidades o 
condiciones, sin las cuales el delito no existe 
El ser funcionario o empleado público (peculado, cohecho, concusión); 
El ser juez (prevaricato) 
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El ser ecuatoriano (traición) 
El tener con el sujeto pasivo una relación de parentesco o matrimonio (parricidio) 
El estar casado (bigamia). 
c) Referencias del sujeto pasivo. 
   En la mayoría de los delitos el sujeto pasivo puede ser cualquier persona; pero en ciertos 
tipos legales, para que haya tipicidad es necesaria que este reúna determinadas 
condiciones. Por Ejemplo. 
Presidente de la Republica (desacato) 
Niño recién nacido (infanticidio por causa de honor) 
Menor de catorce años (violación calificada) 
d) Referencias al objeto material.- 
En ciertos delitos hace falta que el delito recaiga en determinados objetos materiales, que 
la ley expresamente exige: 
Cosa mueble ajena (hurto robo) 
Ganado (abigeato) 
Bien inmueble (usurpación) 
Moneda, billetes, sellos, documentos públicos y privados (falsedades) 
Sustancias estupefacientes y sicotrópicas (tráfico de drogas) 
Dineros públicos o privados que estén en poder del sujeto activo en virtud o razón de su 
cargo (peculado) 
e) Referencias a los medios.- 
   Es un elemento  muy importante en algunos delitos, a tal punto que en ocasiones es el 
que muestra más claramente el indicio de antijuricidad: 
Violencia o amenaza sobre las personas o fuerza en las cosas (robo) 
Violencia, amenaza o intimidación (violación) 
Seducción o engaño (estupro) 
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Engaño (estafa) 
Amenaza de imputaciones contra el honor (chantaje) 
f) Referencias al tiempo al lugar u ocasión.- 
   En ciertos delitos es necesario que se cumplan estas referencias especiales también que 
haya tipicidad: 
Tiempo de guerra (traición) 
Domicilio de un habitante (allanamiento) 
Lugar despoblado y solitario (abandono de niños) 
Al declarar, informar o confesar (falso testimonio y perjurio) 
g) Elementos normativos.- 
   En algunos casos, también se incluyen en las descripciones típicas ciertos elementos que 
la doctrina califica como normativos. Pues se refieren a disposiciones, limitaciones o 
presupuestos de carácter jurídico que deben cumplirse para que haya tipicidad, pero 
también a normas morales y culturales que son tomadas en cuenta dentro de la tipicidad: 
Ilegal y arbitrariamente (detención ilegal) 
   Fuera de los casos previstos y sin las formalidades prescritas por la ley (allanamiento) 
Sin título legítimo (usurpación de funciones) 
h) Elementos subjetivos.- 
   En algunos casos la ley no se limita a señalar el núcleo y las demás referencias ya 
indicadas, que tiene un carácter objetivo, sino que también incluyen en la descripción 
elementos de carácter subjetivo, que se refiere a estados de ánimo del sujeto activo, a sus 
propósitos y motivaciones . Son sin duda de difícil prueba, pero si la ley incluye tales 
elementos, estos como todos los demás se tornan indispensables para que haya tipicidad.  
Por ejemplo. 
a sabiendas (parricidio, perjurio) 
para ocultar su deshonra (infanticidio) 
animo de apropiarse (hurto, robo) 
fines deshonesto (rapto) 
por interés personal, afecto o desafecto (prevaricato) 
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para desacreditar, deshonrar o menospreciar a otra persona (injurias) 
incitación al odio o al desprecio (delito de odio) 
   Habría que agregar, que para algunos autores es indispensable que al describir la 
conducta se señale el dolo o la culpa con que debe realizarse para ser delito, que estos 
elementos subjetivos permiten establecer” (Albán Gómez, 2011, págs. 157 - 160). 
i) Condiciones o requisitos objetivos.- 
   Son los que están fuera del alcance y voluntad del sujeto y estos pueden ser legales, 
administrativos, actos de terceros entre otros. 
- “La auditoría de la Contraloría para establecer el enriquecimiento injustificado 
(enriquecimiento ilícito) 
- La sentencia de  nulidad de matrimonio (rapto) 
- La calificación de una acusación como maliciosa (injuria calumniosa); 
- La calificación de la quiebra (quiebra dolosa o fraudulenta) 
- El suicidio tentado o consumado (auxilio al suicidio)”  (Albán Gómez, 2011, págs. 160 - 
161). 
2.1.3 LA ANTIJURICIDAD 
 Concepto.- “Una conducta o acto antijurídico será, exactamente, una conducta o acto contrario al 
orden jurídico… Así, pues lo antijurídico-penal se dará en todos aquellos casos en que la conducta 
humana vulnere un derecho reconocido por parte del Estado y al cual se ha dado protección penal. En 
definitiva cuando se lesiona un bien jurídico. “ (Albán Gómez, 2011, pág. 165). 
Existen causas de justificación y esto es la legítima defensa en la cual se requiere que existan 
tres elementos que son: 
a) Agresión actual e ilegítima. 
b) Necesidad racional del medio empleado en la defensa. 
c) Falta de provocación suficiente por parte de quien repele la agresión. 
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Se puede extender la legítima defensa a terceros cuando no ha procedido provocación de parte 
de quien defiende, también se presume que existe legítima defensa. 
1.- defendiéndose contra autores de robo o saqueo. 
2.- atacando a un incendiario o al autor de robo o hurto en un incendio. 
3.- Rechazando en la noche el escalamiento o fractura que se haga en una casa o departamento 
habitado o sus dependencias. 
Tampoco hay infracción cuando se mata o hiere a una persona en el momento de ser víctima de 
abuso sexual o violación. 
Estado de necesidad.- “También esta es una causa de justificación tratada por la doctrina 
y establecida en las legislaciones desde épocas muy antiguas; pero, a diferencia de la 
legitimas defensa, no siempre ha habido un pleno acuerdo sobre su verdadera naturaleza.  
Concepto.- Partamos de un concepto preliminar del estado de necesidad: situación de 
peligro para un bien jurídico que solo puede salvarse mediante la lesión de otro bien 
jurídico”  (Albán Gómez, 2011, pág. 179). 
“Se ha encontrado el fundamento de tal criterio precisamente en la colisión de bienes 
jurídicos, uno de mayor valor frente a otro, lo cual conduce a legitimar la salvaguarda del 
bien de mayor significación sacrificando el de menor valor”  (Albán Gómez, 2011, pág. 
180). 
2.1.4 LA CULPABILIDAD 
“Una vez que se ha comprobado que un acto es típico y antijurídico, el último elemento 
necesario para determinar la existencia de un delito es la culpabilidad. La responsabilidad 
penal del que actuó en forma típica y antijurídica dependerá que también haya actuado 
culpablemente. De esta manera se incorporará al análisis un elemento subjetivo que 
consiste, en definitiva, en el análisis que según el Art. 32 de  nuestro código, se centra en la 
conciencia y voluntad que dirige el acto del sujeto activo.”  (Albán Gómez, 2011, pág. 
191). 
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2.2 LAS LESIONES 
Según la Organización Mundial de la Salud, una lesión es, una alteración del equilibrio 
bio-psico-social. Desde el punto de vista médico legal, diversos autores hayan propuesto el 
término a todo daño, detrimento o alteración en la salud o cualquier otro daño corporal 
que deje huella material en el cuerpo humano, que sea producida por una causa externa, 
siendo que una lesión es un daño infringido en el cuerpo, que condiciona una alteración 
que afecta la anatomía, la fisiología o la psiquis de la persona.”  (Enciclopedia 
Criminología, Sicología Forense y el cuerpo de la víctima, 2010) 
 En el ámbito penal bien podría definirse la lesión como: un daño detrimento o alteración 
corporal que deja huella material en el cuerpo y que es producida por una causa externa. Es 
importante hacer hincapié en el hecho de que deja huella por cuanto según estas evidencias el 
perito médico legal puede determinar los días de incapacidad para el trabajo, factor importante 
para iniciar un proceso, sea como contravención o delito. 
2.2.1 CLASIFICACIÓN DEL DELITO DE LESIONES 
En la legislación Penal se puede determinar que el tipo de lesiones se clasifican por el tiempo de 
incapacidad que el sujeto pasivo tiene para trabajar, circunstancia esta que lo reseña un 
profesional específicamente el perito médico, es así que podemos determinar tres:  
Lesiones leves.- Consiste en un daño causado al sujeto pasivo, siempre y cuando la incapacidad 
para el trabajo no exceda de un mes determinado por el perito médico, también se considera 
importante este concepto:  
“Comete el delito de lesión leve el que causa a otro un daño, sea este producido en el 
cuerpo o en la salud que no está calificado de otra manera por la ley. Es un  daño en el 
cuerpo la alteración, por leve que sea, de la contextura física de la persona de manera que 
afecte su conformación corporal, la alteración corporal puede presentarse bajo la forma 
de contusión, excoriación, herida, mutilación, puede ser un daño externo o interno”  
(Núñez, 2000, págs. 53 - 54). 
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Lesiones graves.- Son los golpes o heridas causadas al sujeto pasivo, que  sobrepasan los treinta 
días de incapacidad para el trabajo y no superan los noventa días, para Ricardo Núñez la lesión 
grave es:  
“la lesión se agrava si se produce un debilitamiento permanente de la salud, de un sentido, 
de un órgano, de un miembro o de una dificultad permanente de la palabra o si pone en 
peligro la vida del ofendido, lo inutiliza para el trabajo por más de un mes o le causa una 
deformación permanente del rostro”  (Núñez, 2000, pág. 55). 
Es decir que el debilitamiento permanente de la salud, de un sentido, de un órgano o de la 
palabra, o deformado permanentemente el rostro, como por ejemplo cuando de un golpe se le 
rompe el tabique. 
Lesiones gravísimas.- Como  se había analizado el grado de gravedad se mide por los días de 
incapacidad para el trabajo, que consiste en un detrimento de orden físico o sicológico y al 
considerarlo gravísimo el daño tiene que ser acentuado, por cuanto trae como consecuencias en 
muchos de los casos irreversible, o debilitamiento para el trabajo de por vida del sujeto pasivo. 
Ricardo Núñez manifiesta:  
La lesión gravísima es la que produce una enfermedad mental o corporal, cierta o 
probablemente incurable, la inutilidad permanente para el trabajo, la pérdida de un 
sentido, de un órgano, de un miembro, del uso de un órgano o miembro, pérdida de la 
palabra o de la capacidad de engendrar o concebir. Las características de estas lesiones 
implican pérdidas funcionales de carácter definitivo”  (Núñez, 2000, pág. 5). 
Esto nos da a entender que el daño debe ser permanente o pérdida de un sentido un órgano, 
dando como consecuencia un daño mental o corporal irreversible, esto significa que inclusive 
con el auxilio de la ciencia médica el individuo queda con efectos negativos de sus funciones. 
El Dr. Jorge Zavala Baquerizo, manifiesta acerca de la incapacidad permanente:  
“La ley exige que exista una incapacidad “permanente” y que esa incapacidad permanente 
imposibilite al agraviado a ejecutar su trabajo habitual. La permanencia significa la 
irreversibilidad para que el ofendido pueda volver a ejecutar su trabajo habitual. Y desde 
el punto de vista es necesario tomar en consideración que no exige en este punto de vista la 
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incapacidad permanente para toda clase de actividades laborales, sino solo para el trabajo 
que, como oficio, profesión o arte, hasta el momento de la lesión había ejercido el 
lesionado”  (Zavala, 2005, pág. 217) 
La legislación lo toma como base la incapacidad para el trabajo por el daño que se le 
causa al sujeto pasivo y de su familia, es así que Eugenio Cuello Calón exterioriza la 
inutilidad para el trabajo habitual se refiere al trabajo profesional del ofendido; no está 
comprendida la lesión que causa a un  pintor la pérdida de un pie, pero sí la que causa la 
pérdida del funcionamiento de los dedos de la mano derecha. Mas es condición precisa que 
el trabajo habitual al que el inutilizado se dedique sea lícito. En la expresión trabajo 
habitual se comprende todo género de trabajo, el material como el intelectual. La 
inutilidad debe ser permanente y absoluta, debe ser causa completa la imposibilidad de 
dedicarse a las ocupaciones habituales, si solo las dificulta o es causa de molestia, no es 
aplicable este precepto”  (Cuello, 2010, pág. 503). 
La enfermedad puede determinarse como incurables, cuando no son solucionados por la ciencia 
médica y no se puede remediar el mal. 
Jorge Zavala Baquerizo determina: “La enfermedad es incurable cuando no existe la 
posibilidad de recuperación, esto es, cuando un daño ocasionado es irreversible. Es la 
pérdida definitiva de la salud de la víctima. Es una afección irreversible, es decir que quien 
la padece no podrá volver a gozar de su salud, ni física, ni síquica. Existen enfermedades 
que se diagnostican como incurables sin ninguna duda, pero existen otras que tienen un 
muy alto grado de incurabilidad, por lo que se les diagnostica como probablemente 
incurables”  (Zavala, 2005, págs. 229 - 230). 
“En cuanto a la afección de un órgano o miembro, la ley establece que puede tratarse de 
una “pérdida” del órgano o miembro, o del uso de alguno de ellos. Ello significa que no 
necesariamente debe tratarse de una pérdida automática (amputación) sino que puede ser 
de carácter funcional (por ejemplo parálisis). Por otra parte, equivale a pérdida la 
permanencia de una función totalmente inapropiada o rudimentaria (por ejemplo 
distinguir la luz pero no las formas, arrastrar la pierna sin poder elevarla para dar el 
paso, etc.”  (Donna, 2011, pág. 117). 
Acotejando la clasificación estudiados anteriormente con lo que menciona nuestra legislación se 
debe entender que las lesiones leves están inmersas los Art. 463 y 464, materia de nuestro 
estudio, las lesiones graves se determinarían específicamente en el Art. 465, que se refiere a 
golpes o heridas que produzcan incapacidad de 30 a 90 días y finalmente las gravísimas 
determinadas por los golpes o heridas que produzcan incapacidad superior a 90 días o 
permanente en actividad usual, y también los que se refieren a golpes y heridas que produzcan 
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incapacidad permanente, mutilaciones graves  o de órgano principal, que están contempladas en 
los Arts. 466, 467 y 469, del Código Penal vigente. 
2.2.2 NÚCLEO DEL TIPO LESIÓN 
“Es evidente que aquí para que existía el tipo lesión, como bien jurídico no el atentado 
contra la vida del sujeto pasivo, sino su integridad personal, como bien lo desarrolla con 
claridad Francisco Pérez Borja, relacionado con el verbo rector que es lesionar, que 
significa dañar, limitar , damnificar en este caso la integridad que debe precisar  
conceptualmente en su alcance, como el estado de bienestar de la persona humana en su 
aspecto físico y emocional, con capacidad para mantener su propio equilibrio vital y poder 
interrelacionarse armónicamente en su rol social como otros miembros de la comunidad 
humana. Es importante señalar que el bien jurídico integridad personal ha sido definido 
por la Organización Mundial de la Salud precisamente, el ambiente armónico del bienestar 
personal y social al que cada ser humano tiene derecho.”  (Donoso Castellón, 2007, págs. 
73 - 74). 
Elemento objetivo.- 
“El daño tiene que ser medido o graduado tomando en consideración varios índices de 
valoración previstos en la ley y estos son: La integridad personal como tal, independencia 
de la persona que sufre la lesión, como por ejemplo perder un ojo o una mano es siempre 
igual en cualquier ser humano; en segundo lugar hay que considerar ese daño en función 
del tiempo que impide el movimiento y actividad del sujeto pasivo de la infracción, en 
referencia a cuánto tiempo la persona no puede desenvolverse en sus actividades, o la 
pérdida de un órgano o la difusión producida por la lesión  que le impide desempeñar esa 
actividad de la forma como habitualmente lo realiza; en tercer lugar y lo que es 
trascendental, el grado de daño de la lesión tiene que medirse por la difusión o 
incapacidad temporal o definitiva total o parcial, de la actividad profesional a la que se 
daña mediante la lesión, quizá inclusive impidiendo para siempre que la víctima de la 
lesión pueda dedicarse en el futuro a la profesión u oficio que en la vida desempeñaba. 
Para ilustrar la conceptualización es más grave usar un cuchillo para tajar el rostro de 
una reina de belleza que trabaja como modelo o hacerlo en  iguales circunstancias con un 
boxeador, cuyas cicatrices en el rostro son las huellas naturales de su profesión; o en otro 
no es el mismo grado de gravedad, el privar de la vista a un piloto de aviación, que a una 
persona que por su propia voluntad tiene una vida de reposo en que casi la vista no utiliza, 
porque en el caso del piloto su profesión ha terminado con la lesión, o en el caso de un  
pianista fracturarle los dedos de las manos o amputarle el dedo menique de la mano 
62 
derecha con la cual disminuimos en un grado muy notable su capacidad de ejecución 
musical.”  (Donoso Castellón, 2007, págs. 74 - 75). 
Elemento subjetivo.- 
“El grado de daño en la lesión tiene necesariamente que verificarse por la referencia del 
sujeto pasivo que sufre esa lesión. Por ejemplo, si es una bailarina de danza clásica, a la 
que se destruye los meniscos, el grado de lesión es gravísimo, porque la danzarina ha 
terminado su carrera, obviamente para la imposición de la sanción penal habrá que 
estudiar quien fue el sujeto activo de la lesión, porque el grado de ella no será igual sin el 
sujeto activo es un especialista en danza clásica que conoce exactamente dónde y cómo 
dañar, que si el sujeto activo de la lesión es un sujeto cualquiera que no conoce en detalle 
cómo hacer más grave la lesión.”  (Donoso Castellón, 2007, pág. 76). 
2.2.3 SUJETOS DEL DELITO DE LESIONES 
La comisión del delito de lesiones implica necesariamente la concurrencia de dos sujetos: 
2.2.3.1 Sujeto Activo 
Es el agente que ejecuta el acto delictivo y que debe, en consecuencia sufrir la pena 
correspondiente. El sujeto activo es, en muchos casos, un solo individuo; pero en otros 
casos serán varios los que realizan el acto en conjunto o que cooperen a su realización. En 
tales situaciones deberá establecer el grado en que cada uno intervino en la ejecución del 
delito lo cual determinará la pena que debe recibir. El sujeto activo es el imputado en el 
proceso o acusado cuando se ha dictado auto de llamamiento a juicio en su contra, 
mientras que el sujeto pasivo es el ofendido que puede presentarse como acusador 
particular.”  (Albán Gómez, 2011). 
“Podemos concluir también que no todos los hombres podrán ser sujetos activos aptos 
para una responsabilidad delictual, precisamente porque no todos ellos gozan de las 
condiciones, especialmente síquicas, que necesariamente supone un hecho delictivo, 
quedando al margen los niños y los que tiene trastornos síquicos. 
Sujeto activo es el agente que realiza el acto delictivo y que debe, en consecuencia, sufrir la 
pena correspondiente.  
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La Persona jurídica 
El que una persona jurídica sea considerada también como potencial sujeto activo del delito. El 
principal argumento utilizado para mantener esta posición está vinculado a una realidad que la 
Criminología considera especialmente grave en las sociedades modernas. En la actualidad 
muchos delitos se cometen no solo para beneficiar a personas jurídicas, sino que se cometen a 
través de ellas, utilizando sus dependencias, personal, documentos y facilidades. No solamente 
se dan casos en que dentro de sociedades lícitamente constituidas, sus ejecutivos o 
administradores cometen hechos delictivos, sino que aun hay agrupaciones, que llegan a tener 
fraudulentamente personería jurídica , y cuyo propósito directo, pero oculto es llevar adelante 
actividades delictivas. 
Particularmente grave es la situación en el ámbito de los llamados por la criminología “delitos 
económicos”: falsificación de balances, defraudaciones tributarias, quiebras fraudulentas, 
cohechos, estafas, cheques sin fondos, etc.” (Siguenza Bravo, 2004, págs. 142 - 144). 
2.2.3.2  Sujeto Pasivo 
Es el titular del bien jurídico lesionado por la comisión de un delito, también puede ser una sola 
persona o pueden ser varias. Aunque en el lenguaje criminológico suele llamarse víctima, este 
concepto puede en algunos casos no coincidir inevitablemente con el sujeto pasivo. Así por 
ejemplo, a una persona se le sustrajo un bien y será la víctima, pero el bien no le pertenece y el 
dueño del mismo será el sujeto pasivo. 
Sujeto pasivo, según el pensamiento de Ferri, en todo delito existe un sujeto pasivo 
jurídicamente formal, que es el Estado, cuyos preceptos han sido despreciados y atacados por la 
actividad del delincuente, pero al lado de este sujeto pasivo formal existe otro sustancial que es 
el que sufre la lesión de su derecho o bien jurídico. 
 “Y como el titular de un derecho o bien jurídico no puede ser más que el hombre, por la 
razón fundamental  de que el derecho es una relación hominis ad hominem, resulta que 
solo el hombre en cuanto es sujeto de derechos y, por tanto, como individuo y como 
persona jurídica en aquellos delitos posibles contra esta puede ser sujeto pasivo del delito. 
Sujeto pasivo es el titular del bien jurídico lesionado por la comisión del delito. También 
puede ser una sola persona o varias. Aunque en el lenguaje criminológico suele llamarse 
víctima, este concepto puede ser en algunos casos no necesariamente coincidir con el 
64 
sujeto pasivo. Ejemplo: una persona puede ser el sujeto al que se le sustrajo el bien 
(victima) y otro distinto el dueño de la misma (sujeto pasivo). 
En el orden procesal, el sujeto activo es el imputado en el proceso y el sujeto pasivo es el 
agraviado que puede presentarse como acusador particular.”    
 
2.2.4 CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES 
Es necesario determinar con claridad las circunstancias agravantes determinadas en el Art. 450 
del Código Penal. Específicamente se refiere a las circunstancias que aumentan su 
responsabilidad penal por cuanto revelan mayor peligrosidad social y perversidad. 
Luis Jiménez de Asua en su obra Lecciones de derecho penal realiza la siguiente clasificación 
en relación a las circunstancias agravantes:  
“a) Formas alevosas, traidoras o cobardes. 
i) Alevosía propiamente dicha; 
ii) Emplear astucia, fraude o disfraz;  
iii) Abusar de superioridad; 
iv) Obrar con abuso de confianza; 
v) Cometer el hecho aprovechándose de calamidad; 
vi) Ejecutarlo con armas o en unión de quienes proporcionen la impunidad; 
vii) Nocturnidad o despoblado; 
ix) Fractura; y 
x) Embriaguez pre ordenada al delito. 
b) Móvil bajo o brutal 
i) Precio, recompensa o promesa; 
ii) Ensañamiento; 
iii) Ignominia; 
iv) Desprecio de la autoridad; y 
v) Ofensa o desprecio de la dignidad debida a la edad o sexo del ofendido o en su morada. 
c) Intensidad y peligro especial 
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v) Reincidencia; y 
vi) Reiteración. 
Se va a identificar a los más significativos. 
 
Alevosía.- la acción a traición y sobre seguro, ya sorprendiendo descuidada, dormida indefensa 
o desapercibida a la persona..., ya llevándole con engaño o perfidia, o privándole antes de la 
razón, de las fuerzas, de las armas o de cualquier otro auxilio, ya empleándole en una riña o 
pelea provocada con ventaja conocida.- o ya usando de cualquier otro artificio para cometer el 
delito con seguridad o sin riesgo para el agresor, o para quitarle la defensa al acometido. La 
alevosía  es eminentemente subjetiva y que debe apreciarse solo cuando indica en el agente 
traición, cobardía o propósito de aseguramiento. 
Ensañamiento.- Con el segundo grupo aparece el precio, recompensa o promesa, constituyendo 
el tipo del sicariato, el más repugnante de todos los delincuentes. El precio agrava tanto a quien 
lo recibe como a quien lo da o promete. El ensañamiento, que es la más característica de las 
circunstancias de este segundo grupo, Esencia de estas circunstancias es que se aumenta el mal 
del delito con otros medios innecesarios. 
Premeditación.-  Atendiendo a la frialdad de ánimo que requiere, se consideró, por los escritores de 
derecho penal y por la mayor parte de los códigos como una circunstancia agravante”  (Jimenez, 1999, 
págs. 327 - 329) 
“1.- Circunstancias objetivas.-  
A) Denotan mayor peligrosidad del hecho 
a) Por la especial facilidad de comisión determinados por los medios (alevosía, veneno 
astucia y fraude), por los sujetos (abuso de superioridad o de confianza, carácter público y 
cuadrilla) o por la ocasión (nocturnidad o despoblado); 
b) Por la especial facilidad de impunidad (disfraz, precio); 
c) Por ambas razones (gente armada y otras de las mencionadas) 
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B) Producen mayor extensión del mal (publicidad, ensañamiento, desprecio de dignidad, 
morada). 
 
2.- Circunstancias subjetivas.- 
a) Agrava la relación sicológica: Premeditación. 
b) Revela la actitud más reprochable en el sujeto: reincidencia”  (Siguenza Bravo, 2004, pág. 
346). 
 
   El artículo 30 del Código Penal hace referencia a las circunstancias agravantes y dice: 
 “Circunstancias agravantes no constitutivas que aumentan la pena. Son circunstancias 
agravantes, cuando no son constitutivas o modificatorias de la infracción, todas las que 
aumentan la malicia del acto, o la alarma que la infracción produce en la sociedad, o 
establecen la peligrosidad de sus autores, como en los casos siguientes: 
1.- Ejecutar la infracción con alevosía, traición, insidia o sobre seguro; o por precio, 
recompensa o promesa; o por medio de inundación, naufragio, incendio, veneno, minas 
descarrilamiento de ferrocarriles, armas prohibidas, u otros medios que pongan en peligro 
a otras personas a más de la ofendida; o empleando la astucia, el disfraz, el fraude; o con 
ensañamiento o crueldad, haciendo uso de tortura u otro medio de aumentar y prolongar el 
dolor de la víctima; o imposibilitando al individuo para defenderse, ya sea que para esto se 
le prive del uso de la razón, ya se emplee auxiliares de la comisión del delito; o haberse 
cometido este como medio de cometer otro; o perpetrar el acto prevaliéndose el actor de su 
condición de autoridad, o entrando deliberadamente en la casa de la víctima, o después de 
haber recibido algún beneficio de ésta; 
2.- Aprovecharse de incendio, naufragio, sedición, tumulto o conmoción popular u otra 
calamidad o desgracia pública o particular, para ejecutar la infracción; 
3.- Llevarla a cabo con auxilio de gente armada, o de personas que aseguren la 
impunidad; o tomando falsamente el título, las insignias o el nombre de la autoridad; o 
mediante orden falsa de esta; o con desprecio u ofensa de los depositarios del poder 
público; o en el lugar mismo en que se hallen ejerciendo sus funciones; o donde se celebre 
una ceremonia religiosa de cualquier culto permitido o tolerado en la República; 
4.- Ejecutar el hecho punible buscando de propósito el despoblado o la noche; o en 
pandilla; o abusando de la amistad o confianza que se dispense al actor; o con 
ensañamiento o fractura; con ganzúa o llaves falsas y maestras o con violencia; y, 
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5.- Estar el autor perseguido o prófugo por un delito anterior; haber aumentado o 
procurado aumentar las consecuencias dañosas de la infracción; cometer el acto contra un 
agente consular o diplomático extranjero; y, en los delitos contra la propiedad, causar un 
daño de relevante gravedad, en relación a las condiciones del ofendido; y, 
6.- Ejecutar la infracción por motivos de discriminación, referente al lugar de nacimiento, 
edad, sexo, etnia, color, origen social, idioma, religión, filiación política, posición 
económica, orientación sexual, estado de salud, discapacidad o diferencia de cualquier 










3 ANÁLISIS DE JUICIOS 
3.1 ANÁLISIS DE UN JUICIO DE LESIONES LEVES 
Se analiza un juicio constante de doscientas treinta y cinco fojas, se trata de un delito de lesiones 
leves. En el presente caso se va a determinar a las partes procesales de la siguiente manera: 
Procesado o imputado    xxxx. 
Ofendidos o acusadores son dos   gggg y zzzz 
Cónyuge del acusador   gggg se le determinara como mmmm 
 Juicio designado a la unidad de soluciones rápidas No. 3, Cantón Ibarra. 
Instrucción fiscal No. 100101812050153 (JP 548-2012) 
Fecha de inicio del proceso el 11 de mayo del 2012. 
Ofendidos:  gggg y zzzz 
Imputado: xxxxx 
Juzgado Cuarto de Garantías Penales de Imbabura. 
El proceso se inicia con el parte policial, en el cual se relata las circunstancias de la aprehensión, 
adjuntando certificados médicos tanto del detenido como de los dos perjudicados, la prueba de 
alcohotek y un objeto metálico, con mango de plástico color negro, la prueba de alcohotek 
determina que tiene 0.723 mg/1, en los exámenes médicos consta que los ofendidos tienen 
traumas por violencia civil, certificados otorgados por la empresa municipal Cuerpo de 
Bomberos de Ibarra. 
Existe un documento de la cadena de custodia, que determina una palanca con mango de 
plástico color negro  
Con fecha diez de mayo del 2012, a las 15:35:54 y 15:55:14, la fiscalía designa peritos, para el 
examen médico legal, luego de unos minutos se posesionan los peritos nombrados,  luego de las 
evaluaciones del caso concluye que gggg, tiene una enfermedad e incapacidad para el trabajo de 
cinco días, de igual forma se procede con el señor zzzz, que determina el perito médico legal 
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una incapacidad para el trabajo de siete días, en los dos casos se determinan que han sido por 
causa violentas y con objeto contundente. 
Versiones del detenido en la fiscalía, se lo realiza el día viernes once de mayo del dos mil doce, 
en la que se recepta las versiones de xxxx quien manifiesta: “El día de ayer a eso de las 12h15, 
aproximadamente llegue hasta la mecánica de propiedad del Señor gggg, ubicado en la calle 
Darío Egas y Gabriela Mistral, con la finalidad de retirar mi vehículo marca Chevrolet, modelo 
Steem, y la cantidad de  mil doscientos dólares que fueron entregados al señor gggg, y al 
encontrarme en ese lugar me encontré con la sorpresa que mi vehículo se encontraba 
desmantelado la parte del tren delantero, en las mismas condiciones que las deje desde el día 16 
de marzo del año en curso, por lo que le pregunté porque no le había armado el vehículo y me 
manifestó que en ese momento se iba a poner armarlo, por lo que le dije que le armara el 
vehículo y que me devolviera el dinero por su incumplimiento, manifestándome que le iba 
armar el carro pero que no tenía el dinero a la mano, ya que el dinero lo había entregado a un 
amigo de él, a quien yo desconocía en ese momento se acercó su esposa  del mecánico gggg y 
me manifestó que no me altere y que ella iba a responder por el dinero indicándome también 
que en ese momento me llevaría donde la supuesta persona que había recibido mi dinero, por lo 
que nos trasladamos hasta la mecánica ubicada a unos cincuenta metros de ese lugar y al llegar 
la esposa del mecánico gggg me indica a un ciudadano que supuestamente había recibido mi 
dinero por parte de gggg, por lo que me acerqué a esta persona saludándole y manifestándole 
esa él era la persona que iba a vender la caja para mi carro y el valor  que había recibido 
respondiéndome que el maestro gggg le había entregado la cantidad de quinientos dólares y ese 
ciudadano me dijo de manera brava alterada y agresiva y utilizando malas palabras procedió a 
reclamarme diciéndome que yo no tengo nada que reclamarle a él, por lo que este señor, 
conjuntamente con gggg y otras personas más, se acercaron con la intención de agredirme, por 
lo que retrocedí y me defendí toda vez de que yo estaba solo y ellos estaban cuatro y la agresión 
eran eminente. Finalmente señor fiscal debo indicar  que lo único que hice fue defenderme”  
(Juicio de Lesiones, 2012 - 2013). 
En las versiones del detenido trata de direccionar sus actuaciones a la legítima defensa al 
manifestar que no tenía otra alternativa por cuanto se encontraban cuatro personas tratándole de 
agredir y que la agresión era eminente, y no tenía otra alternativa que defenderse. 
Es necesario determinar lo que es la aprehensión, y consta tipificada en el Art. 161del Código de 
Procedimiento Penal que dice: “Los agentes de la Policía Nacional, de la Policía Judicial, o 
cualquier persona pueden detener, como medida cautelar, a quien sea sorprendido en delito 
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fragrante de acción pública. En este último caso, la persona que realizo la detención deberá 
inmediatamente entregar al detenido a un miembro policial. El policía que haya privado de la 
libertad a una persona sorprendida en delito fragrante comparecerá de inmediato con el detenido 
ante el Juez de garantías. El fiscal, con la presencia del defensor público, podrá proceder 
previamente conforme lo determina el artículo 216 de este código, luego de lo cual el agente de 
la policía elaborara el parte correspondiente, quien además comunicara de este sobre el hecho de 
la detención. 
Dentro de las veinticuatro horas desde el momento en que ocurrió la detención por delito 
flagrante, el fiscal solicitará al juez de garantías penales que convoque audiencia oral en la que 
realizara o no la imputación, y solicitara la medida cautelar que considere prudente, cuando el 
caso lo amerite”  (Código Penal, 2009). 
Se realiza las diligencias correspondientes con la celeridad del caso para que se proceda con el 
siguiente paso que es la audiencia de flagrancia y formulación de cargos que no puede ser más 
allá de las veinticuatro horas desde la aprehensión. 
Audiencia de control de flagrancia y formulación de cargos. 
Realizada el día viernes once de mayo del dos mil doce a las doce horas quince minutos, 
comparecen el juez, secretario, fiscal, el policía que hizo la detención, los presuntos ofendidos 
con su defensor y el sospechoso con su defensora. Se procede a establecer la legalidad de la 
detención, donde luego de escuchar al policía que realizo la detención se establece que se lo 
detuvo en medio de un delito en curso. Luego se concede la palabra al fiscal, quien formula 
cargos, por haber ofendido de obra y causar daño a dos personas, lesiones que no sobrepasan los 
ocho días, por lo que pide dure treinta días la instrucción, la defensora del detenido solicita la 
inmediata libertad. El Juez dispone la libertad fundamentado en lo que determina el Art. 77 
numeral 1. De la Constitución de la República del Ecuador, se inicia la instrucción fiscal que 
debe durar un plazo máximo de noventa días, como lo determina el Art. 223 del Código de 
Procedimiento Penal que dice: “La etapa de instrucción fiscal concluirá dentro del plazo 
máximo de noventa días, improrrogables, a partir de la fecha de notificación al “procesado” o de 
ser del caso, al defensor público designado por el juez de garantías penales. 
 Si el fiscal no declara concluida la instrucción una vez vencido el plazo señalado, el “juez de 
garantías penales” deberá declararla concluida.  
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No tendrá valor alguno las diligencias practicadas después del plazo.”  (Código Penal, 2009). 
Del parte policial se desprende que los hechos se dieron el 10 de mayo del 2012, a las 13h30, y 
la audiencia de flagrancia se realiza el día viernes 11 de mayo del 2012 a las 11h30. 
Lo que en el estudio realizado demuestra que la detención del ciudadano xxxx, no excede las 
veinticuatro horas, de acuerdo a lo que determina el Art. 77 numeral 1, de la Constitución de la 
Republica. 
El Art. 77 numeral 1, Constitución de la República del Ecuador expresa: “En todo proceso penal 
en la que se haya privado de la libertad a una persona, se observaran las siguientes garantías 
básicas: 
1.- La privación de la libertad se aplicara excepcionalmente cuando sea necesaria para 
garantizar la comparecencia en el proceso, o para asegurar el cumplimiento de la pena; 
procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con 
las formalidades establecidas en la ley, Se exceptúa los delitos flagrantes, en cuyo caso no 
podrá mantenerse a la persona detenida sin formula de juicio  por más de veinticuatro 
horas, La jueza o juez siempre podrá ordenar medidas cautelares distintas a la prisión 
preventiva.”  (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
   El delito que se analiza es delito flagrante que lo está determinando el Art. 162 del Código de 
Procedimiento Penal que dice:  
“Es delito flagrante el que se comete en presencia de una o más personas o cuando se lo 
descubre inmediatamente después de la supuesta comisión siempre que haya existido una 
persecución ininterrumpida desde el momento de la supuesta comisión hasta la detención, 
así como que se le haya encontrado con armas, instrumentos, el producto del ilícito, 
huellas o documentos relativos al delito recién cometido. 
No se podrá alegar persecución ininterrumpida si han transcurrido más de veinticuatro 
horas entre la comisión del delito y la detención” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
   Se encuadra en lo que es un delito flagrante ya que el procesado fue aprendido en el momento 
mismo de los hechos con un instrumento contundente (varilla de mango negro) 
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El 23 de mayo del 2012 a las 08h00, la fiscalía dispone: 1.- Se recepte las versiones de los 
ofendidos y de las personas que conozcan del hecho, 2.- las versiones de los agentes que 
realizaron la aprehensión y 3.- reconocimiento del lugar de los hechos y de las evidencias. 
En vista que deben evacuarse estas diligencias se envía oficios a la Policía Nacional y las 
correspondientes notificaciones y citaciones. 
Con fecha 30 de mayo del 2012 a las diez horas comparecen gggg, a la fiscalía  y rinde su 
versión sin juramento quien manifiesta que el señor xxxx, ha ido a retirar el vehículo que le dejó 
para que le dé arreglando el ofendido le manifiesta que no ha encontrado la pieza del carro para 
darle armando, pero el  señor xxxx, le exige que le entregue el vehículo ese momento por lo cual 
gggg, procede a querer armar el vehículo pero recibe un palazo en la espalda por lo que se cubre 
con sus brazos para protegerse es así que al oír el pleito en la mecánica sale la mujer de gggg, la 
Señora mmmm y se interpone entre los dos para evitar más agresiones y le solicita que le 
acompañe a otra mecánica para que hable con el señor que le debía entregar el repuesto se 
trasladan donde zzzz, quien le manifiesta que si le va a entregar el dinero que recibió pero 
igualmente le agrede, por lo cual zzzz sale corriendo a esconderse, ante esta situación xxxx 
procede agredirle nuevamente a gggg quien cae al piso boca arriba inconsciente luego de recibir 
un palazo en la cabeza, xxxx ingresa a la bodega del taller a sacarse un  televisor y herramientas 
para llevarse no se lleva a efecto por cuanto intervino ya la policía. 
Con fecha 30 de mayo del 2012, en las mismas condiciones que gggg, realiza las versiones zzzz, 
que en lo principal manifiesta que el señor xxxx, entro en su taller y le agredió con golpes por lo 
que salió corriendo a esconderse ya que lo quería matar. 
Versiones de los policías que esencialmente se ratifican en el parte elaborado por ellos 
Gran parte del primer cuerpo es una investigación que realiza asuntos internos de la policía en 
relación con el caso. 
Con fecha 5 de junio del 2012 los señores gggg, y zzzz presentan la acusación particular, 
fundamentándose en lo que dispone el art. 463 y 450 numerales 1, 4, 5 y 6 del Código Penal. 
   Con fecha 19 de junio del 2012 las 08h35, el fiscal da por concluida la Instrucción Fiscal. 
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La defensa de xxxx solicita al fiscal, la suspensión condicional del procedimiento de acuerdo al 
Art. innumerado 37.2 del Código de Procedimiento Penal, por lo que el fiscal solicita al Señor 
Juez de la causa se fije día y hora para la audiencia. 
El Art. Innumerado 37 del Código de Procedimiento Penal señala: “Suspensión condicional de 
procedimiento. En todos los delitos sancionados con prisión y en los delitos sancionados con 
reclusión de hasta cinco años, excepto en los delitos sexuales, crímenes de odio, violencia 
intrafamiliar y delitos de lesa humanidad; el fiscal, con el acuerdo del procesado, podrá solicitar 
al juez de garantías penales la suspensión condicional del procedimiento, siempre que el 
procesado admita su participación. 
La suspensión se pedirá y resolverá en audiencia pública a la cual asistirá el fiscal, el defensor y 
el procesado. El ofendido podrá asistir a la audiencia  y si quisiera manifestarse será escuchado 
por el juez de garantías penales. 
Al disponer la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantías penales 
establecerá como condición una o más de las medidas contempladas en el artículo siguiente. Las 
condiciones impuestas no podrán exceder de dos años. 
Durante el plazo fijado por el juez de garantías penales se suspende el tiempo imputable a la 
prescripción de la acción penal y a los plazos de duración de la etapa procesal correspondiente. 
Cumplidas las condiciones impuestas, el juez de garantías penales declarara la extinción de la 
acción penal. 
Art. (…) Condiciones. El juez de garantías penales dispondrá, según corresponda, que durante 
el periodo que dure la suspensión, el procesado cumpla una o más de las siguientes condiciones:  
a) Residir o no en un lugar determinado; 
b) Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas; 
c) Someterse a un tratamiento médico o sicológico; 
d) Tener o ejercer un trabajo o profesión, oficio, empleo, o someterse a realizar trabajos 
comunitarios; 
e) Asistir a programas educacionales o de capacitación; 
f) Reparar los daños o pagar una determinada suma al ofendido a título de indemnización 
de perjuicios o garantizar debidamente su pago; 
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g) Fijar domicilio e informar a la fiscalía de cualquier modificación del mismo; 
h) Presentarse periódicamente ante la fiscalía u otra autoridad designada por el juez de 
garantías penales, y en su caso, acreditar el cumplimiento de las condiciones impuestas; 
e, 
i) No tener instrucción fiscal por nuevo delito. 
El juez de garantías penales resolverá en la misma audiencia la suspensión e impondrá la o las 
condiciones y el periodo durante el cual deben cumplirse. El ofendido u otros interesados podrán 
solicitar copia de la resolución. Dicha copia en poder del destinatario operara como una orden directa a 
la Policía para que intervenga en caso de que la condición este siendo violada” (Código de 
Procedimiento Penal, 2012) 
Con fecha 21 de junio del 2012, el fiscal envía un oficio al Juzgado Cuarto de Garantías Penales 
para que fije día y hora para que se dé lugar la audiencia relacionado con la suspensión 
condicional. 
Con fecha 09 de julio del 2012 se adjunta el peritaje del reconocimiento del lugar de los hechos 
y evidencias, en la cual se verifica las calles se realiza un croquis del lugar además de adjuntar 
fotografías tanto del lugar como de la evidencia. 
Con fecha 9 de julio del 2012, a las 15h15, se realiza la audiencia de suspensión condicional del 
proceso, con la presencia del juez, secretario, fiscal, procesado con su abogado. 
El procesado acepta haber cometido la infracción del Art. 463 del Código Penal y consiente en 
el trámite constante en el Art. 37 del Código de Procedimiento Penal, el fiscal no se opone al 
procedimiento. El juez dispone que xxxx se presente los días viernes cada quince días por el 
plazo de seis meses en horas de la tarde a partir del día viernes 13 de julio del 2012, además 
dispone el archivo provisional del proceso. 
Se dispone la condición dispuesta en el Art innumerado , literal “h”, que dice presentarse 
periódicamente ante la fiscalía, la periodicidad es los viernes cada quince días durante seis 
meses, que comenzara a transcurrir desde el día viernes 3 de julio del 2012. 
Con fecha viernes trece de julio del dos mil doce, a las 14h30 existe una presentación a la 
fiscalía. 
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Con fecha 18 de julio del 2012, el procesado solicita se imponga otra medida cautelar por 
cuanto es miembro activo de la Policía Nacional y está laborando en la provincia del Carchi, y 
los jefes no le dan permiso, el Señor Fiscal solicita se señale día y hora al Señor Juez cuarto de 
Garantías Penales de Imbabura. 
El fiscal con fecha 19 de julio del 2012, solicita al Juez Cuarto de Garantías Penales de 
Imbabura, se fije día y hora para el cambio de condición dentro de la suspensión condicional.  
Con fecha 20 de julio del 2012, el juez señala el día miércoles veinte y cinco de julio del dos mil 
doce a las quince horas con treinta minutos con la finalidad de que se lleve a efecto la audiencia 
oral, pública y contradictoria, se notifica a las partes y con fecha 25 de julio del 2012, a las 
15h05, con la presencia del juez, secretario, fiscal y defensor público en defensa del procesado, 
el Juez Cuarto de Garantías Penales dispone que se presente ante uno de los señores fiscales del 
Carchi en las mismas condiciones anteriores es decir cada quince días los días viernes durante 
seis meses. 
El procesado con fecha 30 de agosto del 2012  en un escrito a la fiscalía menciona que de parte 
de su defensor ha existido un error y sin su consentimiento han cambiado las condiciones  para 
lo cual solicita se digne fijar nuevo día y hora para enmendar el error, da tramite la fiscalía y 
envía al Juzgado Cuarto de Garantías Penales para que fije día y hora para la audiencia, la cual 
se fija para el día viernes cinco de octubre del 2012 
Con la fecha dispuesta a las 15h05, con la presencia del juez, secretario, fiscal y defensor 
público, se da la palabra al defensor del procesado quien recalca que su defendido es policía en 
servicio activo que prestaba sus servicios en Tulcán pero en la actualidad ha sido transferido a la 
ciudad de Esmeraldas, provincia de Esmeraldas, solicita se disponga otras medidas alternativas 
o en su defecto la de presentarse ante uno de los señores fiscales de Esmeraldas, se da la palabra 
al fiscal quien dice que no tiene objeción alguna en la petición del procesado, el señor juez 
resuelve  con fecha 15 de octubre  aceptar la petición del procesado y se dispone que se oficie a 
la fiscalía de Esmeraldas para que cumpla la condición. 
Con fecha 20 de febrero del 2013, el fiscal a cargo de la investigación solicita al Juez se lleve a 
cabo una audiencia para verificar el cumplimiento de las condiciones que se impuso a xxxx. 
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Con fecha 13 de junio del 2013 el señor fiscal solicita se señale nuevo día y hora para que se 
lleve a efecto la verificación de la suspensión condicional. 
Para lo cual el juez con fecha martes 18 de junio del 2013 señala que se lleve a efecto la 
audiencia el día 8 de julio del año 2013 a las 11h00  
Es así que el día lunes 8 de julio del dos mil trece, a las 11h5, con la presencia del juez, 
secretario, fiscal y defensor público, en vista que no se ha justificado las presentaciones del 
procesado a la fiscalía se revoca la suspensión condicional y se dicta la media cautelar del Art. 
160 numeral 4 que es la prohibición de salida del País, se ordena se remita el proceso a la 
fiscalía para que continúe con el trámite legal.  
El Fiscal con fecha 16 de julio del 2013 emite un dictamen acusatorio fundamentado: 
1.- Existencia material de la infracción: 
Parte Policial. 
Examen médico legal de los ofendidos gggg y zzzz. 
Informe del lugar de los hechos y evidencias. 
2.- Fundamentos graves de responsabilidad. 
Versiones del procesado. 
Versiones de gggg. 
Versiones de zzzz. 
Versiones de los policías que lo detuvieron. 
Versiones de dos testigos. 
Versiones de la señora mmmm. 
La disposición legal que funda el auto resolutivo de llamamiento a juicio dice: “La infracción 
cometida en el presente caso se adecua a la conducta tipificada en el Art. 463 y sancionada con 
inciso segundo de este mismo artículo del Código Penal, en concordancia con el numeral 1 del 
Art. 450, ibídem. 
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b.- La disposición Constitucional:  
El delito investigado se encuentra relacionado con el Art. 76 numeral 3 de la Constitución de la 
República del Ecuador, toda vez que el acto se encuentra tipificado como infracción penal y la 
sanción está prevista en la referida ley referida; se han respetado todas y cada una de las 
garantías básicas del derecho al debido proceso, constantes en este mismo artículo. Además la 
constitución garantiza el derecho a la integridad personal, física, síquica, moral, sexual y una 
vida libre de violencia, El Estado adoptara las medidas necesarias para prevenir, eliminar y 
sancionar toda forma de violencia en su Art. 66; sobre todo el bien jurídico protegido por la 
Constitución que garantiza el derecho a la integridad en el numeral 3 del Art. 66.”  (Juicio de 
Lesiones, 2012 - 2013). 
Art. 66 numeral 3 de la Constitución de la República del Ecuador dice: “Se reconoce y 
garantiza a las personas…3.- El derecho a la integridad personal que incluye: 
a) La integridad física, síquica, moral y sexual. 
b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las medidas 
necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en especial a la 
ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, 
personas con discapacidad y contra toda persona en situación de desventaja o 
vulnerabilidad, idénticas medidas se tomaran contra la violencia, la esclavitud y la 
explotación sexual. 
c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, 
inhumanos o degradantes…” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
Conclusión de la fiscalía.- En base a lo expuesto analizados y valorizados los elementos de 
convicción recabados dentro de la Instrucción Fiscal, se concluye que se ha comprobado la 
existencia material de la infracción, con los exámenes médicos legales, el parte policial de 
detención, el informe del reconocimiento del lugar de los hechos y de evidencias; y la 
responsabilidad del procesado con las versiones de los ofendidos y de los demás testigos, por lo 
que la investigación proporciona datos relevantes sobre la existencia del delito, en el cual existió 
alevosía, que según Guillermo Cabanellas, significa, traición o perfidia, dice que hay alevosía 
cuando el culpable comete cualquiera de los delitos contra las personas empleando modos, 
medios, o formas en la ejecución que tienda directa y especialmente a asegurarla, sin riego para 
su persona que proceda de la defensa que pudiera hacer el ofendido, en el presente caso existe 
alevosía al golpearle, el procesado, a uno de los ofendidos gggg, cuando este se ha puesto armar 
el caro y el procesado le ha dado un golpe en la espalda con un palo, debiendo señalar que la 
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evidencia con la cual golpeo a los dos ofendidos, se encuentra en las bodegas de la policía 
judicial de Imbabura, debidamente reconocida dentro de la presente causa, con lo cual 
existiendo fundamento grave que permite deducir que el procesado es autor y único responsable 
de la infracción anteriormente tipificada, por lo que Acuso a XXXX, por ser autor y único 
responsable de la infracción, por lo que solicito señor juez, se dicte Auto resolutivo de 
Llamamiento a Juicio, en contra del referido procesado.”  (Juicio de Lesiones, 2012 - 2013). 
El acusador gggg fallece el 6 de enero del 2013 por asfixia por obstrucción de vías aéreas, la 
inscripción de defunción se adjunta al proceso, por lo cual mmmm es parte procesal. 
Con fecha martes treinta de julio del dos mil trece a las dieciséis horas y treinta y dos minutos 
los comparecientes mmmm y zzzz, solicitan la conversión de la acción, de acuerdo a lo que 
dispone el artículo 37 del Código de Procedimiento Penal, que dice: “Las acciones por delitos 
de acción pública pueden transformarse en acciones privadas, a pedido del ofendido o su 
representante, siempre que el Juez de garantías penales lo autorice. El fiscal podrá allanarse a 
este pedido; de no hacerlo, argumentara al juez de garantías penales las razones de su negativa. 
No cabe la conversión: 
a) Cuando se trate de delitos que comprometan de manera seria el interés social; 
b) Cuando se trate de delitos contra la administración pública o que afectan los intereses 
del Estado; 
c) Cuando se trate de delitos de violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio; 
d) Cuando se trate de crímenes de lesa humanidad; o, 
e) Cuando la pena máxima prevista para el delito sea superior a cinco años de prisión. 
Si hubiera pluralidad de ofendidos, es necesario el consentimiento de todos ellos, aunque solo 
uno haya presentado la acusación particular. 
   Transformada la acción cesarán  todas las medidas cautelares que se hayan dictado. 
Si el ofendido decide presentarse como querellante para iniciar la acción privada, será competente el 
mismo juez de garantías penales que conocía del proceso de acción pública. El plazo para la 
prescripción de la acción privada correrá a partir de la resolución de la conversión. 
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La conversión procederá hasta el término de cinco días después de que el tribunal de garantías penales 
avoque conocimiento de la causa” (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
La audiencia se lleva a cabo el día martes veintisiete de agosto del 2013 a las quince horas con 
treinta y cinco minutos, con el señor Juez Cuarto de Garantías Penales de Imbabura, secretario, 
fiscal, abogado de los ofendidos y abogado defensor del procesado, no se acepta el pedido de 
conversión en vista que uno de los ofendidos no se encuentra presente, se hace mención a lo que 
dispone “el art. 37 del código de procedimiento penal indica que si hubiera pluralidad de 
ofendidos es necesario el consentimiento de todos los ofendidos para dar paso a la conversión; 
por lo tanto es necesario en esta audiencia y para el cumplimiento del principio de inmediación 
la presencia de todos los ofendidos los cuales en esta audiencia deben dar el consentimiento a la 
conversión de la acción; por tal razón no se acepta el pedido de conversión ni el allanamiento 
realizado por el señor fiscal”  (Juicio de Lesiones, 2012 - 2013),  por lo cual continua con el 
proceso, a la etapa del juicio. 
Del sorteo correspondiente conoce la causa el Tribunal Segundo de Garantías Penales de 
Imbabura. 
Con fecha 12 de septiembre del 2013, los ofendidos mmmm y zzzz, presentan un escrito a la 
fiscalía para un acuerdo reparatorio y en el numeral IV indican “Esta petición lo hacemos 
en uso de las Normas expedidas por el Consejo Consultivo de la Función Judicial como 
mecanismos alternativos de solución de conflictos, que en su art 1 nos ilustra: ACUERDOS 
DE REPARACIÓN. “El acuerdo reparatorio, es la conciliación, el arreglo en que llegan 
voluntariamente el procesado y la víctima, que pone fin al proceso penal. “Art. 2...”Si las 
partes con pleno conocimiento y en forma libre y voluntaria, deciden llegar a un acuerdo, 
lo harán por escrito y el fiscal encargado de la causa solicitaran en forma inmediata la 
audiencia al Juez de Garantías Penales para someterlo a su aprobación...”  (Juicio de 
Lesiones, 2012 - 2013). 
“Art. (…) Acuerdos de reparación. Excepto en los delitos en los que no cabe conversión 
según el artículo anterior, el procesado y el ofendido, podrán convenir acuerdos de 
reparación, para lo cual presentaran conjuntamente ante el fiscal la petición escrita que 
contenga el acuerdo y, sin más trámites, se remitirá al juez de garantías penales quien le 
remitirá al juez de garantías penales quien lo aprobara en audiencia pública, oral y 
contradictoria, si verificare que el delito en cuestión es de aquellos a los que se refiere este 
inciso y que los suscriptores del acuerdo lo han hecho en forma libre  y con pleno 
conocimiento  de sus derechos. A esta audiencia deberán  
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El acuerdo de reparación procederá hasta el plazo máximo de cinco días después  que el 
tribunal de garantías penales avoque conocimiento de la causa. 
En la resolución en que se apruebe el acuerdo reparatorio se ordenara el archivo temporal 
de la causa. El archivo definitivo procederá cuando el juez de garantías penales conozca 
del cumplimiento íntegro del mismo. 
La resolución que aprueba el acuerdo reparatorio tendrá fuerza ejecutoria; y, si no se 
cumpliere, el afectado podrá escoger entre las opciones de hacer cumplir el acuerdo o que 
continúe la acción penal. 
Los jueces de garantías penales llevaran un registro de los acuerdos de reparación 
aprobados, y se ingresaran en el sistema informático para conocimiento de todos los 
operadores de justicia”  (Código de Procedimiento Penal, 2012) 
Al conocer el Tribunal Segundo de Garantías Penales con fecha 16 de septiembre del 2013, las 
13h21, manifiesta: “mediante auto de jueves 5 de septiembre del 2013, a las 13:54, este tribunal 
avoca conocimiento de la presente causa, en razón del sorteo reglamentario. Por tanto, el 
petitorio de la señora fiscal, como de los suscriptores del acta de acuerdo reparatorio, deviene en 
extemporáneo y por tal se lo niega, dado la norma y condición prevista en el inciso segundo del 
primer artículo agregado al art. 37 del Código de Procedimiento Penal, que dice “El acuerdo de 
reparación procederá hasta el plazo de cinco días después que el Tribunal de Garantías Penales 
avoque conocimiento de la causa”. 
Con fecha lunes 30 de septiembre del 2013, las 10h00, el Tribunal Segundo de Garantías 
Penales  señala para el día lunes 07 de octubre del 2013, a las 09h00, a fin de que se lleve a 
efecto la audiencia oral publica de juzgamiento en contra de xxxx. 
La Fiscal presenta su escrito de prueba con fecha 2 de octubre del 2013, a las 10h48, en la cual 
solicita: 
Pruebas testimonial: 
Testimonio del bodeguero de la Policía Judicial con la finalidad de que exhiba la evidencia con 
la respectiva cadena de custodia. 
Se recepte las versiones de zzzz, determinando el número de cedula y generales de ley. 
Se recepte el testimonio propio de un  testigo, igualmente se determina el número de cedula y 
generales de ley. 
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Se recepte testimonio propio de un segundo testigo, con los requisitos determinados en los 
testigos anteriores. 
Se recepte testimonio de mmmm. 
Testimonio de los policías que realizaron la detención y de quien remitió el parte policial a la 
fiscalía. 
Testimonio del perito médico legal. 
Prueba documental. 
Antecedentes de los tribunales de garantías penales para que se certifique si xxxx, ha sido 
enjuiciado o sentenciado por alguna infracción penal. 
El examen médico legal practicado a gggg. 
El examen médico legal practicado a zzzz 
Parte policial 
Acta de cadena de custodia 
Informe del reconocimiento del lugar de los hechos y evidencias 
Informe del agente investigador 
Copia certificada de la inscripción  de defunción de gggg. 
El tribunal dispone se practique las pruebas solicitadas por la fiscalía. 
Igualmente la defensa el acusado xxxx, presenta escrito con fecha viernes 4 de octubre del 2013, 
a las quince horas con veinte cuatro minutos anunciando las pruebas. 
Solicitando los testimonios de gggg, y zzzz. 
Prueba documental certificados de antecedentes penales  conferidos por los tribunales de 
garantías penales de Imbabura. 
Igualmente el Tribunal Segundo de Garantías Penales  dispone que se actuara de acuerdo a lo 
solicitado. 
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Con fecha 7 de octubre del 2013 a las nueve horas diez minutos, se constituye el Segundo 
Tribunal de Garantías Penales de Imbabura, conformado por el Presidente y los dos conjueces, 
fiscal, el defensor del acusado, no comparece el procesado ni los acusadores, se presenta el 
abogado defensor de los acusadores, quien manifiesta, que dentro del expediente se conoce que 
xxxx es policía, en servicio activo en el mes de julio  se encontraba de servicio en la provincia 
del Carchi y en el mes de octubre en Esmeraldas, se ha hecho lo posible para localizar a mi 
defendido, se ha conocido que su ultimo domicilio lo tiene en la provincia del Guayas, mi 
defendido desconoce sobre esta audiencia.- se concede la palabra al fiscal quien indica que la 
fiscalía tiene todos los testigos y tiene todo lo que se ha anunciado y al no encontrarse el 
acusado no se puede dar la audiencia, se concede la palabra a la parte ofendida quien por medio 
de su abogado defensor dice que en el expediente existe el desistimiento por lo cual solicita que 
en lo posterior no se cuente con los ofendidos. El señor presidente manifiesta que el acusado se 
le va a juzgar por el delito determinado en el Art. 463 con el agravante uno, este delito tiene una 
pena de hasta seis meses, no se puede ordenar medidas, en consecuencia se suspende la etapa 
del juicio hasta que el ciudadano comparezca a esta audiencia de juzgamiento.  
Cabe indicar que el caso analizado es un delito de acción pública que corresponde el ejercicio de 
la acción exclusivamente al fiscal, como lo describe el Art. 33 del código de procedimiento 
penal que dice: “Ejercicio. El ejercicio de la acción pública corresponde exclusivamente al fiscal. El 
ejercicio de la acción privada corresponde únicamente al ofendido, mediante querella” (Código de 
Procedimiento Penal, 2012) 
Es decir que es responsabilidad del fiscal es perseguir el delito hasta finalizar pero en el presente 
caso solamente llega hasta la audiencia oral pública de juzgamiento, por cuanto existe 
prohibición para obligar coercitivamente al acusado a presentarse, tomando en consideración en 
el presente caso que si de requerir al acusado por parte del Tribunal de Garantías Penales  es 
fácil encontrarlo por cuanto es Policía en servicio activo.  
3.2 ANÁLISIS DEL DICTAMEN FISCAL, AUTO DE LLAMAMIENTO A 
JUICIO  Y DE LA AUDIENCIA ORAL PÚBLICA DE JUZGAMIENTO DE 
UN JUICIO POR NEGLIGENCIA PROFESIONAL.- (Art. 472 Código 
Penal) 
Se va a realizar un análisis de este juicio por cuanto es importante determinar la serie de 
trámites y el tiempo que transcurre para a la final no quedar en nada, pese a que en la fiscalía 
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existe siete cuerpos, dentro del juicio se han adjuntado una serie de documentos y análisis tanto 
del Hospital del IEES del Cantón Ibarra, del Hospital Ingles (Quito), Hospital San Vicente de 
Paul como de otras Instituciones de Salud en la que la afectada se ha hecho atender. 
En el caso que nos ocupa existen tres acusados que los vamos a determinar como AAAA, 
BBBB y CCCC. 
AAAA, es un médico colombiano, que no tiene ningún permiso para ejercer la profesión como 
médico en el País, no tiene contrato con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social de Ibarra, 
no ha rivalidad materias para ser reconocido en el País como profesional de la salud, no 
pertenece a ningún Colegio de Médicos, no se encuentra registrado en el SENACYT. Sin 
embargo hacia cirugías de caderas en el IESS. 
El médico en mención inicia sus labores con la invitación en el 2005 de la Directora del 
Hospital del Seguro Social  de ese entonces con la finalidad de que enseñe su técnica de 
implante de prótesis de cadera a los traumatólogos de planta del Hospital del Seguro Social. 
BBBB, médico traumatólogo tiene contrato como médico de planta del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social de Imbabura. 
CCCC, médico ambulatorio, que labora en el Cantón Otavalo Provincia de Imbabura y atiende 
en el Hospital del IESS del Cantón Ibarra dos días a la semana, específicamente los días 
miércoles y viernes. 
XXXX, la paciente que tiene luxación congénita de cadera, de 63 años de edad, de profesión 
costurera. 
YYYY, esposo de la señora XXXX, quien presenta la denuncia. 
A otros profesionales medico se los nombrar pero no con el nombre completo. 
Se da inicio a la indagación previa el 13 de marzo del 2009 
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Con fecha 26 de junio del 2013, el fiscal de la unidad especializada Nro. 3 de los delitos contra 
la administración pública, fe pública, delincuencia organizada transnacionales e internacionales 
de Imbabura envían al Juzgado Segundo de Garantías Penales de Imbabura el auto de 
llamamiento a juicio, en el cual se detalla lo siguiente: 
“SEÑOR JUEZ DE GARANTÍAS PENALES DE IMBABURA: 
Dr. Javier Cadena, Fiscal de la Unidad Especializada de Delitos Contra la Administración 
Pública, Fe Pública, Delincuencia Organizada, Transnacionales, Internacionales y Patrimonio 
Ciudadano, en relación al juicio Nro. 442-2010, Instrucción Fiscal (Nro. 798-2009) que se sigue 
por el delito de lesiones Inintencionales en contra de Dr. AAAA, BBBB y CCCC, de 
conformidad al artículo 224 del Código de Procedimiento Penal, emito el siguiente dictamen 
fiscal en los siguientes términos: 
1.- DETERMINACIÓN DE LA INFRACCIÓN ACUSADA CON TODAS SUS 
CIRCUNSTANCIAS: 
Del contenido de la denuncia presentada por YYYY, se tiene conocimiento que el día 29 de 
febrero del 2008, su esposa XXXX, se ha sometido a una operación quirúrgica de prótesis de 
cadera, en el Hospital del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social de la Ciudad de Ibarra, ha 
sido intervenida por los traumatólogos Dr. AAAA, de nacionalidad Colombiana y Dr. BBBB, 
traumatólogo del Hospital del IESS, de la Ciudad de Ibarra. A raíz de esta primera operación su 
esposa no ha tenido los resultados esperados, ya que la placa que le han implantado en la pierna 
derecha, al poco tiempo se había desprendido la cabeza femoral de la prótesis de cadera por lo 
que ha sido necesario otras intervenciones de las cuales la última había sido el 25 de abril del 
2008 en la cual el Dr. AAAA, ha intervenido por segunda vez, aduciendo que recién colocaba 
los seguros de la cabeza femoral, a los tres días de esto se han percatado que la placa que le han 
colocado en la primera intervención estaba desprendida, ha acudido al Hospital del IESS y el 
Dr. BBBB, mediante radiografía ha comprobado que la placa era muy pequeña, por lo que ha 
sido necesario otra intervención para colocarle una nueva placa de nueve clavos por lo que los 
señores médicos sin tomar las precauciones del caso habían hecho un corte en el fémur de la 
pierna derecha y según el diagnóstico emitido por el Hospital Ingles de la Ciudad de Quito dice 
textualmente: “en nervio peroneo derecho con intensidades de estimulación supramaxilar en 
tobillo, cabeza de peroné y fosa poplítea no se registra ninguna respuesta”. Y como conclusión 
indica “Los hallazgos del presente examen son compatibles con severa neuropatía axonal del 
nervio ciático mayor derecho por lesión proximal”. A más de ellos en la fase de rehabilitación 
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que ha realizado en el Hospital San Vicente de Paul, se indica por parte de los médicos tratantes 
que las placas que le han colocado no tenía las seguridades requeridas, por lo que el Dr. CCCC, 
del Hospital del IESS de Otavalo, opera nuevamente a su esposa y cambia la placa en el fémur 
derecho que anteriormente constaba de 6 clavos por una nueva de 9 calvos. Ante esta situación 
su esposo no tuvo los resultados positivos esperados, actualmente su pierna derecha ha quedado 
inutilizada, no puede flexionar, no tiene movimiento y para caminar utiliza un andador. Por lo 
que solicita se habrá una indagación previa en contra de la Regional 8 del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social, en la persona de su director, de los médicos que intervinieron a su esposa 
Dr. AAAA, BBBB y CCCC” 
2.- DATOS PERSONALES DE LOS PROCESADOS: 
AAAA, de nacionalidad Colombiana, con cedula de identidad No. 666667777, de 49 años de 
edad, estado civil casado, instrucción superior, ocupación medico ortopedista especializado en 
reemplazo de cadera y rodilla, domiciliado en terrazas de Briseño casa 1ra Norte de la ciudad de 
Pasto Colombia, teléfono 8899887. 
BBBB, de nacionalidad ecuatoriana, con cedula de ciudadanía Nro. 88676577787, de 63 años 
de edad, estado civil casado, instrucción superior, ocupación médico, domiciliado en la Av. 
Teodoro Gómez de la Torre 108 y José Domingo Albuja, Cantón Ibarra, Teléfono 9988309. 
CCCC, de nacionalidad ecuatoriana, con cedula de ciudadanía Nro. 9988309, de 47 años de 
edad, estado civil casado, instrucción superior, ocupación médico, domiciliado en la calle Pablo 
Aníbal Vela 759 y Luis Felipe Lara, cantón Ibarra, Teléfono 2608-208/0993507841 
3.- ELEMENTOS EN QUE SE FUNDA LA ACUSACIÓN A LOS PROCESADOS: 
De conformidad con los elementos de juicio que a continuación se expresaran considero que: 
La existencia material de la infracción, está justificada con lo siguiente: 
De fojas 1 consta la denuncia presentada por el señor YYYY, en la que describe los hechos 
suscitados de la presente causa. 
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De fojas 17 a 19 consta copias certificadas del consentimiento de la paciente para atención 
medica en el Servicio de Traumatología y Ortopedia del Hospital Regional del IESS de Ibarra, 
donde la señora Segunda Dolores Aguirre Martínez libre y voluntariamente autoriza al Dr. 
BBBB y sus colaboradores a realizar intervención quirúrgica. 
De fojas 30 a 35 consta examen médico de laboratorio de Neurofisiología del Hospital de 
Cínicas Pichincha realizado por el Dr. Gastón, en el que concluye que el estudio demuestra una 
Neuropatía del ciático derecho, tipo neurotmesis proximal, con degeneración axomal distal 
completa. Neuropatía del Femoral derecho, con una lesión tipo axonotmesis vs neurotmesis con 
degeneración axomal distal, mayor del 80%. 
De fojas 64 y 65 consta resultado de los exámenes médicos realizados en el Hospital Carlos 
Andrade Marín del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social de la ciudad de Quito, de fecha 13 
de julio del 2009. 
De fojas 67 a 145 consta contestación al oficio No. 858-FI-JAPL del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social donde adjunta copia certificada de la Historia Clínica de la paciente Sra. 
XXXX. 
De fojas 147 a 149 consta informe médico legal practicado a la señora XXXX, por parte del Dr. 
Darío, médico legista de la Fiscalía, concluye que dichas lesiones son provenientes  de la acción 
TRAUMÁTICA DE INTERVENCIONES O INTERVENCIÓN QUIRÚRGICA, que le 
determina una enfermedad o incapacidad física  para el trabajo de 31 a 90 días. 
De fojas 302 a 304 consta oficio 21000000-2681 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
donde detallan las fechas donde ha sido atendida la señora XXXX, por parte del Dr. Alfonso, 
médico legista de la fiscalía quien en lo principal concluye que dichas lesiones  son 
provenientes de la acción de complicaciones o efectos secundarios de las operaciones sufridas 
por la paciente, existen lesiones óseas y neurológicas que impiden el buen funcionamiento y 
utilización del miembro inferior derecho que determina una incapacidad de 120 días. Se adjunta 
copia del pedido del HCAM que certifica el diagnóstico  y las probables medidas a tomar en el 
futuro. 
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De fojas 385 a 420 consta contestación al oficio No. 167-FGE.FDI-LJDC del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social de Ibarra adjunta copia certificada de la Historia Clínica Nro. 
491291 de la señora XXXX. 
De fojas 597 a 648 consta informe médico legal elaborado por el Dr. Alfonso, médico legista de 
la fiscalía que en lo principal concluye que: La Señora XXXX se ha sometido a tres operaciones 
quirúrgicas  y sale de estas intervenciones con la misma reluxacion de la prótesis de la cadera y 
con una lesión del nervio ciático derecho. Existe un ejercicio ilegal de la medicina en el Ecuador 
por parte del Dr. AAAA, quien ha sido invitado como instructor en las cirugías de implante de 
cadera y para ejercer la medicina en el Ecuador se requiere un título obtenido en las 
universidades Ecuatorianas o siendo extranjero, tener título debidamente refrendados ante las 
autoridades responsables de legalización. Existe una criticable delegación de funciones y 
responsabilidades por parte del médico tratante BBBB, que en dos intervenciones se hizo 
reemplazar por un profesional que no contaba con la autorización legal para el ejercicio de la 
medicina en el Ecuador. Hasta la presente fecha no se ha dado atención integral a la paciente y 
necesita de manera urgente una serie de operaciones re habilitantes que le permitan sobrellevar 
su enfermedad. 
En cuanto a los fundamentos graves del procesado tenemos: 
De fojas 12 consta las versiones del señor YYYY, quien manifiesta que desde el año 2007 ha 
comenzado a buscar un turno en el Hospital del IESS, para operar a su esposa XXXX, en el 
2008 acude donde el Director del Hospital del Seguro Social de Ibarra, quien le ayuda con un 
cupo para el 29 de enero del 2008, ingresa para la primera intervención quirúrgica para 
cambiarle prótesis de cadera ya que según términos médicos sufría de luxación de cadera de 
nacimiento, el doctor que interviene ha sido AAAA, colombiano y como ayudantes BBBB y 
CCCC, al término de la operación el Dr. AAAA se ha dado cuenta que la pierna derecha le ha 
quedado más larga por lo que ha tomado la decisión de cortar el fémur de la pierna enferma 4,5 
centímetros para igualar la pierna su esposa ha permanecido 23 días en el Hospital a cargo del 
Dr. BBBB quien le ha dado de alta a pesar que sufría de infección en la herida de la prótesis. 
Por su trabajo se ha trasladado a la ciudad de Guayaquil, a los dos meses recibe una llamada de 
parte de su esposa indicándole que la prótesis de la cadera que le habían implantado se había 
zafado, le ha practicado una nueva radiografía comprobando que en realidad la placa estaba 
zafada. Como el Dr. AAAA se ha encontrado en Colombia y por la urgencia del caso se le ha 
pedido al Dr. CCCC, médico de Otavalo, que en conjunto con el Dr. BBBB, procedan a cambiar 
la placa, esta ha sido la cuarta intervención realizada a su esposa. Luego de esta cuarta 
88 
intervención ha sido dada de alta. Ha ingresado a rehabilitación al mando del Dr. Albán por 
unos tres meses, con una orden del Dr. Albán se ha trasladado a la ciudad de Quito al Hospital 
Ingles, para un chequeo médico donde confirman que su esposa sufre de Axomomnesis, lo que 
significa un corte total del nervio peronico y según palabras textuales de la doctora María de 
Los Ángeles Vallejo de dicha casa de salud, ha manifestado que la señora no va a volver a 
caminar porque tiene un daño irreversible. Su esposa desde la primera intervención ha dejado de 
trabajar como modista porque se encuentra sin control de la pierna derecha y utiliza un andador 
para desplazarse. 
De fojas 22 a 25 consta contestación al oficio Nro. 302-FI-JAPL del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social Hospital de Ibarra donde informa que el Dr. BBBB, es médico traumatólogo 
de este Hospital con 35 años de trabajo y experiencia. El Dr. CCCC es médico traumatólogo del 
Centro de Atención Ambulatorio del IESS de Otavalo y acude a esta unidad médica los días 
miércoles y viernes. El Dr. AAAA, no pertenece a esta Institución, colabora en calidad de tutor 
de las cirugías de Artroplastia de la Cadera y rodilla ya que es autor de la técnica de Mini 
Abordaje y es catalogado como uno de los mejores cirujanos ortopedistas del mundo. Se anexa 
oficio suscrito por el Ing. Manuel Beltrán. Delgado de Recursos Humanos del Hospital. 
De fojas 38,39 y 272 consta las versiones del Dr. BBBBB, quien indica que es médico 
traumatólogo y trabaja en el Hospital del IESS de Ibarra, la paciente de nombres XXXX de 63 
años de edad con antecedentes de luxación congénita derecha que le ha provocado dolor agudo. 
Esta paciente ha sido evaluada por el Dr. AAAA, cirujano ortopedista de nacionalidad 
Colombiana, que se ha encontrado entrenando a los cirujanos del Seguro, el mencionado galeno 
ha conversado con la paciente y le propone la intervención quirúrgica informándole 
detalladamente de las posibles complicaciones que se puede dar a este tipo de cirugías siendo la 
más importante la elongación del nervio ciático ya que quirúrgicamente debía reponerse cinco 
centímetros. La paciente había acudido al hospital del Seguro del día 06 de noviembre del 2006 
donde le habían propuesto la cirugía de Artroplastia Total de la Cadera, el 19 de junio del 2007 
después de ser valorada por el Dr. AAAA, ha pedido ser intervenida por dicho galeno, por falta 
de turnos se ha planificado la operación para el mes de febrero del 2008 se ha encontrado como 
ayudante en el Team Quirúrgico de la señora XXXX de 63 años con antecedentes de luxación 
congénita derecha alta que le provocaba dolor agudo. Durante la cirugía se ha observado una 
muy mala calidad ósea. Para el día 16 de abril en visita conjunta realizada con el Dr. BBBB han 
observado el aflojamiento del componente acetabular de lo que han comunicado al Dr. AAAA y 
se ha decidido realizar la recolocación del mismo; el 18 de abril del 2008 se ha realizado la 
revisión quirúrgica comprobándose el diagnóstico y fijándose un nuevo componente acetabular 
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con tornillos. El 26 de abril del 2008 en otra visita del Dr. BBBB han comprobado el 
aflojamiento de la placa  de osteosíntesis de la osteotomía femiral distal y en conjunto con el 
mencionado medico han decidido colocar otra placa. El 28 de abril han procedido a realizar otra 
intervención  y colocado una placa de nueve centímetros, comprobándose la pésima calidad 
ósea, en visitas previas se ha comprobado el gran dolor en las extremidades de la paciente, 
posteriormente han existido consultas informales por parte de la paciente al Dr. AAAA, las 
mismas que se han realizado en la sala de curaciones es del quirófano con lo que se comprueba 
la lesión del ciático plopliteo externo, luego de esto ya no ha podido comprobar el estado de la 
paciente. Menciona que toda paciente que ingresa a una cirugía debe firmar un consentimiento y 
además debe ser controlada por el médico que haya intervenido, desconoce quien haya dado la 
autorización para que el Dr. AAAA, haga las intervenciones en  el Hospital del Seguro. 
De fojas 58 consta las versiones de la señora XXXX, quien indica que se ha realizado la primera 
operación el 28 de febrero del 2008 en el Hospital del Seguro de Ibarra, por una luxación de 
cadera, para ponerle una placa en la cadera derecha, luego de la operación los médicos se habían 
dado cuenta que la pierna derecha había quedado siete centímetros más larga, razón por la cual 
le habían cortado el fémur para igualar el largo con la otra. Luego de la operación el Dr. AAAA 
de nacionalidad Colombiana que le había intervenido había dejado la orden al  Dr. BBBB de 
darle el alta máximo en cinco días, cosa que no ha sucedido y ha salido a los 24 días con una 
fuerte infección de la herida porque los quirófanos habían estado contaminados, ha permanecido 
en su domicilio curándose las heridas con la licenciada Paulina Torres por el lapso de dos meses 
aproximadamente, en los primeros días del mes de abril del 2008 se ha sometido a una nueva 
operación porque se había zafado la placa que le han puesto en la operación anterior, en esta 
otra operación ha intervenido el Dr. CCCC y BBBB los cuales han cambiado la placa  por una 
más grande, a lo que ha salido del Hospital ha sentido dolores desde la cadera hasta los dedos de 
los pies. Indica que no tiene movilidad de la pierna derecha porque tiene afectado el nervio 
peronico, el Dr. Gastón Rodríguez, médico de la clínica Pichincha le ha dicho que tiene 
Axonomesis, por tal motivo está imposibilitada para toda la vida, no puede levantarse de la 
cama por su propia cuenta necesita ayuda de otras personas. 
De fojas 60 consta contestación al oficio Nro. 824-FI-JAPL del CONESUP (Consejo Nacional 
de Educación Superior) donde informa que el señor Dr. AAAA, no tiene registrado ningún 
título académico en el CONESUP. 
De fojas 150 consta contestación al oficio Nro. 823-FI-JAPL del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social Dirección Provincial del IESS Imbabura donde dan a conocer que el Dr. 
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AAAA, no mantiene ningún contrato ni convenio para poder realizar cirugías en las 
Dependencias del IESS de Imbabura, Carchi, Sucumbíos y Orellana. De igual manera no consta 
en los registros como médico de planta del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 
De fojas 153 a 169 consta oficio Nro. 218072211-459 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social Hospital Ibarra donde informan que no existe convenio entre el Hospital del IESS el Dr. 
AAAA. No se encuentran datos que certifiquen que el Dr. AAAA haya firmado como médico 
principal o ayudante. Adjuntan cuadros de horas quirúrgicas por médico. 
De fojas 187 consta contestación al oficio Nro. 1115-FI-JAPL del Colegio de Médicos de 
Imbabura conde comunica que el Dr. AAAA no se encuentra registrado en dicho Colegio. 
De fojas 190 a 194 consta oficio Nro. 21011000-666 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social donde informan que se ha solicitado a la Subdirección de Recursos Humanos se dé inicio 
al proceso de investigación sobre las cirugías realizados por el Dr. AAAA. 
De fojas 195 consta oficio 201-PVSP de la Dirección Provincial de Salud de Imbabura donde 
informan que una vez revisados los libros de registro de profesionales que reposan en el archivo 
del Proceso de Vigilancia Sanitaria de la Dirección Provincial de Salud de Imbabura, no se 
encuentra registrado el Dr. AAAA. 
De fojas 220 consta la versione de la doctora PAOLA PAREDES, quien manifiesta que desde 
abril del 2005 hasta octubre del 2006 se ha desempeñado como directora del Hospital del IESS 
de la ciudad de Ibarra, en esas fechas el Hospital realizaba cambios de prótesis de cadera, por lo 
que ha procedido a dar la autorización a los médicos traumatólogos  para la compra y que se 
realicen las cirugías para la colocación de la prótesis de cadera. De la denuncia que le dan 
lectura indica que desconoce porque los hechos han ocurrido en el 2008 tiempo en el cual ya no 
se ha encontrado al frente del Hospital del IESS. Indica que con fecha 07 de octubre del 2005 ha 
solicitado apoyo al Dr. AAAA para instruir a los traumatólogos en el uso correcto de las 
prótesis, el apoyo deba ser practico al momento de realizar las cirugías, caso contrario no podía 
explicarse el procedimiento, durante todo el tiempo que ha estado al frente del Hospital nunca se 
ha presentado complicaciones. 
De fojas 269 consta la versión del Dr. Vicente Muñoz, quien indica que en efecto la paciente 
XXXX, había sido intervenida en el Hospital del Seguro de Ibarra, para tener opción a una 
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cirugía el afiliado o un familiar dan a través de un documento llamado acción consentida previo 
a la cirugía el consentimiento para que se realice dicha cirugía. Al momento de realizarse la 
intervención la Señora  ha adolecido de una enfermedad como es una luxación congénita de 
cadera, lesión que ha presentado durante 63 años. El Dr. AAAA ha actuado en calidad de tutor 
de los médicos traumatólogos del Hospital en vista de que es portador de una técnica 
denominada mini abordaje, se deduce que la cirugía tiene mínimas complicaciones, el 
procedimiento anterior a esta técnica han sido cirugías muy drásticas y extensas con tiempo de 4 
a 6 horas, con la técnica del Dr. AAAA se llega a un tiempo máximo de 60 minutos y así mismo 
el tiempo de permanencia hospitalaria se ha reducido a 48 horas. Este facultativo de 
Nacionalidad Colombiana ha actuado como lo ha mencionado la doctora Paola en el oficio 07 
de octubre del 2005 que la salud no tiene fronteras y que todo nuevo adelanto en el campo de la 
medicina tiene que ser aplicado en beneficio de la colectividad. De lo que conoce el Dr. AAAA 
ha realizado alrededor de 300 cirugías en esta unidad médica de las cuales 299 han sido con 
total éxito y existe documentos a través de la prensa y testimonios de agradecimiento de muchos 
afiliados que han tenido que esperar por más de cuatro años para ser atendidos en el hospital 
Andrade Marín. Indica que como médico en todo acto quirúrgico tiene un riesgo y existe una 
posibilidad que aun en pacientes completamente sanos no puedan obtenerse resultados 
satisfactorios, circunstancias que no se han dado en el presenta caso por cuanto la paciente 
XXXX ya adolecía de una luxación congénita de cadera. 
De fojas 276 consta las versiones del Dr. Jorge indica que no ha participado en ninguno de los 
tres procedimientos quirúrgicos realizado a la Señora XXXX, ya que esos días se ha encontrado 
en consulta  externa en el Servicio de Traumatología del Hospital del IESS de Ibarra, menciona 
que la presencia del Dr. AAAA había sido autorizado por la Dirección del Hospital a cargo de la 
Dr. Paola y al ser funcionario de la Institución debe someterse a las decisiones de la dirección. 
De fojas 370 a 373 consta la versiones del Dr. AAAA, quien indica que tiene casi 20 años de 
experiencia en cirugías de cadera, realizando cerca de 500 cirugías al año, ha labrado un nombre 
internacional ya que específicamente la cirugía de cadera en pacientes como la quejosa son 
difíciles de realizar para el ortopedista general, esto lo ha llevado a dar conferencias en toda 
Latinoamérica, Europa y Estado Unidos y casa ortopédicas que distribuyen los implantes. Los 
Doctores del IESS de Ibarra han conocido de su trabajo e inicialmente han sido invitados hacer 
cirugías en los servicios de Hospitales de Pasto. Este grupo ha gestionado que venga a 
asesorarlos, prueba de lo cual anexa original firmado por el subdirector de hospitalización y 
ambulatorio Dr. Vicente Muñoz de fecha 20 de octubre del 2006. Bajo estas condiciones ha 
acompañado a los doctores no solo a Ibarra, sino en diferentes instituciones de Quito y 
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Riobamba. La paciente como relata la historia clínica foliada, ha presentado una luxación alta de 
cadera, con más de 7 centímetros de diferencia, severa cojera, dolor y limitación funcional. 
Como consta en la historia clínica en repetidas oportunidades la paciente tiene una severa 
osteoporosis no solo producto de la edad sino de su condición física previa la cirugía. Como 
consta la historia clínica el día 29 de febrero del 2008, ha sido realizada la cirugía colocando el 
remplazo articular en el sitio original, y saliendo como consta en el reporte sin complicaciones 
intra-operatorias, los pacientes quedan a cargo de los médicos tratantes del Seguro Social para el 
manejo de su posoperatorio. Seis semanas después regresa a hacer una re intervención ya que ha 
existido una luxación del implante con aflojamiento acetabular, que en términos prácticos 
significa que por alguna situación la cadera seis semanas después se ha salido de su sitio y la 
mala calidad ósea ha soltado dicho implante, ha sido llevada a cirugía nuevamente y por la mala 
calidad del acetábulo se ha optado por una solución mucho más agresiva, la colocación de un 
anillo, logrando nuevamente la estabilidad. La historia clínica confirma que diez días después 
han notado aflojamiento de la placa  colocada en el fémur distal  y como consta de los folios 
existe una severa osteoporosis y dificultad para lograr la adecuada fijación, han colocado una 
placa de mayor longitud y numero de tornillos. Respecto a la lesión del nervio ciático, menciona 
que esta es una cirugía donde existe un riesgo muy alto de presentarse. En los folios observa que 
la paciente ha firmado un consentimiento, así mismo en las declaraciones de los doctores que 
figuran en el expediente recalcan que tanto ellos como él. Le han explicado verbalmente la  
señora XXXX de dicho riesgo. En este punto aclara que la lesión no es iatrogenia es decir 
causada por una mala práctica médica, sino es producto de la elongación del nervio, en términos 
sencillos indica que para colocar la cadera en su sitio, quirúrgicamente se puede cortar todas las 
estructuras, músculos, huesos, ligamentos, tendones, pero no se puede cortar el nervio ni la 
arteria de la extremidad, cuando realizan el estiramiento. Cuando se realiza el estiramiento del 
nervio se puede encontrar tres variedades progresivas y cada vez más graves de lesión, el primer 
estado llamado neuropraxia, existe una lesión fisiológica mas no anatómica, producto de esta 
distracción o elongación obviamente puede recuperarse incluso sin dejar secuelas, en el segundo 
tipo, la elongación es tal que las células nerviosas van dentro de la cobertura  fibrosa del nervio, 
se lesiona pero el nervio persiste integro, este tipo es llamado axonopmesis y es el referido en lo 
leído inicialmente, lo que confirma la lesión por distracción y que nunca porque haya cortado en 
cualquiera de los procedimientos. Resalta que si bien son eventos desafortunados los ocurridos 
con la señora XXXX, todas las complicaciones surgen en una paciente con muy mala calidad 
ósea y una enfermedad de base que ha ido lesionando su sistema musculo esquelético desde su 
nacimiento. Anota que toda cirugía presenta unos protocolos de seguimiento y es imposible que 
se pueda salir del quirófano dejando una paciente en mal estado o inestable, en los dos 
procedimientos que ha asistido, la cadera ha quedado en su sitio, las complicaciones puede 
haberse dado por la edad y osteoporosis de la paciente. En la tercera cirugía se relata la pobre 
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calidad ósea y la dificultad que han tenido sus colegas en estabilizar esta osteotomía incluso con 
una placa más larga. A las preguntas del Señor Fiscal ha respondido que efectivamente ha 
intervenido con los médicos del Seguro Social, no solo a esta paciente sino a más de 300 
pacientes con excelentes resultados. A la señora XXXX le intervino en las dos primeras 
operaciones, su actividad se ha limitado solo al manejo intra operativo del paciente, en ninguna 
momento ha estado autorizado para dar órdenes y/o escribir en la historia clínica institucional y 
son los médicos del IESS que quedan al cuidado de los pacientes. Agrega que esta técnica se ha 
venido implementando desde 1995 y que tiene la gran ventaja de poder ser realizada con 
cualquier tipo de implante protésico, para la época de los hechos ya ha tenido más de 150 
cirugías de cadera complejas de este tipo y más de 2500 cirugías de cadera primarias, con esta 
técnica ha conseguido no solo ser invitado como conferencista y cirujano, sino que 
periódicamente vienen colegas de otros países para capacitarse en su técnica, ha alcanzado las 
máximas distinciones en su país, ha sido nombrado presidente de la Sociedad Colombiana de 
Ortopedia y actualmente se desempeña como secretario de la Sociedad Latinoamericana de 
Ortopedia. 
De fojas 375 consta certificado del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, donde indica que 
se obtuvo la colaboración del Dr. AAAA para el hospital del IESS Ibarra actuando como 
instructor de los procedimientos quirúrgicos y los médicos traumatólogos como cirujanos y 
responsables del paciente. 
De fojas 376 consta certificación No. 245111101-046 de la Dirección del IESS de Riobamba 
donde indican que el Dr. AAAA ha venido colaborando desde inicios del año 2005 hasta la 
presente fecha en cirugías de cadera y rodillas en esta casa de salud. 
De fojas 448 a 596 consta contestación al oficio Nro. 176-FGE-FDI-I-LJDC del Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social Hospital de Ibarra, adjuntan copias certificadas del 
Reglamento General de las Unidades Médicas del IESS, registro estadístico de operaciones de 
cadera en los últimos diez años u las prótesis que se implantan, las casa proveedoras de las 
prótesis el mismo periodo, los profesionales que han realizado las artroplastias, en los últimos 
diez años, certificado 218071101-1116, suscrito por el Dr., Vicente Muñoz, oficio Nro. 
218071101-1255 suscrito por el Dr. Jimmy en la cual expresan el agradecimiento por la 
colaboración bridada al Dr. AAAA. 
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4.- LAS DISPOSICIONES LEGALES Y CONSTITUCIONALES QUE SANCIONAN EL 
ACTO: 
Está tipificado en el inciso segundo del Art. 472 del Código Penal vigente; y el bien jurídico 
protegido se encuentra garantizado en el Art. 38 numerales 1 y 4; y , Art. 52, 53, 54, 66 numeral 
3, literal a; 359, 368, 369 de la Constitución de la República del Ecuador. 
5.- CONCLUSIÓN: 
El Art. 87 del Código de Procedimiento Penal dice que la presunción estará basada en indicios 
probados, graves, precisos y concordantes. De lo actuado se establece que del examen de 
auditoría médica a pág. 612 vta. 617 se establece algunas interrogantes que nos permiten 
realizar un análisis respecto al presente caso, del cual se establece la responsabilidad de los 
procesados. 
En doctrina, esto que nuestra ley llama inintencionales es la clásica infracción culposa ya que se 
dice que las heridas o lesiones han sido causada por falta de previsión o precaución, es decir que 
debe haber falta de previsión o falta de precaución, pero en estas ausencias, sea sumadas, sea 
una por una o lagunas de las circunstancias de negligencia, imprudencia, impericia, o 
inobservancia. 
Por lo expuesto se establece que existe méritos suficientes para acusar a los señores Doctores 
AAAA, BBBB, CCCC, como AUTORES de la infracción mencionada; por lo que solicito de su 
autoridad se dicte el correspondiente AUTO DE LLAMAMIENTO A JUICIO ya que los autos 
así lo ameritan, remito a usted señor juez el expediente para los efectos de Ley. 
Ibarra, 26 de junio del 2013 
Dr. Javier Cadena C. 
FISCAL DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA Nro. 3 DE LOS DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, FE PÚBLICA, DELINCUENCIA ORGANIZADA 
TRANSNACIONALES E INTERNACIONALES DE IMBABURA 
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A continuación el auto de llamamiento a juicio por parte del Juez Segundo de Garantías Penales 
de Imbabura.- 
Juicio No. 10252-2010-0442 
Rep.: Dr. EDWIN MAURICIO CAHUEÑAS IGUAGO 
Ibarra, martes 9 de julio del 2013 
A: FISCAL DE IMBABURA 
Dr. /Ab. DE LA CADENA CORREA JAVIER DR. 
En el juicio por negligencia profesional No. 10252-2010-0442 que sigue YYYY, en contra de 
CCCC, BBBB, AAAA, hay lo siguiente: 
 
JUZGADO SEGUNDO DE GARANTÍAS PENALES DE IMBABURA.- Ibarra, martes 9 de 
julio del 2013, las 11h57.- VISTOS: La presente causa No. 2010-0442 tiene como antecedentes 
la resolución de inicio de la Instrucción Fiscal de fecha viernes 05 de octubre del 2012, las 
15h30, fojas 325 vta. El Dr. Javier de la Cadena Correa Fiscal de Imbabura, imputa a AAAA, en 
base a la denuncia presentada por el ciudadano YYYY, quien pone en conocimiento lo 
siguiente: “El suscrito compareciente soy casado con la señora XXXX (…) El día 29 de enero 
del 2008, mi esposa la señora XXXX, se sometió a una operación quirúrgica de prótesis de 
cadera en el Hospital del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, de la ciudad de Ibarra 
regional 8, en la cual fue intervenida por los médicos traumatólogos Doctores AAAA, de 
nacionalidad Colombiana y BBBB traumatólogo del Hospital del IESS, Regional 8 de la ciudad 
de Ibarra. Lastimosamente a raíz de esta primera operación mi indicada esposa no tuvo los 
resultados esperados, puesto que la placa que le había implantado en su pierna derecha 
específicamente en el fémur derecho y en su cadera, al poco tiempo se había desprendido la 
cabeza femoral de la prótesis de la cadera por lo que necesario algunas otras intervenciones 
quirúrgicas, la última de las cuales fue el día 25 de abril del 2008 en el cual el Dr. AAAA 
intervino por segunda vez  aduciendo que el recién le ponía los seguros de la cabeza femoral, a 
los tres días de esto nos percatamos  de que la placa que le pusimos en la primera intervención 
estaba desprendida en seguida acudí al Hospital del IESS, y el Dr. BBBB mediante radiografía 
comprobó que la placa era muy pequeña, por lo que tuvo que ser necesario otra intervención 
para colocarle una nueva placa de nueve clavos, la placa implantada en el fémur derecho de mi 
esposa había sido muy pequeña y por ello hubo la necesidad de ponerle otra placa más grande 
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pero los señores médicos sin tomar las precauciones del caso habían hecho un corte en el fémur 
derecho de la pierna derecha de mi esposa y según el diagnóstico emitido por el Hospital Ingles 
de la ciudad de Quito, dice textualmente “El nervio peroneo derecho con intensidad de 
estimulación supramaximal en tobillo, cabeza de peroné y fosa poplítea no se registra ninguna 
respuesta. No hay respuesta sensitiva en nervio peroneo y fosa poplítea no se registra ninguna 
respuesta. No hay respuesta sensitiva  en nervio peroneo superficial derecho “y como 
conclusión indica, los hallazgos del presente examen son compatibles con severa neuropatía 
axonal de nervio ciático mayor derecho  por lesión proximal”. A más de ello, en la fase de 
rehabilitación de mi esposa que se realizó en el Hospital San Vicente de Paul de la ciudad de 
Ibarra, se indica por parte de los médicos tratantes  de que las placas que se le han puesto no 
tenían las seguridades requeridas y por ello la razón de su desplazamiento; es por esto que el Dr. 
CCCC del Hospital del IESS de Otavalo opera nuevamente a mi esposa y cambia la placa 
colocada en el fémur derecho que anteriormente constaba de 6 clavos, por una de 9 clavos. Ante 
esta situación quirúrgica 
A que fue sometida mi esposa no tuvo los resultados positivos esperados más bien ella 
actualmente quedo muy mal prácticamente su pierna derecha queso inutilizada, no puede 
flexionar la pierna, no tiene movimiento, y de la rodilla hasta el pie, la tiene paralizada, esto por 
cuanto se le hay seccionado el nervio perotico del fémur derecho lo que se le ha ocasionado una 
parálisis parcial de la pierna derecha por eso es que actualmente mi esposa para caminar utiliza 
un andador…”.- El Señor Fiscal de Imbabura manifiesta que en la audiencia oral publica y 
contradictoria de formulación de cargos, que mediante denuncia presentada por YYYY, haced 
conocer que su esposa la señora XXXX, se sometió a una operación quirúrgica de prótesis de 
cadera en el Hospital del IESS de esta ciudad de Ibarra, en la cual fue intervenida por los 
médicos  traumatólogos entre ellos el Dr. AAAA quien por segunda vez le intervino aduciendo 
que recién le ponía los seguros de la cabeza femoral, a los tres días de esto nos percatamos de 
que la placa que le pusieron en la primera intervención estaba desprendida  enseguida acudió al 
hospital del IESS,  y el Dr. BBBB mediante radiografía comprobó que la placa era muy 
pequeña, por lo que tuvo que ser intervenida otra vez para colocarle una nueva placa de nueva 
clavos, por cuanto la placa implantada en el fémur derecho de su esposa había sido muy 
pequeña y por ello hubo la necesidad de ponerle otra placa más grande pero que los señores 
médicos sin tomar las precauciones del caso habían hecho un corte en el fémur derecho de la 
pierna derecha y según el diagnóstico emitido por el hospital Ingles de la ciudad de Quito dice 
textualmente: “En nervio peroné derecho con intensidad de estimulación supramaximal en 
tobillo cabeza de peroné y fosa poplítea no se registra ninguna respuesta , no hay respuesta 
positiva en  nervio peroné superficial  derecho” y como conclusión indica “Los hallazgos del 
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presente examen son compatibles con severa neuropatía axonal del nervio ciático mayor 
derecho por lesión proximal”, además señor Juez en el Hospital San Vicente de Paul en fase de 
rehabilitación se indica por parte de los médicos tratantes que las placas que se le han puesto no 
tenía las seguridades requeridas y por ello la razón de su desprendimiento; que se realizó el 
examen médico legal por parte del Dr. Darío S. que consta del informe a fjs. 147 a 149 en el 
cual en sus conclusiones manifiesta que “dichas lesiones son provenientes de la acción 
traumática de Intervenciones o Intervención Quirúrgica…” en la cual determina una 
incapacidad física para el trabajo de 31 a 90 días; de fjs.153 se desprende que el Dr. AAAA no 
está facultado para laboral en el hospital del IESS, de fs. 194 consta la certificación en la cual 
solicita se inicie una investigación respecto a las irregularidades en la sala de cirugías en el 
procedimiento quirúrgico de ortopedia y traumatología a la señora XXXX, por lo manifestado y 
por existir elementos que sustentan indicios claros y precisos de la responsabilidad del 
sospechoso, Fiscalía de conformidad a lo que dispone el art. 217 del Código de Procedimiento 
Penal RESUELVE dar inicio a la presente INSTRUCCIÓN FISCAL e imputa al ciudadano Dr. 
AAAA. Por el delito de lesiones, previsto en el art. 472 del Código Penal, y por cuanto la pena 
sancionada para esta clase de delitos no excede de un año por esta ocasión la fiscalía no solicita 
ninguna medida de carácter personal, que se le notifique con esta resolución al procesado por 
intermedio de la Defensoría Pública, indicando además que esta instrucción tendrá una duración 
de noventa días.- Este Juzgado Segundo de Garantías Penales, avoca conocimiento de la 
presente resolución en virtud de haberse radicado la competencia Fs. 201 en razón del sorteo de 
ley, y por considerar que fiscalía ha resuelto dar inicio a la presente instrucción fiscal , notifica 
en forma directa y personal con dicha resolución al hoy procesado Dr. AAAA, en la persona del 
Abg. Medardo Estrada en su calidad de defensor público presente en esta audiencia, a fin que 
haga uso de los derechos que le asisten y, que dentro de los treinta días que ha ofrecido Fiscalía 
terminar el presente instructivo, presente todos los elementos de convicción que crea y estime 
necesario para su eficaz y legítimo derecho a la defensa contemplada en la constitución, deberá 
brindar una defensa técnica y profesional en pro del procesado (ausente); que durante los treinta 
días fiscalía recaudara los elementos de cargo y descargo de una manera objetiva e imparcial, 
observando el Art. 65 del Código de Procedimiento Penal; las evidencia quedaran a cargo de 
Fiscalía a fin de que se realicen las experticias de ley. Considerando el Art. 472 del código de 
procedimiento penal (tipificado por fiscalía) y por no reunir los requisitos del Art. 167 ibídem 
no se ordena medida cautelar alguna.- Posteriormente y con fecha viernes 4 de enero del 2013 
las 14h30, tuvo lugar la audiencia oral, publica y contradictoria  de  vinculación (fs. 230 vta.), 
solicitada por Fiscalía, en apego al Art. 221 del Código de Procedimiento Penal, en la que el Dr. 
Javier Cadena manifiesta que mediante denuncia presentada por YYYY, manifiesta que su 
esposa XXXX, se sometió a una operación quirúrgica de prótesis de cadera en el hospital del 
I.E.S.S. de esta ciudad de Ibarra, en la cual fue intervenida por los médicos traumatólogos Dr. 
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AAAA, quien por segunda vez le intervino aduciendo que recién le ponía los seguros de la 
cabeza femoral, a los tres días se percatan de que, la placa que le pusieron en la primera 
intervención estaba desprendida, enseguida acudió al hospital del IESS, en la cual interviene los 
doctores AAAA, BBBB, que esta intervención no tuvo los resultados esperados , por lo que al 
poco tiempo se desprendió la femoral, y la última fue que a los tres días estaba desprendida y el 
Dr. BBBB, comprueba que la placa es pequeña y que en la tercera intervención no se toman las 
precauciones, y según el hospital Ingles de la Ciudad de Quito, dice que se ha dañado el nervio 
ciático. Por ello la paciente fue sometida a periodo de rehabilitación en la cual interviene el Dr. 
CCCC del Hospital del Seguro de Otavalo y le opera nuevamente y le cambia la placa, se han 
dado un sinnúmero de intervenciones, por lo que la fiscalía luego de los análisis realizados, 
considera que existe un ejercicio medico ilegal por parte de un medico colombiana, el Dr. 
AAAA, luego existe una autorización por parte de los directivos del Seguro, a una persona que 
estaba ejerciendo la profesión ilegalmente en el país, ya que para ello se necesita la habilitación 
del SENESYT. Existe mala práctica del Dr. AAAA y sus ayudantes doctores BBBB y CCCC, 
se ha solicitado auditoria al Seguro, misma que hasta la presente fecha no ha sido despachada, 
que se está pasando de un delito culposo a un delito doloso porque se está encubriendo todo el 
andamiaje del Seguro, que se le ha causado un grave daño a la señora, ya que a raíz de todo este 
proceso y según las valoración del Dr. Alfonso Pasquel dice que existe otras complicaciones, e 
incluso por el Stress está perdiendo la memoria. Por lo que la fiscalía en uso de los derechos que 
le otorga la constitución y la protección de la víctima que esta ratificada en la Constitución y los 
Instrumentos Internacionales, ha decidido vincular a los doctores BBBB y CCCC, que 
intervinieron en calidad de ayudantes en las operaciones, las generales de ley consta en las 
versiones rendidas a fojas 358. En vista que el tipo penal por la cual se ha iniciado esta 
instrucción es por un delito de lesiones inintencionales cuya sanción tiene una pena inferior a un 
año, no solicita medidas cautelares. De conformidad con el Art. 221 del Código de 
Procedimiento Penal, solicita se notifique con esta resolución de vinculación a la Instrucción 
Fiscal a los nuevos procesados; que la presente instrucción tendrá una duración de treinta días. 
Por encontrarse presente los defensores, solicita se notifique con esta vinculación.- El Juzgado 
Segundo de Garantías Penales, avoca conocimiento de la presente resolución Fiscal, 
disponiendo la notificación de la vinculación a la presente Instrucción Fiscal a los nuevos 
procesados BBBB y CCCC, a través de su abogado defensor particular Dr. BBBB, que se tome 
en cuenta el tiempo adicional de treinta días para la conclusión de la presente Instrucción Fiscal; 
sin ordenar medidas cautelares alguna.- Termina la fase de instrucción fiscal, en la audiencia, 
Oral, Publica y Contradictoria Preparatoria de Juicio, llevada a cabo el día miércoles 23 de junio 
del 2013, las 14h30, en la que comparecen todos los sujetos de la relación procesal, el Dr. Javier 
de la Cadena, Fiscal de la Unidad Especializad No. 3 de los delitos contra la administración 
Pública, Delincuencia Organizada Transnacionales e Internacionales de Imbabura, emite y 
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sustenta un dictamen acusatorio. Habiéndose dado cumplimiento a lo dispuesto en los Arts. 224 
e innumerado luego del art. 226 del Código de Procedimiento Penal (Agregados por el Art. 59 
de la Ley s/n, RO. 555-S, 24-III-2009), por lo tanto la causa se encuentra para expedir su 
resolución, para ello se hace las siguientes consideraciones. PRIMERO.- De conformidad con lo 
dispuesto en los Arts. 167 y 178 de la Constitución de la Republica; Arts. 7, 150 y 156 del 
Código Orgánico de la Función Judicial; Arts. 3, 16, 17, 19, 21 Numeral 1, 27 numeral 1, 5 y 
10, 224 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, radica la competencia en razón del 
sorteo de ley fs. 201, el Juzgado Segundo de Garantías Penales de Imbabura, es competente para 
conocer y resolver la etapa intermedia de la presente causa.- SEGUNDO.- Tomando en 
consideración que en la especie, el trámite que se ha dado, se ha ceñido a los preceptos legales. 
En la tramitación de la presente causa no se observa vicio, ni omisión de solemnidad sustancial 
alguna que pudiera influir en la decisión de la causa, no se encuentra que se haya vulnerado 
garantía alguna del debido proceso  que contempla el artículo 76 de la Constitución de la 
República del Ecuador. Se DECLARA LA VALIDEZ PROCESAL por haberse observado las 
solemnidades de ley, y no existir violación al trámite que influya en su validez.- TERCERO.- 
La finalidad de la etapa intermedia es la de concebir si de los elementos de convicción recogidos 
por la fiscalía en la etapa de Instrucción, hacen presumir graves y fundadamente la existencia 
del delito imputado; luego si de los elementos de convicción se establecen presunciones serias y 
fundadas de la responsabilidad del/a procesado/a.- Los elementos de convicción que ha recogido 
la Fiscalía durante la etapa de Instrucción Fiscal, consta los siguiente: 1. EVIDENCIA DE TIPO 
MATERIAL: De fojas 147 a 149 consta informe médico legal practicado a la señora XXXX, 
por parte del Dr. Darío Salgado, médico legista de la Fiscalía, concluye que dichas lesiones son 
provenientes de la acción TRAUMÁTICA DE INTERVENCIONES O INTERVENCIÓN 
QUIRÚRGICA, que le determinan una enfermedad e incapacidad física para el trabajo de 31 a 
90 días.- De fojas 354 y 357 consta informe de valoración médica practicado a la señora  
XXXX, por parte del Dr. Alfonso Pasquel, médico legista de la fiscalía, quien en lo principal 
concluye que dichas lesiones son provenientes de la acción de complicaciones o efectos 
secundarios de las operaciones sufridas por la paciente, existen lesión óseas y neurológicas que 
impiden el buen funcionamiento y utilización del miembro inferior derecho que determinan una 
incapacidad de 120 días. Se adjunta copia del pedido del HCAM que certifica el diagnóstico y 
las probables medidas a tomar en el futuro.- De fojas 597 a 648 consta informe médico legal 
elaborado por el Dr. Alfonso Pasquel, médico legista de la Fiscalía que en lo principal concluye 
que: La señora XXXX se ha sometido a tres operaciones quirúrgicas  y sale de estas 
intervenciones con las mismas reluxacion de la protesisi9 de la cadera y con una lesión del 
nervio ciático derecho. Existe un ejercicio ilegal de la medicina en el Ecuador por parte del Dr. 
AAAA quien ha sido invitado como instructor en las cirugías de implante de cadera y para 
ejercer la medicina en el Ecuador se requiere un título obtenido  en la universidades 
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Ecuatorianas o siendo extranjero, tener título debidamente refrendado ante las autoridades 
responsables de legalización. Existe una criticable delegación de funciones y responsabilidades 
de parte del médico tratante Dr. BBBB, que en dos intervenciones se hizo reemplazar por un 
profesional que no contaba con la autorización legal para el ejercicio de la medicina en el 
Ecuador. Hasta la presente fecha no se ha dado atención integral a la paciente y necesita de 
manera urgente una serie de operaciones re habilitantes que le permitan sobrellevar su 
enfermedad.- 2. EVIDENCIAS DOCUMENTALES: De fojas 1 consta la denuncia presentada 
por el Señor YYYY, en la que describe los hechos suscitados  de la presente causa.- De fojas 17 
a 19 consta copias certificadas de consentimiento  del paciente para atención medica en el 
Servicio de Traumatología  y Ortopedia del Hospital Regional del IESS de Ibarra, donde la 
señora XXXX libre y voluntariamente autoriza al Dr. BBBB y sus colaboradores a realizar la 
intervención quirúrgica.- De fojas 22 a 25 consta contestación al oficio Nro. 302-FI-JAPL del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social Hospital de Ibarra donde informan que el Dr. BBBB 
es médico traumatólogo de este Hospital con 35 años de trabajo y experiencia. El Dr. CCCC es 
médico traumatólogo del Centro de Atención Ambulatorio del IESS de Otavalo y acude a esta 
unidad médica los días miércoles y viernes. El Dr. AAAA, no pertenece a esta institución, 
colabora en calidad de tutor de las cirugías de Artroplastia de Cadera y Rodilla ya que es el 
autor de la técnica de Mini Abordaje y es catalogado como uno de los mejores cirujanos 
Ortopedistas del mundo. Se anexa oficio suscrito por el Ing. Manuel Beltrán, de Recursos 
Humanos del Hospital.- De fojas 26 a 29 consta contestación al oficio Nro. 301-FI-JAP del 
Hospital Ingles donde adjuntan copia certificada del resultado del diagnóstico realizado a la 
señora XXXX.- De fojas 30 a 35 consta examen médico de laboratorio de Neurofisiología del 
Hospital de Clínica Pichincha realizado por el Dr. Gastón, en el que concluye que el estudio 
demuestra una neuropatía del Ciático derecho, tipo neurotmesis proximal, con degeneración 
axomal distal completa. Neuropatía del ciático derecho, tipo neurosis proximal, con 
degeneración axonal distal completa. Neuropatía del Femoral derecho, con una lesión  tipo 
axonomesis vs neurotmesis con degeneración axomal distal, mayor del 80%.- De fojas 60 
consta contestación al oficio Nro. 824-FJ-JAPL del CONESUP (Consejo Nacional del 
Educación Superior).- donde informa que el señor Dr. AAAA, no tiene registrado ningún título 
académico en el CONESUP.- De fojas 64 a 65, constan resultados de los exámenes médicos 
realizados en el Hospital Carlos Andrade Marín del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
de la Ciudad de Quito, de fecha 13 de julio del 2009.- De fojas 67 a 145 consta contestación al 
oficio Nro. 858-FI-JAPL, del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social donde adjuntan copias 
certificadas de la Historia Clínica de la paciente señora XXXX.- De fojas 150 consta 
contestación al oficio Nro. 823-FI-JAPL del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
Dirección Provincial del IESS Imbabura donde dan a conocer que el Dr. AAAA, no tiene 
ningún contrato ni convenio para poder realizar cirugías en las dependencias del IESS de 
101 
Imbabura, Carchi, Sucumbíos y Orellana. De igual manera no constan en los registros como 
médico de planta del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.- De fojas 153 a 169 consta 
oficio No. 218072211-459 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social Hospital Ibarra donde 
informa que no existe convenio entre el Hospital del IESS y el Dr. AAAA. No se encuentra 
datos que certifique el Dr. AAAA haya firmado como médico principal o ayudante. Adjunta 
cuadro de horas quirúrgicas por medico.- De fojas 187 consta contestación al oficio  Nro. 1115-
FJ-JAPL del Colegio de Médicos de Imbabura donde comunican que el Dr. AAAA no se 
encuentra registrado en dicho colegio.- De fojas 190 a 194 consta oficio Nro. 21011000-666 del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social donde informan que se ha solicitado a la Subdirección 
de Recursos Humanos se dé inicio al proceso de investigación sobre las cirugías realizadas por 
el Dr. AAAA.- De fojas 195 consta oficio 201-PVSP de la Dirección Provincial de Salud de 
Imbabura  donde informan que una vez revisado los libros de Registro de profesionales que 
reposan en el archivo del proceso de vigilancia sanitaria de la Dirección Provincial de Salud de 
Imbabura, no se encuentra registrado al Dr. AAAA.- De fojas 302 a 304 consta oficio Nro. 
21000000-2681 del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social donde detallan las fechas en la 
que ha sido atendida la señora XXXX, en el Hospital Carlos Andrade Marín.- De fojas 385 a 
420 consta contestación al oficio Nro. 167-FGE-FDI-LJDC, del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social Hospital de Ibarra adjunta copias certificadas de la Historia Clínica Nro. 
491291 de la Señora XXXX.- De fojas 375 consta certificado del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social, donde indica que se obtuvo la colaboración del Dr. AAAA para el Hospital 
del IESS Ibarra actuando como instructor en los procedimientos quirúrgicos y los médicos 
traumatólogos como cirujanos y responsables del paciente.- De fojas 376 consta certificaciones 
Nro. 245111101-046 de la dirección del IESS de Riobamba donde indican que el Dr. AAAA ha 
venido colaborando desde el año 2005 hasta la presente fecha en cirugías de cadera y rodilla en 
esta casa de salud.- De fojas 448 a 596 consta contestación al oficio No., 176-FGE-FDI-I-LJDC, 
del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social Hospital Ibarra, adjunta copia certificada del 
Reglamento General de las Unidades Médicas del IESS, registro estadístico de operaciones de 
cadera de los últimos 10 años y las prótesis que se implantan, las casa proveedoras de las 
prótesis durante el mismo periodo, los profesionales que han realizado las artroplastias en los 
últimos diez años, certificado 218071101-1116, suscrito por el Dr. Vicente Muñoz en el cual 
expresa el agradecimiento por la colaboración brindada al Dr. AAAA.- 3.- EVIDENCIAS 
TESTIMONIALES. De fojas 12 consta la versione del señor YYYY, quien manifiesta que 
desde el año 2007, ha comenzado a buscar un turno en el Hospital del IESS para operar a su 
esposa XXXX, en el 2008 acude donde el Dr. Muñoz. Director del Hospital del Seguro Social 
de Ibarra, quien le ayudo con un cupo para el 29 de enero del 2008, ingresa para la primera 
intervención quirúrgica para cambiarle prótesis de cadera porque según términos médicos sufría 
de luxación de cadera de nacimiento el doctor que interviene ha sido el Dr. AAAA, colombiano 
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y como ayudantes el doctor BBBB, y CCCC, al término de la operación el Dr. AAAA, se ha 
dado cuenta que la pierna derecha le quedaba más larga por lo que ha tomado la decisión de 
cortar el fémur de la pierna enferma 4.5 centímetros para igualar la pierna su esposa ha 
permanecido 23 días hospitalizada a cargo del Dr. BBBB, quien le ha dado de alta a pesar que 
sufría una infección en la herida de la prótesis. Por su trabajo se ha trasladado a la ciudad de 
Guayaquil, a los dos meses recibe una llamada telefónica por parte de su esposa indicándole que 
la prótesis de la cadera que le había implantado se había zafado. Se ha trasladado de inmediato a 
Ibarra, a su esposa le han practicado una tercera operación y al destaparle las cobijas se ha dado 
cuenta que la placa se seis orificios estaba zafada, le ha practicado una nueva radiográfica 
comprobando que en realidad la placa estaba zafada. Como el Dr. AAAA se ha encontrado en 
Colombia y por la urgencia del caso se le ha pedido al Dr. CCCC, médico de Otavalo que en 
conjunto con el Dr. BBBB procedan a cambiar la placa, esta ha sido la cuarta intervención 
realizada a su esposa. Luego de esta cuarta intervención ha sido dada de alta. Ha ingresado a 
rehabilitación al mando del Dr. Albán por unos tres meses, con una orden del Dr. Alaban se ha 
trasladado a la ciudad de Quito al Hospital Ingles, para un chequeo médico donde confirman 
que su esposa sufre de axomomnesis, lo que significa un corte total del nervio peronico y según 
palabras textuales de la doctora María de los Ángeles Vallejo de dicha casa de salud, ha 
manifestado que la señora no va a volver a caminar porque tiene un daño irreversible. Su esposa 
desde la primera intervención ha dejado de trabajar como modista porque se encuentra sin 
control de su pierna derecha y utiliza un andador para desplazarse.- De fojas 38 – 39 –y 272 
constan las versiones del Dr. BBBB, quien indica que es médico traumatólogo y trabaja en el 
hospital del IESS de Ibarra, la paciente de nombres XXXX, de 63 años de edad con 
antecedentes de luxación congénita derecha que le provoca dolor agudo. Esta paciente ha sido 
evaluada por el Dr. AAAA, cirujano ortopedista de nacionalidad colombiana, que se ha 
encontrado entrenando a los cirujanos del Seguro, el mencionado galeno ha conversado con la 
paciente y le propone la intervención quirúrgica indicándole detalladamente las posibles 
complicaciones que se puede dar a este tipo de cirugías siendo la más importante la elongación 
del nervio ciático ya que quirúrgicamente debía reponerse cinco centímetros, La paciente había 
acudido al Hospital del seguro el día 06 de noviembre del 2006 donde le habían propuesto la 
cirugía de Artroplastia total de cadera, el 19 de junio del 2007 después de ser valorada por el Dr. 
AAAA, ha pedido ser intervenida por dicho galeno, por falta de turno se ha planificado la 
operación para el mes de febrero del 2008, el 29 de febrero del 2008, previa realización de 
exámenes pertinentes ha sido sometida a cirugía  de Artroplastia  de cadera más la osteotomía 
del Fémur Distal, añade que el Dr. AAAA, es muy prolijo y como se ha tratado de una paciente 
añosa y con luxación congénita por desuso de su sistema óseo, muscular, ligamentoso, son de 
pésima calidad por lo que los aflojamiento de los materiales (implantes) son frecuentes. El 18 de 
abril del 2008 se ha realizado un revisión quirúrgica y se ha colocado el componente acetabular  
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con dos tornillos más injerto óseo, procedimiento que el Dr. AAAA no ha sabido utilizar pero 
en este caso por el aflojamiento que se ha dado en la paciente se le ha asegurado de esta manera, 
el 28 de abril del 2008 se ha presentado deformación del fémur distal con aflojamiento de los 
tornillos de la placa de osteosíntesis que se ha colocado en el fémur distal posiblemente por 
mala calidad ósea o por movimiento inadecuado de la paciente, se ha colocado nuevamente una 
nueva placa con mayor número de tornillos de los que se coloca de acuerdo a la técnica. La 
paciente ha iniciado la rehabilitación en el Hospital y posterior fuera de este hospital, el día 06 
de mayo del 2008 ha sido dada de alta, el equipo quirúrgico había estado conformado como 
cirujano principal del Dr. AAAA y como ayudantes los Dr. BBBB, CCCC y Jorge Fabara. 
Indica que el Dr. AAAA es uno de los mejores ortopedistas del mundo que es invitado a varios 
países del mundo a dar cursos y demostraciones quirúrgicas  en Ecuador ha sido invitado a 
cirugías en Quito, Ambato , Riobamba, Cuenca y Manta de lo que conoce indica que habido una 
aceptación y aceptación previa para la cirugía firmada por la paciente y su esposo en donde 
describe todas las complicaciones y riesgos que puedan provocarse y presentarse en el acto 
quirúrgico deslindando responsabilidad directa al cirujano como consta en el documentos que 
existen en la historia clínica. Menciona que el Dr. AAAA, era el único que podía realizar este 
tipo de intervención, el mencionado galeno había sido invitado por las autoridades del Hospital 
para que realice las intervenciones de prótesis y además servía de instructor para los demás 
traumatólogos del hospital que no conocían de esta técnica. De acuerdo al oficio del 07 de 
octubre del 2005 emitido por la doctora Paola Paredes en calidad de directora del Hospital del 
IESS de Ibarra solicita la intervención del Dr. AAAA en cirugías de reemplazo de articulares de 
cadera y de rodillas.- De fojas 41 y 274, consta las versiones del Dr. CCCC, quien indica que 
trabaja en el centro ambulatorio de atención del IESS en la ciudad de Otavalo y desde hace tres 
años viene asistiendo a las operaciones de traumatología que se realizan en el Hospital Regional 
del IESS. El día 29 de febrero del 2008 se ha encontrado como segundo ayudante en el TEAM 
Quirúrgico de la señora XXXX DE 63 años con antecedentes de luxación congénita derecha alta 
que le provocaba dolor agudo. Durante la cirugía se ha observado una muy mala calidad ósea. 
Para el día 16 de abril en visita conjunta realizada con el Dr. BBBB han observado el 
aflojamiento del componente acetabular de lo que han comunicado al Dr. AAAA y ha decidido 
realizar la recolocación del mismo; el 18 de abril del 2008 se ha realizado la revisión quirúrgica 
comprobándose el diagnóstico y fijándose un nuevo componente acetabular con tornillos. El 26 
de abril del 2008 en otra visita con el Dr. BBBB ha comprobado el aflojamiento de la placa de 
osteosíntesis de la osteotomía femoral distal y en conjunto con el mencionado medico ha 
decidido colocar otra placa de nueve centímetros, comprobándose la pésima cálida ósea, en 
visitas previas se ha comprobado el gran dolor en la extremidad del paciente, posteriormente 
han existido consultas informales por parte de la paciente al Dr. AAAA las mismas que se han 
realizado en la sala de curaciones es del quirófano con lo que se comprueba la lesión del ciático 
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plopliteo externo, luego de esto ya no ha podido comprobar el estado de la paciente. Menciona 
que toda paciente que ingresa a una cirugía debe firmar un consentimiento y además debe ser 
controlada por el médico que haya intervenido, desconoce quien haya dado la autorización para 
que el Dr. AAAA hagas las intervenciones en el Hospital del Seguro.- De fojas 58 consta la 
versión de la señora XXXX, quien indica que se ha realizado la primera operación el 28 de 
febrero del 2008 en el Hospital del Seguro de Ibarra, por una luxación de cadera, para ponerle 
una placa en la cadera derecha, luego de la operación los médicos se han dado cuenta que la 
pierna derecha había quedado siete centímetros más larga, razón por la cual le había cortado el 
fémur para igualar al largo con la otra. Luego de la operación el Dr. AAAA de nacionalidad 
colombiana quien le ha intervenido había dejado la orden al Dr. BBBB de darle el alta máximo 
en cinco días, cosa que no ha sucedido y ha salido a los 24 días con una fuerte infección de la 
herida porque los quirófanos había estado contaminados, ha permanecido en su domicilio 
curándose las heridas con la licenciada Paulina Torres por el lapso de dos meses 
aproximadamente, en los primeros días del mes de abril del 2008 se ha sometido a una nueva 
operación porque se había zafado la placa que le han puesto en la operación anterior, en esta 
otra operación  la intervención el Dr. CCCC y BBBB, los cuales han cambiado la placa por una 
más grande, a lo que ha salido del hospital ha sentido dolores desde la cadera hasta los dedos de 
los pies. Indica que no tiene movilidad de la pierna derecha porque tiene afectado el nervio 
pirrónico, el Dr. Gastón, médico de la clínica Pichincha le ha dicho que tiene Axonomesis, por 
tal motivo está imposibilitada para toda la vida, no puede levantarse de la cama por su propia 
cuenta necesita ayuda de otra persona.- De fojas 220 consta la versión de la doctora Paola 
Paredes, quien manifiesta que desde abril del 2005 hasta octubre del 2006 se ha desempeñado 
como directora del Hospital del IESS de la Ciudad de Ibarra, en estas fechas el Hospital 
realizaba cambios de prótesis de cadera, por lo que ha procedido a dar la autorización a los 
médicos traumatólogos para la compra y que se realicen las cirugías para la colocación de la 
prótesis de cadera. De la denuncia que le dan lectura indica que desconoce porque los hechos 
han ocurrido en el 2008 tiempo en el cuál ya no se ha encontrado al frente del Hospital. Indica 
que con fecha 07 de octubre del 2005 ha solicitado apoyo al Dr. AAAA, para instruir a los 
traumatólogos en el uso correcto de las prótesis, el apoyo debía ser practico el momento de 
realizar las cirugías, caso contrario no podía explicarse el procedimiento, durante todo el tiempo 
que ha estado al frente del Hospital nunca se han presentado complicaciones.- De fojas 269 
consta las versiones del Dr. Vicente Muñoz, quien indica que en efecto la paciente XXXX había 
sido intervenida en el Hospital del Seguro de Ibarra, para tener opción a una cirugía el afiliado o 
un familiar da a través de un documento llamado acción consentida previo a la cirugía el 
consentimiento para que se realice dicha cirugía. Al momento de realizarse la intervención la 
señora ha adolecido de una enfermedad como es una luxación congénita de cadera lesión que se 
ha presentado durante 63 años. El Dr. AAAA ha actuado en calidad de tutor de los médicos 
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traumatólogos del Hospital en vista de que es portador de una técnica denominada mini 
abordaje, se deduce que las cirugías tiene mínimas complicaciones, el procedimiento anterior a 
esta técnica han sido cirugías muy drásticas y extensas con tiempo de 4 a 6 horas, con la técnica 
del Dr. AAAA, se llega a un tiempo máximo de 60 minutos y así mismo el tiempo de 
permanencia hospitalaria  se ha reducido a 48 horas. Este facultativo de nacionalidad 
colombiana ha actuado como ha mencionado la doctora Paola en el oficio de 07 de octubre del 
2005 que la salud no tiene fronteras y que todo nuevo adelanto en el campo de la medicina tiene 
que ser aplicado en beneficio de la colectividad. De lo que conoce el Dr. AAAA ha realizado 
alrededor de 300 cirugías en esta unidad médica, de las cuales 299 han sido con total éxito y 
existe documentos a través de la prensa y testimonio de agradecimiento de muchos afiliados que 
han tenido que esperar por más de cuatro años para ser atendidos en el Hospital Andrade Marín. 
Indica que como médico en todo acto quirúrgico tiene un riesgo y existe la posibilidad que han 
en pacientes completamente sanos no puedan obtenerse resultados satisfactorios, circunstancias 
que no se han dado en el presente caso por cuanto la paciente XXXX ya adolecía de una 
luxación congénita de cadera.- De fojas 276 consta la versión del Dr. Jorge Fabara, indica que 
no ha participado en ninguno de los tres procedimientos quirúrgicos realizados a la señora 
XXXX, ya que esos días se ha encontrado en consulta externa en el servicio de traumatología 
del Hospital del IESS de Ibarra. Menciona que la presencia del Dr. AAAA había sido autorizada 
por la Dirección del Hospital a cargo de la doctora Paola y al ser funcionario de la institución 
debe someterse a las decisiones de la dirección.- De fojas 370 a 373 consta la versión del Dr. 
AAAA, quien indica que tiene casi 20 años de experiencia en cirugías de cadera, realizando 
cerca de 500 cirugías al año, ha labrado un nombre internacional ya que específicamente la 
cirugía de cadera en pacientes como la quejosa son difíciles de realizar para el ortopedista 
general esto lo ha llevado a dar conferencias en Latinoamérica, Europa y Estados Unidos y 
casas ortopédicas que distribuyen los implantes. Los doctores del IESS de Ibarra han conocido 
su trabajo e inicialmente han sido invitados a realizar cirugías en los servicios de los Hospitales 
de Pasto. Este grupo ha gestionado para que venga a asesorarles, prueba de lo cual anexa 
original firmado por el subdirector de hospitalización y ambulatorio Dr. Vicente Muñoz, de 
fecha 20 de octubre del 2006. Bajo estas condiciones ha acompañado a los doctores  no solo a 
Ibarra, sino en diferentes instituciones de Quito y Riobamba. La paciente como relata la historia 
clínica foliada, ha presentado una luxación alta de cadera, con más de 7 centímetros de 
diferencia, severa cojera, dolor y limitación funcional. Como consta de la historia clínica en 
repetidas oportunidades la paciente tiene una severa osteoporosis no solo producto de la edad, 
sino de su condición física previa a la cirugía. Como consta de la historia clínica el 29 de 
febrero del 2008, ha sido realizada la cirugía colocando el reemplazo articular en el sitio 
original, y saliendo como consta en el reporte sin complicaciones intra-operatorias, los pacientes 
quedan a cargo de los médicos tratantes del Seguro Social para el manejo de su pos-operatorio. 
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Seis semanas después regresa a hacer una re intervención ya que ha existido una luxación del 
implante con aflojamiento acetabular, que en términos prácticos significa que por alguna 
situación la cadera seis semanas después se ha salido de su sitio y la mala cálida ósea ha soltado 
dicho implante, ha sido llevada a cirugía nuevamente y por la mala calidad del acetábulo se ha 
optado por una solución mucho más agresiva, la colocación de un anillo, logrando nuevamente 
la estabilidad. La historia clínica confirma que diez días después han notado aflojamiento de la 
placa colocada en el fémur distal y como consta en los folios existe una severa osteoporosis y 
dificultad para lograr la adecuada fijación, han colocado una placa de mayor longitud y número 
de tornillos. Respecto a la lesión del nervio ciático, menciona que esta es una cirugía donde 
existe un riesgo muy alto de presentarse. En los folios observa que la paciente ha firmado un 
consentimiento, así mismo en las declaraciones de los doctores que figuran en el expediente 
recalcan que tanto ellos como él, le han explicado verbalmente a la señora XXXX de dicho 
riesgo. En este punto aclara que la lesión no es iatrogenia es decir causada por mala práctica 
médica, sino es producto de la elongación del nervio, en términos sencillos indica que para 
colocar la cadera  en su sitio quirúrgicamente se puede cortar todas las estructuras, músculos, 
huesos, ligamentos, tendones pero no se puede cortar el nervio ni la atería de la extremidad, 
cuando realizan el estiramiento. Cuando se realiza el estiramiento del nervio se puede encontrar 
tres variedades progresivas y cada vez más graves de lesión, el primer estado llamada 
neuropxasis, existe una lesión fisiológica mas no anatómica, producto de esta distracción o 
elongación obviamente puede recuperarse incluso sin dejar secuelas, en el segundo tipo, la 
elongación es tal que las células nerviosas van dentro de la cobertura fibrosa del nervio, se 
lesiona pero el nervio persiste integro, este tipo es llamado axonopmesis y es el referido en lo 
leído inicialmente, lo que confirma la lesión por distracción y que nunca porque se haya cortado 
en cualquiera de los procedimientos. Resalta que si bien son eventos desafortunados los 
ocurridos con la señora XXXX todas las complicaciones surgen en una paciente con muy  mala 
calidad ósea y una enfermedad de base que ha ido lesionando su sistema musculo esquelético 
desde su nacimiento. Anota que toda cirugía presenta unos protocolos de seguimiento y es 
imposible que se pueda salir del quirófano dejando a una paciente en mal estado o inestable, en 
los dos procedimiento que ha asistido, la cadera ha quedado en su sitio,. Las complicaciones 
pueden haberse dado por la edad y osteoporosis de la paciente. En la tercera cirugía se relata la 
pobre calidad ósea y la dificultad que han tenido sus colegas en estabilizar esta osteotomía 
incluso con una placa más larga. A las preguntas del señor fiscal ha respondido que 
efectivamente ha intervenido con los médicos del seguro social, no solo a esta paciente sino a 
más de 300 pacientes con excelentes resultados. A la señora XXXX le ha intervenido en las dos 
primeras operaciones, su actividad se ha limitado solo al manejo intraoperativo del paciente, en 
ningún momento ha estado autorizado para dar órdenes y/o escribir en la historia clínica 
institucional y son los médicos del IESS que quedan al cuidado de los pacientes. Agrega que 
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esta técnica se ha venido implementando desde 1995 y que tiene la gran ventaja de poder ser 
realizada con cualquier tipo de implante protésico, para la época de los hechos ya ha tenido más 
de 150 cirugías de cadera complejas de este tipo y más de 2500 cirugías de caderas primarias, 
con esta técnica ha conseguido no solo ser invitado como conferencista y cirujano, sino que 
periódicamente viene colegas de otros países para capacitarse en su técnica , ha alcanzado las 
máximas distinciones en su País, ha sido nombrado presidente de la Sociedad Colombiana de 
Ortopedia y actualmente se desempeña como Secretario de la Sociedad Latinoamericana de 
Ortopedia.- CUARTO.- De las evidencias analizadas, en especial de la documentación 
presentada y debidamente señalada, de las versiones rendidas, y de los otros elementos de 
convicción descritos, se llega a presumir que los procesados, causaron en la ofendida, severos 
daños en la salud, y que durante las operaciones quirúrgicas que realizaron en la paciente, 
actuaron con falta de previsión y precaución. El Art. 467 del Código Penal tipifica en su parte 
pertinente: “Es reo de heridas o lesiones initencionales el que las ha causado por falta de 
previsión o de precaución, y será reprimido con prisión de ocho días a tres meses y multa de seis 
a doce dólares de los Estados Unidos de Norte América…”.- La Constitución de la República 
del Ecuador, tipifica en sus artículos 227 y 233 primer inciso: “La administración pública 
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación” “Ninguna servidora ni servidor público estará exento 
de responsabilidades por los actos realizados en ejercicio de sus funciones, o por omisiones…”. 
Mas cuando la salud es un deber primordial del Estado (Articulo 3 numeral 1; 32; 37 numeral 1; 
38 numeral 1 y 4; 52; 53; 54; 66 numeral 3 letra a y d; 359; 368; 369 de la Constitución de la 
República del Ecuador). Considerando además que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
es una Institución del Sector Publico.- De lo que se deja expuesto, se desprende que existe 
presunciones graves  y fundadas sobre la existencia de un delito de lesiones Inintencionales, 
bien jurídico protegido la salud, así tipifica la Constitución de la República del Ecuador; y sobre 
la participación de los procesados como autores, acorde con el Art. 42 del Código Penal 
vigente.- En el texto RÉGIMEN PENAL ECUATORIANO Manual Parte Especial Tomo II de 
ediciones legales pág. 784 y siguiente que se refiere al delito de lesiones y que textualmente 
dice: …9.- Las lesiones.- 9.1.- BIEN JURÍDICO: Tradicionalmente se ha considerado que el 
bien jurídico tutelado en este capítulo es doble: la integridad física y la salud. Por integridad 
física se ha entendido el número, estructura y correlación de las diversas partes y órganos del 
cuerpo humano; por salud, el normal funcionamiento de tales órganos. Estos atributos de la 
persona son efectivamente vulnerados por las distintas conductas que constituye el delito de 
lesiones. Sin embargo, la moderna teoría penal se inclina a considerar como bien jurídico propio 
de este capítulos implemente a la salud, entendiéndose este término en sentido amplio. Así las 
conductas delictivas de lesiones no solo afectara el aspecto anatómico, de la persona, es decir su 
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integridad corporal, sino también el aspecto fisiológico, en cuanto al normal funcionamiento de 
los órganos; el aspecto síquico, por cuanto la conducta delictual puede acarrear una 
transformación en la estructura de la personalidad y del comportamiento; el aspecto estético, por 
las deformaciones externas que la persona puede sufrir y afectar su apariencia, e inclusive el 
aspecto socio-económico por las repercusiones en cuanto a la capacidad de trabajo y a la 
situación de la persona en su medio social. Una lesión que consiste en una mutilación, por 
ejemplo, podrá tener efecto en vario de los aspectos señalados: significara la pérdida de un 
órgano, podrá producir un detrimento funcional y estético más o menos grave, traerá 
consecuencias psicológicas de variada naturaleza y podrá general una incapacidad transitoria o 
permanente, o una disminución de la capacidad para el trabajo del individuo afectado. Hace 
falta, pues, un concepto unitario de salud, no solo para afrontar una nueva regulación del delito 
de lesiones de lesiones, sino inclusive para una más adecuada interpretación de las normas 
actualmente vigentes. (…) Pág. 789 señala en forma textual: “9.4.2.- Lesiones culposas: Son 
aquellas que no hay la intención de causar daño en la salud, pero este se produce, como dice el 
Art. 472, por falta de previsión o cuidado…”.- En esta parte es necesario apegar mi criterio a la 
Jurisprudencia -7-IX-99 (Expediente No. 327-96, Primera Sala, R.O. 317-12-XI-99)que en su 
parte pertinente dice: “…Lo más importante a este respecto es distinguir si el delito que se 
imputa es de carácter doloso o culposo; en el primer supuesto, si el agente tuvo la intención 
positiva de causar daño, y en segundo, si el médico actuó con negligencia, sin previsión y 
precaución (…). Para esclarecer la duda es necesario recurrir a la enseñanza de los tratadistas; 
según la doctrina sustentada por Jiménez de Asúa, dolo es la producción de un resultado 
típicamente antijurídico, con conocimiento de las circunstancias de hecho que se ajustan al tipo 
y el curso esencial de la relación de causalidad existente entre la manifestación de voluntad y el 
cambio en el mundo exterior, con conciencia de que se quebranta un deber con voluntad de 
realizar el acto y con representación del resultado que se quiere; en síntesis, es la determinación 
de la voluntad hacia el delito; implica una resolución delictuosa y hay la representación del 
resultado deseado. En el dolo el sujeto obra maliciosamente cuando actúa con voluntad y 
conocimiento y prevé los efectos dañinos de su acción. Doctrinariamente se presentan varias 
clases de dolo que de alguna manera puede aplicarse a la casuística penal, por ejemplo el dolo 
de peligro que según Mezner se trata de un tipo doloso determinado que se contrapone al dolo 
de lesión. En el dolo eventual el sujeto activo se representa la posibilidad de un resultado dañino 
que no desea pero incite en su realización, en definitiva hay dolo eventual cuando el sujeto 
activo convencido de las producción del resultado no desiste de su conducta. Mezger también lo 
denomino dolo condicionado siendo el primer presupuesto para su admisión el que el autor se 
haya representado lo querido como posible para lo cual insiste en su acción dañosa. El dolus 
bonus o dolo bueno es otra categoría de tipo culposo contrapuesto dolus malo o dolo malo, que 
según ferri, es el “delictuosamente maligno” aplicable a los delitos  en los que el agente 
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interviene con la intención positiva de causar daño a un tercero, en cambio el dolo bueno tiene 
entre sus elementos la culpa por negligencia, falta de previsión, o precaución Jiménez de Asúa 
manifiesta que existe culpa cuando se produce un resultado típicamente antijurídico por falta de 
previsión del deber de conocer, no solo cuando ha faltado al autor la representación del 
resultado que sobrevendrá, sino también cuando la esperanza de que no sobrevenga ha sido 
fundamento decisivo de las decisiones de las actividades del autor que se producen sin querer ni 
buscar un resultado antijurídico. Mezger sostiene que actúa culposamente  aquel a quien se le 
reprocha haber desatendido un deber de precaución que le incumbía personalmente y que por 
esto no ha evitado el hecho y sus consecuencias. En general, la culpa es de inobservancia del 
deber de cuidado en el desenvolvimiento de la propia conducta para evitar daños a terceros. 
Soler expresa que el agente responsable por culpa cuando ha producido un resultado delictuoso 
sin quererlo, por imprudencia, negligencia, impericia o inobservancia de los deberes que el 
incumbían. En general según Raúl Goldstein, la culpa se funda en la previsibilidad del daño y 
en la exigibilidad de actuar conforme a las exigencias del derecho. Es incuestionable entonces 
que exista una diferencia fundamental y esencial entre dolo y culpa, pues en esta falta la 
intención o voluntad, elementos en cambio que caracterizan al dolo, frente al cual el agente se 
representa los efectos dañosos de su conducta antijurídica…”.- Por otro lado dichos procesados 
no han desvirtuado conforme a derecho las presunciones que determinan su participación en el 
presunto delito, materia de esta causa.- QUINTO.- En tal virtud, observando además las 
formalidades de los artículos 75, 76, 77, 82, 168, 169 de la Constitución de la Republica, por 
justificados los requisitos del Art. 232 del Código de Procedimiento Penal y existiendo merito 
legal para promover juicio, dicto el presente AUTO DE LLAMAMIENTO A JUICIO en contra 
de: AAAA, de nacionalidad colombiana, con cedula de identidad No. 79.277.879, de 49 años de 
edad, estado civil casado, instrucción superior, ocupación medico ortopedista especializado en 
reemplazo de cadera y rodilla, domiciliado en Terrazas de Briseño casa 1ra, Norte de la Ciudad 
de Pasto Colombia, Teléfono (código 57) 3155971947; BBBB, de nacionalidad ecuatoriana, con 
cedula de ciudadanía No. 170114802-3, de 63 años de edad, estado civil casado, instrucción 
superior, ocupación médico, domiciliado en la Av. Teodoro Gómez de la Torre 108 y José 
Domingo Abuja, Canto Ibarra, Teléfono 2644819; y, CCCC, de nacionalidad Ecuatoriana, con 
cedula de ciudadanía No. 170686626-4, de 47 años de edad, estado civil casado, instrucción 
superior, ocupación médico, domiciliado en la calle Pablo Aníbal Vela 75c9 y Luis Felipe Lara, 
Cantón Ibarra Teléfono 2608-208, por infringir el Art. 472 del Código Penal, subsumida al tipo 
delictivo contemplado en el Art. 42 del Código Penal en calidad de AUTORES.- De 
conformidad con el Art. 232 numeral 3 del Código de Procedimiento Penal en concordancia con 
los Arts. 193 y 160 numeral 4 ibídem, ordeno la prohibición de enajenar los bienes inmuebles 
de los ya enunciados procesados, para lo cual dispongo se remita atento oficio a las autoridades 
competentes en la provincia de Imbabura y del País. En apego del último inciso del Art. 232 
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ibídem, pasaran el presente auto, conjuntamente con el acta de la audiencia a uno de los 
Tribunales de Garantías Penales de Imbabura, que avoque conocimiento de la presente causa 
previo al sorteo de ley en la cual los sujetos procesales harán valer sus derechos en la etapa del 
juicio, y el expediente será devuelto a la señora fiscal del caso.- Sobre los acuerdos probatorios 
no se producen, por ende no hay nada que aprobar, en cuanto a los anuncios probatorios el 
Señor Fiscal manifiesta ofrecer presentar oportunamente por escrito una vez ejecutoriada el auto 
o ante el Tribunal; en igual sentido manifiesta la defensa pública y particular de los procesados, 
de conformidad a lo dispuesto en el Art. Inmuerado…(3) luego del Art. 226.- Resolución.- 
(Agregado por el Art 59 de la Ley s/n, R.O. 555-S, 24-III-2009) del Código De Procedimiento 
Penal, en concordancia con la resolución 163-2012 del Consejo de la Judicatura (R.O.. 854, 19-
XII-2012), y se dispone notificar a los mismos mediante las boletas correspondientes en los 
domicilios judiciales señalados para el efecto.- Agréguese el escrito presentado por los 
procesados BBBB y CCCC, en tal sentido téngase por ratificada la intervención del Dr. Walter 
Patricio Mier.- CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE. F).- Dr. EDWIN PATRICIO CAHUEÑAS 
IGUAGO, JUEZ. 
Lo que comunico a usted para los fines de ley. 
 
Ab. SIGIFREDO MEJÍA. 
SECRETARIO SUBROGANTE 
 
La tipificación encuadra en lo que el Fiscal acusa ya que se trata de un delito culposo, 
evidentemente los médicos realizaron una operación riesgosa, pero lógicamente no tuvieron la 
precaución necesaria para que la Señora salga mejor de lo que entro sino al contrario que al final 
de todo los resultados fueron peores de las condiciones que en un inicio se encontraba la 
afectada. 
Si bien es cierto que existe un documento de consentimiento para la operación que debe estar 
dirigido para los funcionarios del Hospital del Seguro Social en este caso para el médico de 
planta del traumatólogo de la Institución lamentablemente este médico transfirió las 
responsabilidades a alguien que no estaba formalmente ejerciendo la profesión. 
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Dentro de los informes que consta del proceso existe certificados que determinan que la señora 
tiene daños irreversibles lo que daría lugar a un tipo de lesión gravísima, pero en el caso que nos 
ocupa esto es el Art. 472 del Código Penal, no se toma en cuenta el tiempo de incapacidad para 
el trabajo o si es lesión leve, grave o gravísima, lo que si hace mención es que se exceptúa 
cuando es un delito especial es decir con agravantes y en este caso no existe mala fe o dolo de 
los profesionales de la salud.  
El médico colombiano un Galeno con un reconocimiento Internacional, de una capacidad 
privilegiada debía tener la precaución de formalizar su práctica profesional en el País, incluso 
para precautelar sus intereses en esta eventualidad. 
En este caso los afectados no tiene opción a ningún reclamo por cuanto no existe sentencia 
condenatoria es decir no se ha probado en juicio su responsabilidad dando como consecuencia 
que se presuma su inocencia incluso, de tal forma que no abría la posibilidad de seguir el juicio 
civil de daños y perjuicios. 
Lamentable para las dos partes el sujeto pasivo por cuanto los resultados esperados no se dieron 
ni se van a dar y para los sujetos activos existirá la incertidumbre si en realidad hubiesen podido 
demostrar su inocencia y al saber que tienen todavía algo pendiente con la justicia. 
3.3 CAUSAS DE LA IMPUNIDAD DE LOS DELITOS DE LESIONES QUE 
NO SOBREPASAN  LOS TREINTA DÍAS DE INCAPACIDAD PARA EL 
TRABAJO 
El análisis de la presente tesis va dirigido esencialmente a las lesiones leves, que lo detallamos 
en un capitulo anterior, esto es en los delitos que no sobrepasan los treinta días de incapacidad 
para el trabajo, ahora para tener una idea clara a lo que nos estamos refiriendo debo hacer 
hincapié en el concepto de impune, y lo define Ossorio Manuel que dice “Es definida por el 
diccionario de la academia como falta de castigo, así como impune es lo que queda sin castigo”  
(Ossorio, 2007). 
La definición de Cabanellas tiene el mismo sentido y dice: “estado por el cual queda un delito o 
falta sin el castigo o pena que por ley le corresponde”  (Cabanellas, 2010, pág. 360). 
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Las definiciones coinciden en que la impunidad es no sancionar una infracción que debe ser 
sancionada, particularidad que se da en las lesiones leves por cuanto en nuestra legislación no 
existe la prisión preventiva o la finanza para garantizar que el procesado sea juzgado. 
Otra de las causa que se da es que en vista que el perito médico determina el tiempo de 
incapacidad para establecer la tipicidad es muy fácil para una persona que posee recursos influir 
en la decisión del informa y que se encuadren en la clasificación de las lesiones leves, 
específicamente en los que no necesitan la prisión preventiva, y esperar a que voluntariamente 
se presenten los procesados, como esto obviamente no ocurre se produce la impunibilidad en las 
infracciones, por cuanto posteriormente opera la prescripción. 
Como se ha analizado el art. 167 del código de procedimiento penal establece que para que 
opere la prisión preventiva debe tratarse de un delito que en la sanción supere el año, en 
concordancia con la prohibición que establece el art. 173 dando como consecuencia que se 
aplique el art. 257 del Código de procedimiento penal el art. 173 dice: A fin de contar con la 
presencia del acusado en la etapa del juicio y evitar la suspensión, en el auto de llamamiento a 
juicio, el Juez que conoce de la causa deberá obligatoriamente ordenar la detención en firma del 
acusado, con excepción de los siguientes casos: 
1.- Para quien haya sido calificado como presunto encubridor; y, 
2.- Para quienes estén siendo juzgados por una infracción cuyas penas no excedan de un año de 
prisión. 
Incluso estaban exentos los acusados de lesiones leves cuando existía la detención den firme. 
Una vez ejecutoriado el auto de llamamiento a juicio con la respectiva orden de privación de la 
libertad, la Jueza o Juez o tribunal de lo penal competente deberán dictar sentencia en un plazo 
no mayor de 90 días. Si no lo hiciere dentro de este plazo, actuaran o los suplentes o conjueces, 
quienes en el plazo de cuarenta y cinco días deberán resolver el proceso. Tanto las Juezas y 
Jueces principales como los suplentes serán civilmente responsables por el retraso en la 
administración de justicia y el Consejo de la Judicatura examinara su conducta y procederá a 
sancionarlos con la destitución. 
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El consejo de la judicatura proporcionara la logística para  que las juezas y jueces resuelvan 
dentro del plazo indicado”  
Fundamentos en los cuales se puede dar por terminado el proceso penal y que me permito 
transcribir de un juicio: 
Juicio No. 10242-2013-0101. 
Resp: ABG. KATY YADIRA ROSERO OBANDO 
Ibarra, miércoles 9 de octubre del 2013-11-09  
A:  mmmm y  zzzz. 
DR. JORGE BURBANO. 
En el juicio por lesiones No. 10242-2012-0101 que sigue NN y NN, en contra de XXX, hay lo 
siguiente: 
CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE IMBABURA.- TRIBUNAL SEGUNDO DE 
garantías PENALES.- Ibarra, miércoles 9 de octubre del 2013, las 11h44.- VISTOS.- En vista 
de que no se ha presentado a la audiencia pública de juzgamientos el acusado XXX según 
consta de la razón sentada por el señor actuario de este Tribunal, con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo 257 del código de procedimiento penal, se suspende la sustanciación de 
la causa hasta que el referido acusado se presente voluntariamente. No se dispone la captura del 
procesado en virtud de lo dispuesto por el Art. 173 del código de procedimiento penal. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE f).- Dr. LEONARDO  NARVÁEZ, PRESIDENTE. 
Lo que comunico a usted para los fines de ley 
Ab. HÉCTOR MIDEROS 
SECRETARIO. 
El acusado el presente caso tiene que esperar cinco años para que opere la prescripción plazo 
que se le contabilizara desde que inicio la instrucción fiscal, a menos que el acusado se presente 
voluntariamente a la audiencia. 
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En el presente caso sería indispensable que el Tribunal tenga la facultad para solicitar la 
detención en firma con el auxilio de la fuerza pública.  
En el primer caso analizado con las versiones iniciales del procesado se puede observar que 
trata de burlar a la justicia mencionando que agredió en legítima defensa que nunca lo demostró, 
luego se interpuso medidas alternativas como es la suspensión condicional, (en donde uno de los 
requisitos es aceptar el cometimiento del delito) se le impuso una condición de presentarse 
todos los viernes cada quince días por seis meses, que por cierto no fue cumplido o no se 
justificó su cumplimiento, razón por la cual fue revocado, y se continuo con el proceso, luego se 
solicitó por parte del acusado la conversión que tampoco se dio por cuanto fue presentado 
extemporáneamente, lo que daría como resultado que se deba seguir de oficio por cuanto de 
evidencias apuntaba a que se cometió una infracción punible y pesquisable de oficio, desde 
luego en el caso analizado no se tiene la colaboración de los ofendidos por cuanto según se 
detalla en autos el acusado cancelo los daños. 
Como se puede demostrar se puede burlar la ley con dinero ya que el acusado al verse 
acorralado influyo en los acusadores para que abandonen el proceso, dejando de lado la labor 
importante de la policía, Fiscalía, Juzgado, Tribunal de Garantías Penales que es perseguir a los 
infractores. 
3.4 CONSECUENCIA DE LA IMPUNIDAD EN EL  DELITO DE LESIONES 
Como hemos visto para llegar a la etapa de juicio, se necesita haber realizado las etapas 
anteriores del proceso esto es indagación previa, instrucción fiscal, y la etapa intermedia lo cual 
se requiere de tiempo y dinero tanto para el Estado en el pago de funcionarios de la fiscalía, 
funcionarios del sistema judicial, y los gastos de los ofendidos para colaborar con los 
operadores de justicia para quedar en nada, realmente a más de afectar los derechos humanos de 
los ofendidos tiene un costo oneroso tanto del Estado como de las personas que desean que se 
haga justicia, todos estas formalidades y actos lo podía resumir en una pérdida de tiempo. 
Los procesos quedan en las perchas del tribunal en espera de la prescripción 
No se cumple con el precepto constitucional de derechos humanos al no considerar el derecho 
que tiene el ofendido, el precepto constitucional en el presente caso está determinado en el art. 
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66 numerales 1, 2 y 3, de la Constitución de la República del Ecuador que dice: “Se reconoce y 
garantizara a las personas: 
1.- El derecho a la inviolabilidad de la vida. 
2.- El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, 
vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física, 
vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios. 
3.- El derecho a la integridad personal, que incluye: 
a) La integridad física, moral y sexual. 
b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptara las 
medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia…” 
Con estos preceptos la Constitución tiene avances importantes en la protección de la personas, 
da una importancia a los derechos humanos y es considerada la mejor del mundo, 
lamentablemente esta protección no se cumple y se encuentran determinados claramente en los 
artículos precedentes que determinan, el derecho a la inviolabilidad de la vida, el derecho a una 
vida digna que asegure la salud, el derecho a la integridad personal física, moral, una vida libre 
de violencia en el ámbito público y privado. 
No se cumple estos preceptos Constituciones debido a que los requisitos y formalidades que 
determinan el código de procedimiento penal en los arts. 167,  la prohibición del art. 173, hacen 
que se suspenda la audiencia de Juzgamiento como lo determina el art. 257, hasta que se 
presente voluntariamente el procesado dando como consecuencia que el acusado burle la 
sanción. 
En el caso analizado da como resultado un gasto impune de tiempo y dinero tiempo de los 
funcionarios de la Judicatura como al Ministerio Fiscal y la Policía, por cuanto se cumplió con 
todas las formalidades del caso como para que el proceso de los resultados que la ley prevé. 
Se ha podido demostrar que en las doscientas treinta y cinco fojas se ha dado cumplimiento a las 
etapas del proceso, para hacer valer los derechos de los ofendidos que por arreglos realizados 
con el imputado entorpecieron los resultados, se pudo determinar negligencia en solicitar dos 
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procedimientos abreviados, dando como resultado que las autoridades prosigan con el 
procedimiento, sin llegar a culminar el juicio ya que no hay sobreseimientos ni sentencia. 
3.5 ANÁLISIS DEL CÓDIGO PENAL Y PROCEDIMIENTO PENAL CON EL 
CÓDIGO INTEGRAL PENAL EN RELACIÓN CON LAS LESIONES.- 
En la exposición de motivos del nuevo Código Orgánico Integral Penal, dentro de la dimensión 
histórica hace mención que: “En el Ecuador – desde su época Republicana- se han promulgado 
cinco códigos penales (1837, 1872, 1889, 1906 y 1938). La legislación penal vigente es una 
codificación más y tiene una fuerte influencia del Código Italiano de 1930 (conocido como 
“código Rocco”), argentino de 1922, Belga de 1867 y este a su vez – del Francés de 1810 
(“Código Napoleónico”). En suma tenemos un código de hace dos siglos con la influencia 
trágica del siglo XX, que es la ley penal del fascismo italiano.”  (COIP, 2014). 
 “En materia de procedimiento penal Ecuador ha tenido más de cinco leyes. El Código de 
Procedimiento Penal vigente desde el año 2000, introdujo un cambio fundamental en 
relación con  el procedimiento de 1983: el sistema acusatorio. Sin embargo, no fue de fácil 
aplicación y sufrió múltiples modificaciones. En total el código se ha reformado catorce 
veces. Estas reformas no tomaron en cuenta las normas penales sustantivas y pretendieron 
cambiar el sistema pena, modificando solamente una parte aislada.”  (COIP, 2014). 
Muchas de las finalidades y principios que establecen el Nuevo Código Orgánico Integral Penal 
ya son conocidos y utilizados en la legislación actual como por ejemplo: 
El principio de la Constitucionalización del Código Orgánico Integral Penal, ya se hace 
mención en el Código Penal vigente ya se tiene como base jurídica la Constitución y se 
menciona “Considerando: Que la “Constitución de la Republica”, en su artículo 192, establece 
que el sistema procesal será un medio para la realización de la justicia, que hará efectivas las 
garantías del debido proceso, y que velara por el cumplimiento de los principios de 
inmediación, celeridad y eficiencia en la administración de Justicia; Que de acuerdo al 
ordenamiento Constitucional, las leyes procesales procuraran la simplificación, uniformidad, 
eficacia y agilidad en los tramites; Que para lograr la celeridad y eficacia de los procesos, los 
tramites, en especial la presentación y contradicción de las pruebas, deben llevarse a cabo 
mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios dispositivo, de concentración e 
intermediación; de la misma forma, la “Constitución de la Republica” en su artículo 219, 
establece que el Ministerio Publico, actual fiscalía prevendrá en el conocimiento de las causas, 
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dirigirá y promoverá la investigación pre procesal y procesal penal; y, En ejercicio de la 
atribución conferida en el numeral 5 del artículo 130 de la Constitución de la República del 
Ecuador, expide el sigueinte Código de Procedimiento Penal.”  (Código de Procedimiento 
Penal, 2012) al momento la Constitución  se encuentra en la cúspide de las leyes. Se habla del 
debido proceso, reparar a la víctima, promover la rehabilitación, no hay pena sin infracción 
penal, no hay una pena sin ley anterior, tutela judicial que se garantiza la igualdad, inmediación, 
celeridad, que sea efectiva, imparcial y expedita, el principio del induvio pro reo, principio de la 
inocencia, el derecho que tienen las personas a la defensa a ser asistido por un abogado, 
investigación con la presencia de un abogado aun para fines investigativos, prohibición de 
incriminarse, prohibición del doble juzgamiento, oralidad, concentración, Dirección Judicial del 
proceso, publicidad, inmediación, motivación, imparcialidad, gratuidad, cláusula de exclusión, 
verdad procesal, similar actuaciones en el caso de delitos flagrantes que la audiencia debe 
realizarse antes de las veinticuatro horas, el momento que se le detiene a una persona debe 
conocer las razones de su detención y la autoridad que lo emite, derecho de permanecer en 
silencio, presencia de un abogado o defensor público y a comunicarse con un familiar. 
El concepto de Infracción penal se encuentra en el Art. 18 y que dice: “Es la conducta típica, 
antijurídica y culpable cuya sanción se encuentra prevista en este código.”  (COIP, 2014). 
En este concepto se estipula ya requisitos que sería la conducta, tipicidad, antijurídica, 
culpabilidad y que se encuentre prevista en este código. Una vez con estos requisitos se 
consideraría infracción penal. 
En el Código Orgánico Integral Penal existe el concurso de infracciones que se encuentra 
tipificado en el art. 20 que dice: 
 “Cuando a una persona le son atribuibles varios delitos autónomos e independientes ese 
le acumularan las penas hasta un máximo del doble de la pena más grave, sin que por 
ninguna razón exceda de cuarenta años.”  (COIP, 2014). 
El Código Orgánico Integral Penal lo tiene determinado al delito de lesiones en su art. 152 
que dice: “Lesiones la persona que lesiones a otra será sancionadas de acuerdo a las 
siguientes reglas: 
1.- Si como resultado de las lesiones se produce en la victima un daño, enfermedad o 
incapacidad de cuatro a ocho días, será sancionada con pena privativa de libertad de 
treinta a sesenta días. 
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2.- Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de nueve a treinta días, 
será sancionada con pena privativa de libertad de dos meses a un año. 
3.- Si produce a la víctima un daño, incapacidad o enfermedad de treinta y uno a noventa 
días, será sancionada con pena privativa de libertad de uno a tres años. 
4.- Si produce a la víctima una grave enfermedad o una disminución de sus facultades 
físicas o mentales o una incapacidad o enfermedad que no siendo permanente, supere los 
noventa días, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 
5.- Si produce a la víctima enajenación mental, perdida de un sentido o de la facultad del 
habla, inutilidad para el trabajo, incapacidad permanente, perdida o inutilización del 
algún órgano o alguna grave enfermedad trasmisible e incurable, será sancionada con 
pena privativa de libertad de cinco a siete años. (COIP, 2014). 
Si la lesión se produce mediante concentraciones masivas, tumulto conmoción popular, evento 
deportivo o calamidad pública, será sancionado con el máximo de la pena privativa de libertad 
prevista para cada caso, aumentada en un tercio. 
La lesión causada por infringir un deber objetivo de cuidado, en cualquiera de los casos 
anteriores, será sancionada con pena privativa de libertad de un cuarto de la pena mínima 
prevista en cada caso. 
Para la determinación de la infracción del deber objetivo de cuidado se considerara lo previsto 
en el artículo 146. 
No serán punibles las lesiones derivadas de acciones terapéuticas ejecutadas por profesionales 
de la salud en cumplimiento del principio de necesidad que precautele la salud del paciente.” 
Como vemos en la tipicidad del delito de lesiones ya no se hace constar las circunstancias 
agravantes que aumentan la pena simplemente hacen mención a si se produce una lesión de 
tanto tiempo de incapacidad o enfermedad de  se le sanciona con tal pena, obviamente dentro 
del proceso se determinara si se le impone la base o el techo de la pena. 
La que también se determina es la multa que tiene relación directa con la pena que se le 
imponga al acusado esto es: 
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Tratándose del primer caso es decir del delito leve que la pena es de cuatro a ocho días la multa 
será del veinticinco por ciento de un salario básico unificado del trabajador en general. 
En el segundo caso es decir la pena de nueve a treinta días igualmente se le impondrá una multa 
del veinticinco por ciento de un salario unificado del trabajador en general. 
Hasta aquí consideraríamos que existen las lesiones LEVES. 
En el tercer grupo de lesiones  que sufre el sujeto pasivo incapacidad de treinta y un días a 
noventa la pena será de uno a tres años, la multa será de cuatro a diez salarios básicos unificados 
del trabajador en general. 
En el cuarto numeral será de pena privativa de libertad de tres a cinco años la multa es de diez a 
doce salarios básicos unificados del trabajador en general. 
Hasta aquí consideraríamos las lesiones GRAVES. 
En el último numeral la pena es de cinco a siete años la multa será de doce a veinte salarios 
básicos del trabador 
Este último sería considerado las lesiones GRAVÍSIMAS, por cuanto hay daños irreversibles o 
pérdida total de algún órgano. 
En el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 117, también hace mención a la 
integridad física de persona protegida y dice: “La persona que, con ocasión y en 
desarrollo de conflicto armado, cause lesiones en persona protegida, siempre que no 
constituya otra infracción de mayor afectación, será sancionada con la pena máximas  
previstas en el delito de lesiones aumentadas en un medio.”  (COIP, 2014). 
Se hace mención también al delito de lesiones en la violencia contra la mujer o miembro 
del núcleo familiar, específicamente en el artículo 156 hace referencia a la violencia física 
contra la mujer o miembro del núcleo familiar y dice: “La persona que, como 
manifestación de violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar, cause lesiones, 
será sancionada con la misma pena previstas para el delito de lesiones aumentadas en un 
tercio.”  (COIP, 2014). 
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Existe también en el Código Orgánico Penal en su artículo 159 las lesiones leves que se 
dan en las contravenciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar y 
dice: La persona que hiera, lesione o golpee a la mujer o miembros del núcleo familiar, 
causándole lesiones o incapacidad que no pase de tres días, será sancionada con pena 
privativa de libertad de siete a treinta días”  (COIP, 2014). 
En el delito de violación también hace mención a las lesiones que la pena en el caso de este 
delito va de diecinueve a veinte y dos años y el sujeto activo es sancionado con el máximo de la 
pena en caso que, la víctima como consecuencia de la infracción, sufra una lesión física o daño 
sicológico permanente. 
Esta determinado las heridas en los delitos de odio, cuando existe violencia física o sicológica  
por su nacionalidad, etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género u orientación 
sexual, identidad, cultura, idioma, religión, etc., si los actos de violencia dan como resultado 
heridas se le sancionará como lo determina las penas para el delito de lesiones agravadas en un 
tercio. 
La lesiones también se los toma en cuenta en los delitos de robo y menciona que si el robo a 
dado como resultado una de las lesiones gravísimas que determina el artículo 152 del COIP, 
será sancionado con la pena de siete a diez años. 
En el nuevo Código Integral se incluye las infracciones de tránsito que en la 
actualidad es una ley especial obviamente se encuentra delitos de lesiones se lo 
hace mención en el “art. 379.-  
“Lesiones causadas por accidente de tránsito.- En los delitos de transito que tengan como 
resultado lesiones a las personas, se aplicaran las sanciones previstas en el artículo 152 
reducidas en un cuarto de la pena mínima previstas en cada caso. Sera sancionado además 
con reducción de diez puntos en su licencia. 
En los delitos de transito que tengan como resultado lesiones, si la persona conduce el 
vehículo en estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, 
sicotrópicas o preparados que las contengan, se aplicaran las sanciones máximas previstas 
en el art. 154 incrementadas en un tercio y la suspensión de la licencia de conducir por un 
tiempo igual a la mitad de la pena privativa de libertad previstas en cada caso.”  (COIP, 
2014). 
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Dentro del procedimiento penal las lesiones que se enmarcan dentro de la incapacidad o 
enfermedad de hasta treinta días se los determina en los de ejercicio privado que está 
señalado en el art. 415 del Código Orgánico Integral Penal y dice: “Procede el ejercicio 




4.- Lesiones que general incapacidad o enfermedad de hasta treinta días, con excepción de 
los casos de violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar.”  (COIP, 2014). 
 
La prisión preventiva en el nuevo Código Integral Penal.- 
 
“Art. 534.- Finalidad y requisitos.- Para garantizar la comparecencia de la persona procesada al 
proceso y el cumplimiento de la pena, la o el fiscal podrá solicitar  a la o el Juzgador de manera 
fundamentada, que ordene la prisión preventiva, siempre que concurra los siguientes requisitos: 
1.- Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público de la acción. 
2.- Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es autor o cómplice de la 
infracción. 
3.- Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de libertad son 
insuficientes y que es necesario la prisión preventiva para asegurar su presencia en el juicio o el 
cumplimiento de la pena. 
4.- Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un año. 
De ser del caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva deberá tener en consideración 
si la o el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión preventiva otorgada con 
anterioridad.”  (COIP, 2014). 
Los principios y requisitos para la prisión preventiva son similares con los de la legislación actual 
incluso en lo que se menciona que no procede la prisión preventiva para los delitos que son inferiores a 
un año, el Juzgador debe estar seguro que existe un delito y que el procesado sea autor o cómplice de ese 
delito, obviamente son principios que garantizan los derechos de las personas. 
Existe también loa prohibición de la prisión preventiva que el nuevo ordenamiento jurídico se menciona 
“articulo 539.- Improcedencia.- No se podrá ordenar la prisión preventiva, cuando: 
1.- Se trate de delitos de ejercicio privado de la acción. 
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2.- Se trate de contravenciones. 
3.- Se trate de delitos sancionados con pena privativa de libertad que no exceda de un año.”   (COIP, 
2014). 
Con lo que respecta a las demás requisitos y alternativas que propone a la prisión preventiva está 
determinado en el Art. 522 que se refiere a las medidas cautelares para asegurar la presencia de la 
persona procesada y dice: Modalidades.- La o el Juzgador podrá interponer una o varias de las 
siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada y se aplicara de 
forma prioritaria a la privación de libertad: 
1.- Prohibición de ausentarse del País 
2.- Obligación de presentarse periódicamente ante la o el juzgador que conoce el proceso o ante la 
autoridad o institución que designe. 
3.- Arresto domiciliario. 
4.- Dispositivo de vigilancia electrónica. 
5.- Detención. 
6.- Prisión Preventiva. 
 
La o el Juzgador, en los casos de los numerales 1, 2 y 3 de este artículo, podrá ordenar, además, 
el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica. 
En lo que respecta al procedimiento lo tenemos en el Titulo VII, Procedimiento Ordinario. 
Capitulo Primero, Fase de investigación previa. 
“1Artículo 580.- Finalidades.- En la fase de investigación previa se reunirán los elementos 
de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o al fiscal decidir sin formula o 
no la imputación y de hecho, posibilitara al investigado preparar su defensa. 
Las diligencias investigativas practicadas por la o el fiscal, con la cooperación del 
personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y ciencias 
forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por finalidad determinar 
si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, la 
identidad del autor o participe y de la víctima, la existencia del daño causado, o a su vez, 
desestimar estos aspectos.” (COIP, 2014). 
                                                     
1
 Código Orgánico Integral Penal (2014), Ediciones Atlántico. Pág. 215 
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La duración en los delitos de pena privativa de libertad de hasta cinco años durara hasta un año 
en los delitos de más de cinco años durara dos años, si el fiscal no encuentra elementos de 
convicción paras formular cargos podrá dar por terminada la investigación incluso antes de 
estos plazos, luego solicitara el archivo de la causa. 
Luego una vez superada la etapa previa se inicia las etapas del procedimiento.- 
Instrucción.- Esta etapa se inicia con la formulación de cargos cuando el fiscal considere que 
existe elementos suficientes para deducir imputación, misma que no puede exceder de noventa 
días, de existir méritos puede el fiscal terminar antes del este plazo. 
Excepto en lo que determina el art. 592, que dice: “…1.- En delitos de transito la instrucción 
concluirá dentro del plazo máximo de cuarenta y cinco días. 
2.- En todo delito flagrante la instrucción durara hasta treinta días. 
3.- En los procedimientos directos. 
4.- Cuando exista vinculación a la instrucción. 
5.- Cuando exista reformulación de cargos. 
En ninguna caso una instrucción fiscal podrá durar más de ciento veinte días. En delitos de transito no 
podrá durar más de cuarenta y cinco días y en delitos flagrantes más de sesenta días. 
No tendrá valor alguno las diligencias practicadas después de los plazos previstos.”  (COIP, 2014). 
Si antes de terminarse el plazo aparecen datos de otros integrantes del delito como autores o la 
participación de una o varias personas, en tal caso el plazo de la instrucción se ampliaran por 
treinta días más que serán improrrogables. 
Audiencia preparatoria de juicio en la que se determinara si existe vicios respecto a lo actuado 
en lo posible se trataran de subsanar, luego los requisitos de procedibilidad, cuestiones 
prejudiciales, competencia y cuestiones de procedimiento que puedan afectar el proceso, la 
nulidad se declara siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque indefensión, 
toda omisión hace responsable a los juzgadores, luego intervendrá el fiscal, luego el acusador 
particular y finalmente el defensor público o privado del procesado. 
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Anunciar la totalidad de las pruebas, en ningún caso el Juzgador determinara práctica de 
pruebas de oficio, solicitar el rechazo de los  medios de prueba encaminados a probar hechos 
notorios, el juzgador aceptara o negara las objeciones. Concluida el juez comunicara de forma 
verbal motivadamente la resolución para luego dar a conocer por escrito. En esta etapa del 
proceso puede darse el sobreseimiento, la calificación de la denuncia de maliciosa y temeraria, 
en caso de ser declarada de esta forma el procesado puede iniciará las acciones legales penales 
respectivas. 
Llamamiento a juicio.- El acta de audiencia conjuntamente con los anticipos probatorios son 
enviados a tribunal y el expediente será devuelto a la fiscalía. 
Etapa de juicio.-  
Se regirá por el principio de oralidad, publicidad inmediación y contradicción en las actuaciones 
probatorias, presencia del fiscal, juzgador y la persona procesada y la de su defensor público o 
privado, como lo establece el artículo 610 del Código Orgánico Integral Penal, principios que 
son comunes en las audiencias orales. 
Para esta audiencia que es importante en el proceso se debe notificar a los testigos y peritos es 
así que lo establece el art. 611.- que dice: “La o el juzgador notificara a los testigos o peritos para su 
comparecencia a la audiencia, siendo responsabilidad de los sujetos procesales el llevar a dichos peritos 
o testigos a la misma. De igual forma oficiara las certificaciones solicitadas a efectos de que la parte 
solicitante pueda obtener la presencia de los testigos y peritos, así como la información requerida o 
solicitada documentadamente.” (COIP, 2014). 
El articulo 612 hace referencia a la instalación y suspensión de la audiencia y hace referencia a: 
“La o el juzgador declarara instalada la audiencia de juicio en el día y hora señalados, con la presencia 
de la o el fiscal, la o el defensor público o privado y la persona procesada, salvo el caso previsto en este 
código referente a las audiencias telemáticas y a los casos previstos en la Constitución. 
La o el acusador particular podrá intervenir a través de un procurador judicial o en el caso de persona 
jurídica de derecho público o privado podrá comparecer la o el representante legal o  su procurador 
judicial. En caso de no comparecer  a la instalación de la audiencia, la acusación particular, se 
entenderá abandonada. 
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Una vez iniciada la audiencia, si al momento de intervenir algún perito o testigo no se encuentra 
presente o no puede intervenir a través de algún medio telemático, se continuara con los peritos o 
testigos presentes y demás medios de prueba. 
Finalizados los testimonios, cualquiera de las partes podrá fundamentar ante el tribunal la relevancia de 
la comparecencia de los peritos o testigos que no están presentes. El tribunal excepcionalmente, en caso 
de aceptar esta solicitud, suspenderá la audiencia y señalara día y hora para su reanudación, la cual se 
realizara de manera inmediata, en un plazo no mayor de diez días. 
En caso de no ser aceptada la petición de las partes, se comunicara con la audiencia y el tribunal dictara 
sentencia sobre la base de las pruebas evacuadas.”  (COIP, 2014). 
En caso de audiencia fallida por responsabilidad del juez o del fiscal se comunicara del 
particular al Consejo de la Judicatura para la sanción correspondiente. Si es consecuencia de 
otro servidor se dará a conocer a las autoridades respectivas. 
En esta audiencia existe los alegatos de inicio, luego la práctica de pruebas, exhibición de 
documentos, objetos u otros medios, la prueba no solicitada, la prueba que no ha sido solicitada 
oportunamente a petición de parte o la del presidente del tribunal, se podrá presentar siempre 
que se justifique que no se conocía sino hasta ese momento, y que sea relevante para el proceso. 
El alegato final y luego la sentencia 
Como se ha visto el nuevo código integral penal existe principios y procedimientos similares a 
los ya existentes que en síntesis se los puede determinar en la indagación previa el buscar 
indicios de responsabilidad, la instrucción fiscal cuando el fiscal determina que existe indicios 
de la infracción y de responsabilidad, la etapa intermedia que reafirma los indicios de la 
instrucción fiscal, y cuando exista un trabajo en la cual la fiscalía pueda acusar en juicio se llega 
a la audiencia oral pública de juzgamiento. 
Con las penas que lo determina el nuevo Código Integral Penal, se considera también las multas 
y que estas son en base al salario básico unificado, que en la actualidad se encuentra a 340 
dólares americanos en base a esto se debe considerar el Art. 70.-  
“En las infracciones previstas en este código se aplicara además la pena de multa 
conforme con las siguientes disposiciones: 
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1.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a treinta días, se 
aplicara la multa de veinticinco por ciento de un salario básico unificado del trabajador en 
general. 
2.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a dos meses se 
aplicara la multa de uno a dos salarios básicos unificados del trabajador en general. 
3.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de dos s seis meses se 
aplicara la multa de dos a tres salarios básicos unificados del trabajador en general. 
4.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meces a un año 
se aplicara la multa de tres a cuatro salarios básicos unificados del trabajador en general. 
5.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de seis meses a dos años 
se aplicara la multa de tres a ocho salarios básicos unificados del trabajador en general. 
6.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de uno a tres años se 
aplicara la multa de cuatro a diez salarios básicos unificados del trabajador en general. 
7.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de tres a cinco años se 
aplicara la multa de diez a doce salarios básicos unificados del trabajador en general. 
8.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de cinco a siete años se 
aplicara la multa de doce a veinte salarios básico unificados del trabajador en general. 
9.-  En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad se siete a diez años se 
aplicara la multa de veinte a cuarenta salarios básicos unificados del trabajador en 
general. 
10.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diez a trece años se 
aplicara la multa de cuarenta a sesenta salarios básicos unificados del trabajador en 
general. 
11.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de trece a diez y seis 
años se aplicara la multa de cien a trescientos salarios básicos unificados del trabajador 
en general. 
12.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diez y seis a 
diecinueve años se aplicara la multa de trescientos a seiscientos salarios básicos 
unificados del trabajador en general. 
13.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de diecinueve a 
veintidós años se aplicara la multa de seiscientos  a ochocientos salarios básicos 
unificados del trabajador en general. 
14.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintidós a 
veintiséis años se aplicará la multa de ochocientos a mil salarios básicos unificados del 
trabajador en general. 
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15.- En las infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta 
años se aplicara la multa de mil a mil quinientos salarios básicos unificados del trabajador 
en general. 
En las infracciones donde no exista pena privativa de libertad se aplicara la multa prevista 
en cada tipo.
 
 (COIP, 2014). 
 
Resultados estadísticos.- de la investigación en relación con el delito de lesiones en el Cantón 
Ibarra durante los años 2012 y 2013. (Datos obtenidos del libro de ingreso de causas a los dos 
Tribunales de Garantías Penales de Imbabura) 
El tipo de investigación que se utilizó en la presente investigación es el inductivo por cuanto se 
induce lo que sucede en el Cantón Ibarra, puede ocurrir en otros Cantones del País, por cuanto 
es una muestra de lo que sucede en el País, la forma de recolectar datos para demostrar que 
muchos de los delitos de lesiones quedan en la impunidad es la documental realizando una 
investigación de campo. 
Los datos estadísticos recogidos en el presente trabajo son en el caso del Tribunal Primero de 
Garantías Penales, desde inicios del 2012 hasta el día 8 de octubre del 2013 y en el caso del 
Tribunal Segundo de Garantías Penales son igualmente desde inicios del 2012 hasta el día 9 de 
octubre del 2013. 
Se recolecto datos del Universo de delitos y luego los datos del delito de lesiones fundamento 
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4 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
4.1 CONCLUSIONES 
Luego de realizar este trabajo se concluye que la lesión es conocida desde tiempos antiguos y de 
acuerdo a la época se ha tratado de sancionar estas infracciones, debiendo determinar que la 
lesión es la acción u omisión dolosa en la cual se finaliza con  un daño físico o síquico que el 
sujeto activo causa al sujeto pasivo. 
La legislación efectivamente sanciona las lesiones de acuerdo a la gravedad o el daño físico que 
se ha causado al sujeto pasivo, daño que se comprueba de acuerdo al examen médico legal que 
determina la incapacidad del ofendido para desempeñarse en sus labores cotidianas, de igual 
forma las multas se determinan de acuerdo a la gravedad, existe tres grupos de lesiones las 
leves, fundamento de este estudio, las graves y las gravísimas. El núcleo de la infracción es 
lesionar, herir, y el bien jurídico que se tutela es el bienestar y la salud de los ciudadanos. 
Tomando en cuenta que actualmente la legislación procesal ecuatoriana no tiene una tipificación 
que obligue al sujeto activo a presentarse a la audiencia de Juzgamiento, el acusado no se 
presenta por cuanto como ya es la última etapa del proceso y se ha determinado la infracción 
además que existe fundamentos para el enjuiciamiento muy difícilmente el acusado va a 
presentarse por cuanto las investigaciones apuntan a que existe presunciones reales de 
responsabilidad contra el sujeto activo. 
La fiscalía, la policía y los funcionarios judiciales realizan sus trabajos, rigiéndose al debido 
proceso en la cual, se ha configurado de una manera motivada la existencia de la infracción y 
los indicios de responsabilidad pero al no finalizar el proceso es una pérdida de tiempo y dinero 
para el Estado, y los ofendidos. 
Por regla general para que exista delito de lesiones debe existir dolo, que es la voluntad de 
causar daño, existiendo una excepción que sería el Art. 472 del Código de Procedimiento Penal, 
en la cual se menciona el delito culposo por negligencia inobservancia de la ley, falta de 
precaución.  
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Del  análisis comparativo entre el  Código Penal, Procedimiento Penal en relación con el 
Código Orgánico Integral Penal, se puede determinar un incremento de penas,  especialmente de 
multas, que va desde el veinticinco por ciento del salario básico unificados del trabajador en 
general, en las infracciones con penas privativas de libertad de uno a treinta días,  hasta la 
cantidad de mil quinientos salarios básicos unificados del trabajador en general en las 
infracciones sancionadas con pena privativa de libertad de veintiséis a treinta años. Referencias 
Art. 70 del Código Orgánico Integral Penal. 
Con la finalidad de solucionar el problema existente en la impunidad de los delitos de lesiones 
que no sobrepasan los treinta días de incapacidad o enfermedad, el nuevo Código Orgánico 
Integral Penal lo ha clasificado como un delito de acción privado, como lo señala el Art. 415 
que manifiesta:  
“Procede el ejercicio privado de la acción en los siguientes delitos: 
1.- Calumnia 
2.- Usurpación  
3.- Estupro 
4.- Lesiones que generen incapacidad o enfermedad de hasta treinta días, con excepción de 
los casos de violencia contra la mujer o miembro del núcleo familiar.”  (COIP, 2014) 
Esto daría lugar a que la víctima tenga que cumplir con las formalidades de la acusación 
particular esto es conocer el nombre completo del denunciado, citarlo, y proseguir el caso sin el 
auxilio de la fiscalía 
Del análisis estadístico se puede determinar que en el Cantón Ibarra se comete más de las tres 
cuartas partes del universo de delitos de la Provincia de Imbabura, tomando en consideración 
que Imbabura tiene además de Ibarra los Cantones de Otavalo, Cotacachi, Urcuquí, Atuntaqui y 
Pimanpiro. 
El 78,75% de los delitos cometidos en la provincia de Imbabura corresponden al Cantón Ibarra, 
y dentro de este Cantón el delito más común es el relacionado con drogas en el,  27,75% 
seguido por el delito de robo con el 17% y el de lesiones el 6,5%, en el cual el 52% se 
encuentran suspensos sin orden de prisión en consecuencia están a la espera para que opere la 
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prescripción, esto confirmaría que muchos de los delitos de lesiones específicamente los que no 


















El procedimiento que determina el Código de Procedimiento Penal es el adecuado, el problema 
existe en las medidas cautelares que esencialmente se debe determinar una caución que 
garantice el pago de los gastos médicos o sicológicos del sujeto pasivo disponiendo además la 
medida cautelar de no acercarse al ofendido a doscientos metros a la redonda, al no presentarse 
al primer señalamiento de la audiencia oral de juzgamiento inmediatamente se hace efectivo la 
caución y se le consigna al afectado prevaleciendo la medida cautelar de alejamiento. 
En caso de reincidencia se implementaría un aparato electrónico para determinar su posición y 
requerirle con el auxilio de la fuerza pública, y de esa manera finalizar el procedimiento. 
El nuevo Código Orgánico Integral Penal se hace mención que los delitos que no sobrepasen los 
treinta días de enfermedad o incapacidad sea de acción privada en este caso al seguirse el 
trámite de parte del afectado se daría la oportunidad de que se le cancele los daños y perjuicios 
que producto de las lesiones le han afectado al sujeto pasivo, obviamente persiguiendo también 
la pena de privación de libertad sin olvidar la pena relacionada con la multa que determina el 
nuevo Código Orgánico Integral Penal, es así que esta clase de delitos no quedarían en la 
impunidad. 
Los peritos médicos deben ser probos tanto en el ámbito profesional como moral por cuanto de 
ellos depende la gravedad del delito ya que son las personas que determinan la clase de delito en 
el caso que nos ocupa y con el nuevo Código Integral Penal si es de acción privada o pública. 
Se recomienda que desde los centros educativos iniciales se les inculque a los niños el respeto a 
los demás, controlar el consumo de sustancias que alteren la mente o cambien el estado de 
ánimo, por cuanto muchos de los delitos de lesiones son causados como consecuencia de 
consumo de sustancias que alteran el ánimo en las personas.  
Es importante la prevención dando a conocer a los jóvenes que la violencia no acarrea nada 
bueno, y existe muchos caminos viables para solucionar los problemas.  
Socializar a toda persona una cultura de paz, tanto física como mental, esto daría lugar a una 
sociedad más saludable y productiva, debe ser considerado como política de gobierno. 
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Disminuir o suprimir los programas de violencia en la televisivos, videos etc., con la finalidad 
de que los niños y jóvenes, no se mal guíen por estas circunstancias que son nocivas para su 
desarrollo personal. 
Concientizar en la ciudadanía que los actos reñidos con las buenas costumbres y la ley tiene 
consecuencias y que se debe aprender asumirlas. 
Darnos cuenta que vivimos en sociedad y cada uno de sus integrantes tiene un rol en el 
desarrollo de la comunidad y que hay que saberlo respetar.  
El cuidado y la formación inicial en las personas es fundamental, esto es obligación esencial del 
Estado y del núcleo familiar, en caso que el núcleo familiar falle por diferentes motivos el 
Estado debe intervenir en la formación correcta de los niños que lamentablemente pagan las 
consecuencias de la irresponsabilidad de los padres, en lo posible suplir la guía y el cariño que 
debe tener los padres hacia los hijos, por parte del Estado, de esta forma estaríamos previniendo 
que se cometan delitos incluidos lógicamente el de lesiones, por cuanto en la mayoría de los 
casos los autores de delitos son personas con hogares disfuncionales y/o con problemas de 
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